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Iniciativas

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 79 DE LA LEY GENERAL DE

SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO MARCOS ROSENDO ME-
DINA FILIGRANA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

El que suscribe, Marcos Rosendo Medina Filigrana,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática de la LXII Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 re-
lativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea, iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona un tercer párrafo al
artículo 79 de la Ley General de Salud, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4o., párrafo cuarto, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos claramente es-
tablece que “toda persona tiene derecho a la protec-
ción a la salud”.

Esa clara afirmación que el poder constituyente incor-
poró a nuestra Carta Magna arropa con igualdad y
equidad a las mexicanas y mexicanos para acceder a la
protección de la salud.

Dicha protección no se traduce únicamente en la obli-
gación del Estado mexicano de brindar servicios de sa-
lud a su población en general.

Es, también, una clara obligación y facultad de velar
porque los servicios de salud en general, tanto públi-
cos como privados, se desarrollen y realicen con pro-
fesionalismo, eficiencia, capacidad técnica y alto com-
promiso social.

Así se desprende cuando se señala que “la ley definirá
las bases y modalidades para el acceso a los servicios
de salud y establecerá la concurrencia de la federación
y las entidades federativas en materia de salubridad
general”.

En tal sentido, el artículo primero de la ley reglamenta-
ria de la materia, misma que se denomina Ley General

de Salud, señala claramente que “la presente ley regla-
menta el derecho a la protección de la salud que tiene
toda persona en los términos del artículo 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.

Asimismo, dicho artículo define que la propia ley re-
glamentaria “establece las bases y modalidades para el
acceso a los servicios de salud y la concurrencia de la
federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general. Es de aplicación en toda la repú-
blica y sus disposiciones son de orden público e inte-
rés social”.

Haciendo uso de sus facultades reglamentarias y nor-
mativas, en su artículo 79, la Ley General de Salud
enumera una amplia lista de especialidades y subespe-
cialidades en materia de salud que requieren de título,
diploma o acreditación educativa según sea el caso.

Sin demérito de lo anterior, en la práctica, existen la-
gunas en la ley que permiten un ejercicio pseudopro-
fesional de la medicina, mismo que permite un jugoso
negocio para quienes lo realizan y un daño patrimonial
y, sobre todo, en las condiciones de salud de las per-
sonas que a la sazón resultan ser sus víctimas. 

Tal es el caso de la rama de la radiología que se dedi-
ca a la realización e interpretación de los estudios de
ultrasonido.

Argumentación

En los últimos tiempos se ha generado, a lo largo y an-
cho del territorio nacional, una proliferación de la
oferta privada de estudios de ultrasonido.

En la práctica, muchos de esos servicios resultan ca-
rentes de profesionalismo, no gozan de calidad en las
imágenes que se obtienen y hacen evidente la incapa-
cidad de interpretación de quienes emiten el dictamen
técnico que contiene los resultados.

Por ende, en la vida cotidiana, se traducen en un frau-
de a las ciudadanas y ciudadanos que acuden a esos
pseudoservicios, en virtud de que se requiere acudir a
un segundo, y a veces hasta un tercer establecimiento,
para poder obtener un estudio de calidad que sirva pa-
ra que el especialista o médico que solicitó el ultraso-
nido pueda tener elementos de información veraz para
concretar un diagnóstico.



Ante tales circunstancias, la ley y los legisladores no
deben ser omisos. Por el contrario, debe legislarse en
aras de evitar que haya fraudes a los pacientes y se ga-
rantice que los estudios médicos que se realizan, má-
xime cuando la ciudadanía lo paga de su propio pecu-
lio, sean de calidad y con un estricto sentido de
profesionalismo médico.

Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; 77 y 78 relativos del Reglamento
de la Cámara de Diputados, me permito someter a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de

Decreto mediante el cual se adiciona un tercer pá-
rrafo al artículo 79 de la Ley General de Salud.

Artículo Único. Se adiciona un tercer párrafo al artí-
culo 79 de la Ley General de Salud.

Artículo 79. …

…

Por lo que se refiere a la radiología en el caso espe-
cífico de la rama de ultrasonido, además de los di-
plomas a que se refiere el párrafo anterior, se debe-
rá acreditar cuando menos un año de prácticas y
experiencia en el análisis e interpretación de los da-
tos que se derivan de ese tipo de estudios.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 19 de marzo de 2013.

Diputado Marcos Rosendo Medina Filigrana (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY GENERAL PARA LA GARANTÍA DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, SUS-
CRITA POR INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE DERECHOS

DE LA NIÑEZ

Las y los suscritos Verónica Beatriz Juárez Piña,
Cinthya Noemí Valladares Couoh, Guadalupe del So-
corro Ortega Pacheco, Gerardo Villanueva Albarrán,
María del Rosario Merlín García, Carmen Lucia Pérez
Camarena, Lucila Garfias Gutiérrez y Alberto Anaya
Gutiérrez, diputadas y diputados integrantes de la Co-
misión de Derechos de la Niñez de la LXII Legislatu-
ra, la diputada Judith Guerrero López, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, las y los diputados Silvano Aureoles Conejo,
Agustín Miguel Alonso Raya, Amalia Dolores García
Medina, Mario Miguel Carrillo Huerta, Aleida Alavez
Ruiz y Martha Lucía Mícher Camarena, integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, sometemos a la
consideración de esta asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se crea la Ley Ge-
neral para la Garantía de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Como parte de su compromiso internacional al suscri-
bir la Convención sobre los Derechos del Niño, Méxi-
co recibió las más recientes observaciones del Comité
de los Derechos de la Niñez (CDN), de la ONU en
2006, donde se realiza una evaluación del cumpli-
miento por parte del país de dicha Convención. 

En estas observaciones, el Comité muestra aspectos de
preocupación muy relevantes, como la ausencia de
una instancia rectora y coordinadora de las políticas de
las niñas, niños y adolescentes en el país. El 29 de ma-
yo de 2000, se publicó la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que regla-
menta el Artículo 4° constitucional. Sin embargo, por
tratarse de un sistema federal dicha Ley no puede es-
tablecer la concurrencia de competencias entre los Es-
tados y la Federación en materia de niñas, niños y ado-
lescentes y ha carecido de fuerza en su aplicación. Los
Comités de Seguimiento y Vigilancia de las Leyes de

Gaceta Parlamentaria Martes 19 de marzo de 20134



Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes y otros instrumentos creados en los Estados,
también han tenido poca fuerza por carecer de presu-
puesto y ser poco reconocidos.

Estas limitaciones, y otras manifestadas en las obser-
vaciones del Comité de los Derechos de la Niñez, así
como por los organismos no gubernamentales que tra-
bajan en favor de las niñas, niños y adolescentes, el 12
de octubre de 2011 se publicó la reforma del Artículo
73 constitucional, que adicionó la fracción XXIX-P, en
el sentido de habilitar al Congreso de la Unión para
“Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la
Federación, los estados, el Distrito Federal y los mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias,
en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes,
velando en todo momento por el interés superior de los
mismos y cumpliendo con los tratados internacionales
de la materia, de los que México sea parte”.

Con esta reforma, se permite la instauración por Ley
General de un Sistema de Garantías de Protección de
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, que
en cumplimiento de la Convención sobre los Derechos
del Niño y sus dos Protocolos adicionales, pueda ins-
trumentar la concurrencia de competencias para la ga-
rantía y el respeto de los derechos de las niñas, niños
y adolescentes y la adolescencia en todo el país.

Con ocasión de la reforma, la LXI Legislatura del Ho-
norable Congreso de la Unión, las organizaciones de la
sociedad civil, las instancias académicas, Comisiones
de Derechos Humanos y UNICEF, pusieron manos a
la obra para la discusión y construcción de las bases
jurídicas, institucionales y políticas del modelo que
había de crearse tras la reforma constitucional para ga-
rantizar la realización de los derechos de las niñas, ni-
ños y adolescentes en México. 

Fruto de estas labores, y especialmente del trabajo de
la Legislatura LXI, la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables de la H. Cámara de Diputados presentó el
11 de abril de 2012, una iniciativa de Ley General pa-
ra la Protección Integral de los Derechos de la Niñez.
Sin embargo, dicha iniciativa no alcanzó el consenso
necesario, debido a que se consideró que en el plante-
amiento no existía un Sistema que garantizara y orga-
nizara la definición, rectoría, coordinación e imple-
mentación de las políticas públicas en materia de las
niñas, niños y adolescentes para nuestro país con apli-

cación de manera transversal, democrática y participa-
tiva. 

La iniciativa “10 por la Infancia” lanzada por UNICEF
y la Red por los Derechos de la Niñez en el marco de
la reforma constitucional, así como de las elecciones
de 2012, establecía de manera prioritaria la discusión
y aprobación de esta Ley General, por lo que fueron
diversas las actividades tanto de discusión de la socie-
dad civil y de expertos como de acercamiento con el
equipo de transición del nuevo gobierno y con ambas
cámaras del Congreso de la Unión.

Tras las elecciones de Julio de 2012 y la conformación
del nuevo Congreso de la Unión, el trabajo de elabo-
ración de nuevas iniciativas de reforma a la actual Ley
de Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes y de una nueva Ley General sobre la mate-
ria, ha continuado, siendo diversas las propuestas ya
sometidas a discusión tanto para el Senado como para
la Cámara de Diputados, que ahora cuenta con la Co-
misión Ordinaria de Derechos de la Niñez. 

El 25 de octubre de 2012, la Red por los Derechos de
la Niñez y UNICEF organizaron el Diálogo de Exper-
tos denominado: “Hacia un sistema nacional de garan-
tías de los Derechos de la infancia y la adolescencia”,
donde participaron expertos nacionales e internaciona-
les como Norberto Liwski, ex-vicepresidente del Co-
mité de los Derechos de la Niñez, Alejandro Morla-
chetti, consultor experto en Derechos Humanos de
Cepal y Trond Waage, ex-ombudsman de la niñez en
Noruega. 

Asimismo, el 6 de noviembre del mismo año, la Co-
misión de Derechos Humanos del Distrito Federal, el
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universi-
dad Nacional Autónoma de México, UNICEF, Save
the Children, Alianza MX por los derechos de niñas,
niños y adolescentes y Red por los Derechos de la Ni-
ñez organizaron el Foro “Hacia una Ley General de
Garantía de los Derechos de Niños, Niñas y Adoles-
centes”. 

Como parte de las propuestas presentadas en estos
eventos, la Comisión de Derechos de la Niñez de la Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de la Unión de la
LXII Legislatura, consideró que las propuestas presen-
tadas hasta el momento, si bien todas tienen la voca-
ción de adecuar el actual sistema de políticas públicas
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en la materia y mejorarlo, no contemplan de manera su-
ficiente lo discutido y avanzado hasta el momento por
la sociedad civil, la academia, las comisiones de dere-
chos humanos, los organismos internacionales y la pro-
pia Comisión de Derechos de la Niñez. Sobre todo, no
observan la conformación efectiva de un nuevo sistema
que implique un cambio significativo en las políticas
públicas para poder revertir la actual situación y garan-
tizar de manera plena los derechos de las niñas, niños y
adolescentes en México.

Por ello en el ánimo de conocer y escuchar las diver-
sas opiniones y propuestas de los actores sociales
mencionados, y de otros más de los que es importante
incorporar sus planteamientos en los proyectos de la
reciente Comisión de Derechos de la Niñez, por lo que
se organizó el Foro: “Construyendo la Agenda Nacio-
nal de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes”,
donde participaron: el Centro de Estudios e Investiga-
ción en Asistencia y Desarrollo Social (Ceidas), el
Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNI-
CEF), Organización Internacional del Trabajo (OIT),
el Fondo de Población para las Naciones Unidas
(UNFPA), el Instituto de Investigaciones Jurídicas de
la UNAM, la Comisión de Derechos Humanos del
Distrito Federal, Ririki Integración Social, Universida-
des Públicas, Institutos Nacionales de Salud, etc. A la
conclusión del foro, resaltó la necesidad de construir
una nueva Ley General de Garantía de los Derechos de
los niños, niñas y adolescentes. Estas organizaciones
también establecen el compromiso permanente de
acompañar los trabajos de la Comisión ordinaria de los
Derechos de la Niñez.

Es por ello que la Comisión de Derechos de la Niñez
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, se ha dado a la tarea de revisar toda la docu-
mentación y conclusiones derivadas de las reuniones y
foros desarrollados hasta el momento. Asimismo, se
ha analizado a profundidad trabajos de investigación
como el “Estudio sobre los fundamentos jurídicos de
los sistemas nacionales de protección integral de la in-
fancia en América Latina y el Caribe y estado de apli-
cación” de Alejandro Morlachetti y el documento
“Championing Children’s Rights” de UNICEF sobre
los mecanismos independientes de protección de los
derechos humanos. Además, se retomó algunas nor-
mas nacionales como la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley Ge-
neral para Igualdad de Hombres y Mujeres, la Ley del

Instituto Nacional de las Mujeres, la Ley de Asistencia
Social, la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, la Ley General de Seguridad Pública,
la Ley Federal de Justicia Penal para Adolescentes, en-
tre otras, únicamente como referencia y base para el
análisis de la situación actual y de los cambios estruc-
turales requeridos.

Con la información mencionada, la Comisión de De-
rechos de la Niñez elaboró una iniciativa de Ley Ge-
neral para la Garantía de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, cuyos fundamentos jurídicos son
los artículos 1°, 4° y 73 fracción XXIX-P de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
los tratados internacionales de protección de los dere-
chos humanos y en especial, de las niñas niños y ado-
lescentes, suscritos y ratificados por el Estado Mexi-
cano.

Contenido de la iniciativa con proyecto de decreto

Se establece en la iniciativa de Ley General un título
con disposiciones generales donde se estipula los prin-
cipios generales de los derechos de las niñas, niños y
adolescentes de no discriminación, prioridad, derecho a
la vida y la supervivencia, participación e interés supe-
rior de la niñez, definiéndose tales principios como ejes
rectores del sistema. En el mismo título se define el
concepto de “niño y niña” así como el de adolescente y
del Sistema. Asimismo, se incluyen los derechos de las
niñas, niños y adolescentes de manera general, sin per-
juicio de lo que los tratados internacionales de dere-
chos humanos contemplan y otras normas nacionales.

Se trata por tanto, como su nombre indica, de un títu-
lo con las disposiciones generales básicas que marcan
el punto de partida, sobre la construcción de un siste-
ma de garantías para la protección de los derechos de
las niñas, niños y adolescentes. Se establece en este tí-
tulo los conceptos básicos y los derechos que dan fun-
damento a la construcción de un Sistema, entendiendo
el mismo como el mecanismo permanente de concu-
rrencia, colaboración, coordinación y concertación de
los gobiernos federal, de las entidades federativas y
municipales, para la garantía y reparación del daño en
caso de vulneración de los derechos de las niñas, niños
y adolescentes en México. Este Sistema está compues-
to por las instituciones, organismos, autoridades, orga-
nizaciones e instancias a nivel nacional, estatal, del
Distrito Federal y municipal, tanto públicas como de la
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sociedad civil, que están orientados a la finalidad des-
crita. 

En este mismo título se incluye un capítulo sobre las
garantías mínimas de protección de los derechos de las
niñas, niños y adolescentes, a efectos de establecer los
mínimos que han de regir de manera uniforme en todo
el país, independientemente de que se trate de una ins-
tancia o normativa federal, estatal o municipal. Se
consideran estas garantías básicas e inamovibles y en
el texto se dividen por materias, familiar o penal. Se
refieren al respeto a la separación de poderes, a la re-
gulación de los procedimientos en los casos de adop-
ción, de separación del núcleo familiar, y de las medi-
das urgentes de protección, a la edad mínima para
contraer matrimonio, el registro gratuito y accesible, a
la obligación de escuchar a las niñas, niños y adoles-
centes en todos los procedimientos que les afecten, se-
an civiles o penales, a la prohibición del careo entre
menores de edad víctimas y adultos agresores, entre
otros. 

Más adelante, la iniciativa de Ley General establece
quiénes conforman el Sistema de Garantía de los De-
rechos de niñas, niños y adolescentes y define para ca-
da uno, por capítulos, su conformación y funciones.
En este sentido, se crea un Consejo Nacional de los
Derechos de las niñas, niños y adolescentes como ór-
gano rector de las políticas públicas en la materia y de
toma de decisiones de más alto nivel, presidido por el
Presidente de la República y con la representación na-
cional gubernamental de mayor rango. A nivel estatal
y del Distrito Federal, se crean también los Consejos
Estatales de las niñas, niños y adolescentes, para su
ámbito territorial de competencia.

También se crea, como nueva figura, el Secretariado
Ejecutivo Nacional de los Derechos de las niñas, niños
y adolescentes, como un organismo desconcentrado
dependiente de la Secretaría de Desarrollo Social con
autonomía técnica, de gestión y presupuestal cuya fun-
ción es la de coordinar la recopilación de información
estadística y relevante en materia de niñas, niños y
adolescentes, así como la de preparar las reuniones del
Consejo Nacional para su toma de decisiones. Asimis-
mo, es el encargado de que todas estas decisiones
adoptadas por el Consejo Nacional puedan ser aterri-
zadas y ejercidas por las Secretarías e instituciones
responsables, mediante la coordinación y enlace insti-
tucional y con las organizaciones de la sociedad civil.

Este Secretariado Ejecutivo Nacional tiene un correla-
tivo a nivel estatal, si bien, no depende jerárquicamen-
te de él sino de las Secretarías de Desarrollo Social es-
tatales y del Distrito Federal. En estos Secretariados
Ejecutivos, tanto el Nacional como en los Estatales, se
generará mediante la coordinación y el enlace con las
demás instituciones y la sociedad civil, los contenidos
de la política pública en materia de niñas, niños y ado-
lescentes.

Como nuevas figuras, se crea también el Observatorio
Ciudadano Nacional así como los Observatorios Ciu-
dadanos Estatales, con integración de las organizacio-
nes de la sociedad civil e incluyendo sobre todo a las
organizaciones niñas, niños y adolescentes. Se debe-
rán constituir como Asociaciones Civiles para garanti-
zar su independencia, y su función será la de participar
en la elaboración y evaluación del Programa Nacional
de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes, no
solamente mediante su colaboración directa sino tam-
bién mediante su aporte de información y diagnósticos
de situación. Los Observatorios Ciudadanos, elabora-
rán anualmente un informe sobre el análisis de la si-
tuación de las niñas, niños y adolescentes en cada en-
tidad federativa y a nivel nacional, a convocatoria de
los Secretariados Ejecutivos y con fondos públicos.
Serán además cauce para informar a los Secretariados
Ejecutivos Nacional, Estatales y del Distrito Federal
sobre aquellos aspectos de especial preocupación, que
requieren de mayores recursos o atención por parte de
las autoridades y del Sistema, en cualquier momento.
Por otro lado, además de la labor informativa y de par-
ticipación en la elaboración y evaluación de los pro-
gramas de acción, tendrán participación directa en el
Consejo Nacional y los Consejos Estatales y del Dis-
trito Federal compartiendo con el sector público la to-
ma de decisiones de más alto nivel en materia de rec-
toría y coordinación de las políticas de niñas, niños y
adolescentes en el país.

Se crea la Visitaduría Nacional de los Derechos de las
niñas, niños y adolescentes y las Visitadurías Estatales
y del Distrito Federal de los Derechos de las niñas, ni-
ños y adolescentes, abriéndose esta especialización en
las Comisiones Nacional, Estatales y del Distrito Fe-
deral de Derechos Humanos, cumpliendo así también
con otra de las recomendaciones del Comité de los De-
rechos de la Niñez. Se les faculta para recibir quejas e
inconformidades de los propios niños, niñas y adoles-
centes o de alguien que los represente. 
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Asimismo, se mantiene las facultades que tienen como
integrantes de las comisiones de derechos humanos y
además se les añaden otras en materia de niñas, niños
y adolescentes, como la de participar en los procedi-
mientos de carácter judicial, a efectos de informar al
tribunal sobre las cuestiones de derechos humanos que
intervienen en ellas, a solicitud de alguna de las partes
o del juez competente. Tendrán además la facultad de
promover que las instituciones públicas elaboren pla-
nes de seguimiento e indicadores en relación con las
recomendaciones del Comité de los Derechos de la Ni-
ñez para México.

En el caso del DIF, se reafirman nuevamente las fun-
ciones tanto de DIF Nacional como de los DIF Esta-
tales, del Distrito Federal y Municipales, mantenien-
do su importante rol en materia de la asistencia social
y fortaleciendo las garantías en el ejercicio de sus fun-
ciones, de tal manera que sus competencias quedan
más claras y delimitadas. Se crea un mecanismo de
garantía para la gestión de las instituciones públicas y
privadas de asistencia social, otorgándoles a los Se-
cretariado Ejecutivos la competencia para vigilar, ha-
cer revisiones periódicas y aprobar, mantener o can-
celar la autorización para operar. Los DIF
Municipales tendrán un rol crucial en el proceso de
restitución de los derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes y resolución de casos que si bien no todos
precisan intervención judicial, sí requieren de una
atención gubernamental que se lleve a cabo de mane-
ra coordinada con otras instancias y de la sociedad ci-
vil como coadyuvante. En este sentido, se recoge una
adecuación a las funciones y estructura de los DIF
Municipales que junto con los cambios también pre-
vistos para los DIF Nacional, Estatales y del Distrito
Federal, implicarán una necesaria reforma a la Ley de
Asistencia Social. 

También se regula el procedimiento de garantía de de-
rechos con las competencias y coordinación entre las
instancias participantes de atención, jurisdiccionales y
de procuración de justicia, en los casos en que se en-
cuentren violaciones a los derechos de las niñas, niños
y adolescentes, con base a las garantías mínimas esta-
blecidas en el primer título de la iniciativa de Ley. Se
regula aquí de manera muy concreta los plazos y las
facultades de cada instancia responsable y los meca-
nismos de coordinación, con la finalidad de delimitar
las responsabilidades y fortalecer al máximo la garan-
tía de los derechos de las niñas, niños y adolescentes,

eliminando toda discrecionalidad que pueda derivar en
un menoscabo de sus derechos.

Por otro lado, también para las instancias de procura-
ción e impartición de justicia se establecen aspectos
procedimentales a tener en cuenta cuando los afecta-
dos sean niños, niñas y adolescentes, estableciéndose
determinadas obligaciones en cuanto a la especializa-
ción del personal y de los espacios físicos. Se crean
además los Ministerios Públicos Especializados, como
figura novedosa para el sistema de procuración de jus-
ticia mexicano, cuya función será la de proteger los
derechos de las niñas, niños y adolescentes mediante
su acompañamiento, asesoría y apoyo durante todo el
procedimiento con personal especializado. Asimismo,
estos Ministerios Públicos Especializados, podrán
adoptar medidas de urgencia temporales para que la
víctima menor de edad que haya sufrido alguna forma
de violencia o abuso pueda ser protegida en tanto el
juzgado familiar adopta una medida permanente en lo
que dura el procedimiento. Además se da validez a las
pruebas recabadas por el Ministerio Público Especiali-
zado evitando su repetición innecesaria y revictimiza-
dora. Al mismo tiempo, en los juzgados y tribunales,
tanto civiles como penales, se crean oficinas especiali-
zadas con la finalidad de que el acompañamiento, ase-
soría y apoyo a niñas, niños y adolescentes también
quede garantizado durante el procedimiento judicial.
Se prevé en ambos casos, la preparación y capacita-
ción en derechos de las niñas, niños y adolescentes ni-
ñas, niños y adolescentes de aquellas personas que tra-
bajarán en estas nuevas instancias como requisito
indispensable debiendo además ser evaluados al res-
pecto.

La Ley establece además los lineamientos del Progra-
ma Nacional y los Programas Estatales a favor de las
niñas, niños y adolescentes, así como su proceso de
elaboración y de evaluación, de forma que garantiza la
participación de la sociedad civil en dichos procesos,
así como de los propios niños, niñas y adolescentes. Se
refuerza también los contenidos y lineamientos, a fin
de que contemplen la integralidad de los derechos de
las niñas, niños y adolescentes.

Respecto al presupuesto y gasto en materia de niñas,
niños y adolescentes, se estipulan los mínimos, la pro-
gresividad y los mecanismos para que el mismo, no
pueda ser disminuido bajo ninguna circunstancia, te-
niendo en cuenta que gran parte del éxito del funcio-
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namiento del Sistema reside en la disponibilidad de re-
cursos económicos que puedan sostener el ingreso de
los recursos humanos que se precisan, la ejecución de
los Programas y la implementación de todas las medi-
das que se contemplan en la Ley.

Los artículos transitorios de esta Ley se refieren a las
reformas legislativas, instalación e implementación
por etapas de este nuevo Sistema creado por la Ley, te-
niendo en cuenta tanto el presupuesto que será reque-
rido como la capacitación y procesos de instalación
institucional que se llevarán a cabo.

Se pretendió con la redacción de esta iniciativa de Ley
General, establecer las bases para la conformación de
un sistema de protección integral de los derechos de
las niñas, niños y adolescentes que fuera garantista de
manera efectiva pero que además incluyera los meca-
nismos para que las políticas públicas en esta materia
se construyeran de manera coordinada y transversal
por parte de todas las instancias gubernamentales y
con la participación de la sociedad civil y de los niños,
niñas y adolescentes. 

Con base en lo anterior, las y los integrantes de la
Comisión de los Derechos de la Niñez de la honora-
ble Cámara de Diputados de la LXII Legislatura
del Congreso de la Unión, presentamos la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se ex-
pide la 

Ley General de Garantía de los Derechos de las Ni-
ñas, Niños y Adolescentes 

Iniciativa de Ley General de Garantía de los Dere-
chos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo I
De la Presente Ley y sus Principios Generales

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria de los
artículos 1°, 4° y 73 fracción XXIX-P de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de derechos humanos de las niñas, niños y ado-
lescentes. Es de orden público, de interés social y de
observancia general en toda la República y tiene por
objeto garantizar a niñas, niños y adolescentes la tute-

la y el respeto de sus derechos fundamentales recono-
cidos en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de
Derechos Humanos suscritos y ratificados por el Esta-
do Mexicano, a través del Sistema de Garantías para la
Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes que instrumenta la concurrencia, colabo-
ración, coordinación y concertación de competencias
entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y
los Municipios.

Artículo 2o. La presente Ley se interpretará conforme
a la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, los Tratados Internacionales de Derechos Hu-
manos aplicables en la materia y las sentencias emiti-
das por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos. 

Artículo 3o. Los principios de no discriminación, del
derecho a la vida, supervivencia y desarrollo, de parti-
cipación, de interés superior de la niñez, prioridad
guiarán la aplicación e interpretación de esta Ley y de
todas aquellas normas, medidas administrativas e ins-
titucionales que se refieran a la aplicación y garantía
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 4o. La aplicación de los principios mencio-
nados en el artículo anterior implicará:

I. Para la no discriminación: la protección de los de-
rechos de todas las niñas, niños y adolescentes sin
distinción alguna, de conformidad con el artículo 1
párrafo quinto de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos;

II. Para el derecho a la vida, supervivencia y desa-
rrollo: respetar y garantizar en todo momento sin
lugar a excepciones temporales, y además adoptar
medidas positivas para garantizar su realización;

III. Para la participación: contará la opinión de las
niñas, niños y adolescentes en todos los asuntos que
les afecten, incluyendo las políticas públicas, inde-
pendientemente de su edad, utilizándose para ello
los medios técnicos y humanos necesarios y ade-
cuados conforme a la edad y madurez;

IV. Para el interés superior de la niñez: el análisis
conjunto de los derechos afectados o que puedan
afectarse en un caso concreto para tomar la decisión
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que asegure la implementación y/o restitución ple-
na de los derechos de la niñez y la adolescencia en
esa situación, no pudiéndose nunca justificar la res-
titución de un derecho mediante la vulneración de
otro; y 

V. Para la prioridad: la garantía y protección de los
derechos de las niñas, niños y adolescentes son con-
sideradas una prioridad nacional para el Poder Le-
gislativo, Ejecutivo y Judicial. Para la definición y
ejecución de todas las políticas públicas, normas y
actuaciones del poder judicial se tomará en cuenta
la implicación de las mismas en el ejercicio y ga-
rantía de los derechos de la niñez y la adolescencia. 

Artículo 5o. Para los efectos de esta Ley, se entende-
rá por:

I. Niña o Niño: Toda persona de hasta 12 años de
edad incompletos;

II. Adolescente: Toda aquella persona que tenga 12
años cumplidos hasta 18 años incumplidos;

III. Sistema de Garantías: Sistema de Garantías pa-
ra la Protección Integral de los Derechos de las Ni-
ñas, Niños y Adolescentes; 

IV. Garantía de Derechos: Mecanismo de protección
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes;

V. Consejo Nacional: Consejo Nacional de los De-
rechos de la Niñez y la Adolescencia; 

VI. Consejos Estatales: Consejos Estatales y del
Distrito Federal de la Niñez y la Adolescencia; 

VII. Sistema Nacional: Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia;

VIII. Sistemas Estatales y del Distrito Federal: Sis-
tema Estatal y del Distrito Federal para el Desarro-
llo Integral de la Familia;

IX. Sistemas Municipales: Sistema Municipal para
el Desarrollo Integral de la Familia;

X. Institución de Procuración de Justicia: Procura-
duría General de la República, Procuradurías Gene-
rales de Justicia Estatales y del Distrito Federal;

XI. Instituciones de Impartición de Justicia: Juzga-
dos o Tribunales Familiares o Penales; 

XII. Visitaduría General: Visitaduría General de los
Derechos de la Niñez y la Adolescencia;

XIII. Observatorio Ciudadano Nacional: Observa-
torio Ciudadano Nacional de los Derechos de la Ni-
ñez y la Adolescencia;

XIV. Observatorio Ciudadano Estatal: Observatorio
Ciudadano Estatal y el Distrito Federal de los Dere-
chos de la Niñez y la Adolescencia;

XV. Programa Nacional: Programa Nacional para la
Garantía de los Derechos de la Niñez y la Adoles-
cencia; y

XVI. Programa Estatal: Programa Estatal y del Dis-
trito Federal para la Garantía de los Derechos de la
Niñez y la Adolescencia.

Capítulo II
De los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 6o. Las niñas, niños y adolescentes son suje-
tos de los derechos humanos reconocidos en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
los tratados internacionales suscritos y ratificados por
el Estado Mexicano, en la presente Ley y en las nor-
mas aprobadas especialmente para niñas, niños y ado-
lescentes.

Artículo 7o. Los derechos enunciados en esta Ley no
limitan ni restringen la protección que de los derechos
de las niñas, niños y adolescentes se haga en otras nor-
mas.

Artículo 8o. Las niñas, niños y adolescentes tienen
derecho a:

I. Disfrutar de la vida, la supervivencia, el desarro-
llo y la salud. Los servicios de salud deben ser ac-
cesibles, incluyentes, de calidad, y proporcionar un
trato digno y adecuado a la edad;

II. Contar con una alimentación nutritiva, suficien-
te y de calidad que les permita desarrollarse física y
mentalmente de manera plena;
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III. Acceder y disfrutar del agua potable en forma
suficiente, salubre y aceptable;

IV. Vivir sin discriminación por razones de edad, ra-
za, color, sexo, idioma o lengua, religión; opinión
política; origen étnico, nacional o social; posición
económica; discapacidad física o intelectual, cir-
cunstancias de nacimiento o cualquier otra condi-
ción no prevista;

V. Gozar de un medio ambiente sano, equilibrado y
adecuado para su desarrollo;

VI. Contar con igualdad en todos sus ámbitos de in-
jerencia; 

VII. Habitar en una vivienda digna y gozar de un ni-
vel de vida suficiente para garantizar su educación,
seguridad, esparcimiento y desarrollo;

VIII. Acceder a una cultura física y a la actividad
deportiva de manera accesible, en espacios apropia-
dos y seguros;

IX. Tener una educación accesible, incluyente y de
calidad, basada en el respeto, promoción del ejerci-
cio de los derechos humanos, así como en la forma-
ción y desarrollo de habilidades para la vida;

X. Disfrutar del descanso, del juego, a asociarse y
reunirse pacíficamente;

XI. Practicar libremente su religión; 

XII. Contar con un nombre y dos apellidos; 

XIII. Vivir en familia de manera prioritaria, siendo
la misma su espacio primordial de desarrollo;

XIV. Expresar libremente su opinión y a ser es-
cuchados y tomados en cuenta en los asuntos que
les afecten, a cualquier edad, debiéndose utilizar
los medios técnicos y humanos necesarios para
poder hacer una adecuada interpretación de su
opinión;

XV. Disfrutar de una vida libre de violencia en to-
dos los ámbitos de su desarrollo, incluyendo el fa-
miliar, el escolar y el comunitario;

XVI. Estar protegido contra actos u omisiones que
vulneren o pongan en riesgo su integridad física, se-
xual, emocional, mental o su pleno desarrollo. De
manera enunciativa no limitativa.

XVII. Desarrollar e implementar a través del Siste-
ma de Garantías acciones efectivas de prevención,
combate y respuesta a la trata de personas, al abuso
en cualquiera de sus formas, al abandono, la vio-
lencia, el consumo y la distribución de drogas, así
como la delincuencia y los conflictos armados; 

XVIII. Asegurar su permanencia en su territorio
evitando los traslados y la retención ilícita de ellos
en el extranjero;

XIX. Recibir cuidados necesarios cuando estén en
condición de discapacidad física o intelectual o en
situación de vulnerabilidad;

XX. Protección contra la explotación económica y
contra cualquiera de las peores formas de trabajo in-
fantil; 

XXI. Tener un Sistema de Justicia Penal especiali-
zado para adolescentes, donde se respete el debido
proceso; 

XXII. Participar en las manifestaciones artísticas,
usos y prácticas de su cultura, incluyendo el len-
guaje, hablado y escrito; 

XXIII. conocer sus orígenes y su identidad, a ser re-
gistrados gratuitamente, y poseer una nacionalidad;
y

XXIV. Conservar su entorno familiar, a fin de que
no sea separado de sus padres, salvo disposición ex-
presa en la Ley de la materia.

Artículo 9o. El Sistema promoverá las condiciones
para que la igualdad en derechos y oportunidades de
todas las niñas, niños y adolescentes sea real y efecti-
va. Deberá remover los obstáculos de orden económi-
co, social, cultural y de cualquier índole que impidan
el pleno ejercicio de los derechos de la niñez y la ado-
lescencia.
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Capítulo III
De las Garantías de Protección de los 

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 10. La garantía de los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, tiene como objetivo asegurarles un
desarrollo pleno e integral, lo que implica la oportuni-
dad de formarse física, mental, emocional, social y
moralmente en condiciones de igualdad.

Artículo 11. En materia familiar:

I. La edad requerida para contraer matrimonio es de
18 años, sin excepciones. Las entidades federativas
y el Distrito Federal deberán tomar las medidas ne-
cesarias para lograr la erradicación del matrimonio
infantil;

II. Las niñas, niños y adolescentes son personas en
desarrollo con autonomía progresiva en el ejercicio
de sus derechos conforme a su edad. La minoría de
edad no constituye una incapacidad;

III. La separación temporal o permanente de una ni-
ña, niño o adolescente de sus padres, tutores o per-
sonas que lo cuidan sólo puede darse por abandono
o las distintas formas de violencia estipuladas en la
Ley de la materia, debidamente comprobados y por
medio de procedimiento judicial de pérdida de la
custodia o de la patria potestad. Las razones de po-
breza o insuficiencia de recursos económicos no
constituirán una causa justificada de separación;

IV. Las medidas provisionales de protección urgen-
te podrán ser adoptadas por instancias administrati-
vas de gobierno únicamente cuando exista un peli-
gro inminente para la vida, integridad física o
emocional del menor de edad, siempre que se co-
munique de manera inmediata al juez familiar para
la adopción de una medida de mayor duración en un
plazo no mayor de 24 horas;

V. Todas las decisiones que afecten de manera per-
manente la situación de abandono, maltrato o des-
cuido a una niña, niño o adolescente deberán ser
adoptadas por la vía judicial. El Poder Ejecutivo de-
berá respetar en todo caso las competencias del Po-
der Judicial en materia familiar;

VI. En caso de vulneración de los derechos de una

niña, niño o adolescente, deberá acudirse al proce-
dimiento de garantías de protección de derechos es-
tipulado en el Título IV de esta Ley;

VII. La identificación de los derechos vulnerados,
la búsqueda de la familia y la restitución de los de-
rechos es el objetivo primordial de la actuación de
las instancias gubernamentales de atención a la ni-
ñez y la adolescencia;

VIII. Las autoridades deberán apoyar a las familias
que no logran garantizar el ejercicio de los derechos
de sus miembros menores de edad, respetando sus
responsabilidades y favoreciendo la restitución de
derechos mediante aportaciones concretas, velando
por el bienestar físico y emocional de todos los in-
tegrantes; 

IX. Las niñas, niños y adolescentes tendrán acceso
a un registro de nacimiento gratuito, oportuno y ac-
cesible físicamente. Los Registros Civiles vigilaran
que se cumpla con ello;

X. La ausencia del registro de nacimiento no podrá
limitar su acceso a la escuela ni a los servicios de
salud, o cualesquiera otros servicios que sirvan pa-
ra garantizar sus derechos. Las autoridades admi-
nistrativas de salud, educativas o judiciales que re-
ciban una niña, niño o adolescente sin registro de
nacimiento, deberán requerir a los padres sobre la
obligación de registrarlo y dar aviso al Registro Ci-
vil correspondiente para que les apoye en hacerlo.
Si fuera necesario, también se solicitará el apoyo
del Sistema de Desarrollo Integral de la Familia que
corresponda o a la autoridad judicial en materia fa-
miliar; 

XI. Los registros de nacimiento llevados a cabo de
manera extemporánea no limitarán el ejercicio de
los derechos de las niñas, niños y adolescentes, la
tramitación del pasaporte, su acceso a la escuela o a
servicios de salud, ni cualesquiera otros, previa
identificación de los mismos;

XII. Procederá la adopción de una niña, niño o ado-
lescente, únicamente cuando sus padres hayan per-
dido su patria potestad y no resulte viable su incor-
poración con otros familiares que le brinden
protección y bienestar cumpliendo los requisitos de
Ley;
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XIII. Solamente el Poder Judicial podrá determinar
la adopción de una niña, niño o adolescente;

XIV. Para la adopción, se buscará siempre la fami-
lia adoptiva más afín a la personalidad, origen étni-
co y cultura del niño o niña a adoptar, teniendo co-
mo prioridad la garantía de su bienestar y
desarrollo;

XV. La adopción internacional de una niña, niño o
adolescente de nacionalidad mexicana procederá
únicamente cuando no haya alternativas óptimas
para la adopción nacional;

XVI. Están prohibidas las adopciones privadas o
aquellas que provienen del acuerdo entre dos fami-
lias;

XVII. Son ilegales las adopciones acordadas o lle-
vadas a cabo sin intervención de las instituciones
correspondientes o sin seguir todos los requeri-
mientos establecidos en las leyes y normas respec-
tivas;

XVIII. Una vez que la niña, niño o adolescente ha-
ya sido adoptado, el juzgado familiar que lo autori-
zó dará seguimiento a la situación de la persona
adoptada, incluso cuando se tratara de adopción in-
ternacional, auxiliándose de las autoridades admi-
nistrativas como el DIF o de las procuradurías;

XIX. Queda prohibido el internamiento o institu-
cionalización de una niña, niño o adolescente en ré-
gimen de privación de libertad, salvo lo que deter-
mine la Ley de la materia. La niña, niño o
adolescente deberá poder mantener contacto con
sus padres y/o personas de su entorno familiar, es-
colar y comunitario, salvo por resolución judicial
que señale que determinadas personas tienen prohi-
bido el acercamiento y contacto con él o ella;

XX. La opinión de las niñas, niños y adolescentes
deberá ser escuchada en todos los asuntos que les
afectan, a excepción de aquellos en los que mani-
fieste expresamente que no quiere pronunciarse. Al
escuchar su opinión se deberá utilizar los medios
técnicos multidisciplinarios y humanos necesarios y
adecuados para interpretar su opinión con el fin de
no causarle un daño emocional;

XXI. Los juzgados y tribunales familiares contarán
con el espacio y personal especializado para el
acompañamiento de las niñas, niños y adolescentes
en sus declaraciones y durante todo el procedimien-
to;

XXII. Las niñas, niños y adolescentes deberán ser
informados de manera adecuada sobre las etapas
del procedimiento, las consecuencias y sus opcio-
nes durante el mismo; 

XXIII. En cada Estado y en el Distrito Federal ha-
brá un registro público de obligados alimentarios
morosos dependiente del Poder Judicial; y

XXIV. Las demás que señale la Ley.

Artículo 12. En materia penal, cuando las niñas, niños
y adolescentes son víctimas de un delito:

I. Está prohibido el careo entre una víctima menor
de edad y su presunto agresor o presuntos colabora-
dores en el delito;

II. Todas las autoridades e instituciones de salud,
educativas o cualquier otra que tengan conocimien-
to de la posible comisión de un delito en contra de
un menor de edad, deberán hacerlo de manera per-
sonal o anónima del conocimiento inmediato del
Ministerio Público, a fin de que se inicie cuanto an-
tes el procedimiento correspondiente y de acuerdo
al Título IV de esta Ley;

III. Las medidas dirigidas a la salvaguarda y pro-
tección de la integridad de un menor de edad prio-
rizarán la separación del presunto agresor de la víc-
tima antes que la separación o institucionalización
de la niña, niño o adolescente. Se intentará alterar lo
menos posible la vida familiar, escolar y comunita-
ria de la víctima, en tanto se pueda garantizar su
bienestar y salvaguarda;

IV. Los Ministerios Públicos, Juzgados y Tribunales
Penales contarán con el espacio y personal especia-
lizado para el acompañamiento de las niñas, niños y
adolescentes en sus declaraciones y durante todo el
procedimiento; 

V. Las niñas, niños y adolescentes deberán ser in-
formados de manera adecuada sobre las etapas del
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procedimiento penal, las consecuencias y sus op-
ciones durante el mismo; y

VI. Las niñas, niños y adolescentes de los diversos
grupos étnicos del país y de los que tuviesen alguna
discapacidad física o mental, se sujetarán a lo dis-
puesto en la fracción anterior.

Artículo 13. En materia penal, cuando se presuma la
comisión de una conducta tipificada como delito por
una niña, niño o adolescente:

I. Las autoridades aplicarán el procedimiento esti-
pulado en el estipulado en el Título IV de esta Ley,
debiendo investigar sobre su situación familiar y
adoptar las medidas correspondientes conforme a
dicho procedimiento, las cuales, no constituirán ni
tendrán las características de una sanción; 

II. El internamiento de una niña, niño o adolescen-
te que se presuma en la realización de una o varias
conductas tipificadas como delito, sólo podrá deter-
minarse por la vía judicial conforme al procedi-
miento de garantía de sus derechos estipulados en el
Título IV de esta Ley, en función de la necesidad de
restitución de derechos de la niña, niño o adoles-
cente y no como respuesta o sanción por el delito
cometido; y 

II. Las niñas, niños o adolescentes que tuviesen al-
guna discapacidad física o mental o de cualquier
grupo étnico, se sujetarán a lo dispuesto en la frac-
ción anterior.

Artículo 14. En materia penal, cuando se presuma la
realización de una o varias conductas tipificadas como
delito por una o un adolescente, será remitido al Siste-
ma de Justicia para Adolescentes, el cual:

I. Se aplicará a los mayores de 12 años y menores
de 18 años de edad exclusivamente;

II. Deberá contar con autoridades, instituciones y
órganos especializados para adolescentes con for-
mación en materia de derechos de las niñas, niños y
adolescentes; 

III. El procedimiento deberá ser oral y acusatorio;

IV. Se aplicará la medida privativa de libertad úni-
camente para los mayores de 14 años cumplidos y
18 años no cumplidos, de manera proporcional a la
conducta tipificada como delito cometido y durante
el menor tiempo posible;

V. Se aplicarán de manera preferente las medidas no
privativas de la libertad, debiendo las mismas ser
diversas, adecuadas, reguladas por Ley de la mate-
ria y contar con la infraestructura institucional y de
personal necesario para su aplicación;

VI. Tanto las sanciones como todo el procedimien-
to especializado de justicia para adolescentes debe-
rán estar estipulados por la ley para su implementa-
ción y aplicación;

VII. Los adolescentes tendrán derecho a una defen-
sa jurídica adecuada, gratuita y a aportar pruebas
para su defensa;

VIII. Los adolescentes tendrán derecho a ser escu-
chados durante el procedimiento y a ser informados
sobre sus etapas y de las consecuencias de cada ac-
to procesal, de manera comprensible y adecuada a
su edad y madurez. Si no hablara español, se pon-
drá un traductor de su lengua natal a su disposición
durante todo el procedimiento. En el caso de los
adolescentes que tuviesen alguna discapacidad fis-
co o mental contarán con un especialista certificado
quien lo acompañará durante todo el procedimien-
to; 

IX. Los padres del adolescente y personas de su
confianza podrán acompañarle durante el procedi-
miento y participar en el mismo de acuerdo a lo es-
tipulado por la ley;

X. Los adolescentes tendrán derecho y oportunidad
de impugnar su sentencia condenatoria;

XI. Las medidas deberán ser proporcionales a la
conducta cometida;

XII. Los adolescentes podrán comunicarse y tener
visitas de su familia y personas de su elección du-
rante la ejecución de su sanción, incluso si es priva-
tiva de libertad, a excepción de aquellas personas
excluidas mediante sentencia;
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XIII. Los adolescentes deberán tener acceso a los
servicios de salud que requieran durante el cumpli-
miento de su sanción, sea ésta privativa o no de su
libertad, así como el derecho a proseguir con su
proceso educativo, facilitándosele los medios nece-
sarios para que éste no sea interrumpido durante el
cumplimiento de la medida;

XIV. Para las adolescentes embarazadas o que ten-
gan hijos, hijas, o dependientes económicos, que se-
an declaradas culpables de la conducta tipificada
como delito, se optará de manera preferente por me-
didas no privativas de la libertad. Igualmente para
los adolescentes varones que tengan hijos, hijas o
dependientes económicos;

XV. Tratándose de adolescentes embarazadas, de-
berán tener acceso a los servicios de salud requeri-
dos para su bienestar y el desarrollo del bebé du-
rante el procedimiento y ejecución de su sentencia;

XVI. Las adolescentes que tengan hijos antes o du-
rante la ejecución de su medida, sea privativa o no
de su libertad, podrán mantener a sus hijos junto a
ellas, garantizándose un ambiente e instalaciones
adecuadas para la maternidad y el desarrollo de los
infantes;

XVII. Los adolescentes en cumplimiento de medi-
da privativa o no privativa de su libertad tendrán ac-
ceso al desarrollo de actividades recreativas, lúdicas
y deportivas;

XVIII. Los adolescentes en cumplimiento de san-
ción privativa o no privativa de su libertad tendrán
acceso a una alimentación sana y nutritiva, adecua-
da a su edad y que permita su desarrollo físico y
mental pleno; y

XIX. Las medidas de disciplina en el cumplimiento
de las medidas privativas y no privativas de libertad
deberán ser respetuosas de la integridad física, psi-
cológica y emocional de los adolescentes.

Título Segundo
Del Sistema de Garantías para 

la Protección Integral de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes

Capítulo I
De la Integración del Sistema de 

Garantías para la Protección Integral de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 15. El Sistema de Garantías para la Protec-
ción Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes, es el mecanismo permanente de concu-
rrencia, colaboración, coordinación y concertación de
los gobiernos federal, de las entidades federativas y
municipales, así como del sector social, que tiene por
objeto: 

I. Integrar la participación del sector público y la
sociedad civil en la definición e instrumentación de
las políticas públicas de garantía de protección de
los derechos de las niñas, niños y adolescentes;

II. Establecer la colaboración y coordinación entre
las entidades federales para la formulación, ejecu-
ción e instrumentación de programas, acciones e in-
versiones en materia de niñez y adolescencia;

III. Garantizar la transversalidad de las acciones de
garantía de protección de los derechos de la niñez
en las instancias federales, de las entidades federa-
tivas y municipales;

IV: Promover la concurrencia, vinculación y con-
gruencia de los programas, acciones e inversiones
de los gobiernos de las entidades federativas y de
los municipios, con los objetivos, estrategias y prio-
ridades de la política pública nacional de garantía
de protección de los derechos de las niñas, niños y
adolescentes;

V. Impulsar la desconcentración y la descentraliza-
ción de los recursos y acciones de garantía de los
derechos de la niñez y la adolescencia, la rendición
de cuentas y la democracia participativa; y

VI. Fomentar la participación y empoderamiento de
las niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus
derechos humanos.
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Artículo 16. El Sistema está integrado por:

I. El Consejo Nacional de los Derechos de la Niñez
y la Adolescencia;

II. El Secretariado Ejecutivo Nacional de los Dere-
chos de la Niñez y la Adolescencia;

III. Los Consejos Estatales y del Distrito Federal de
los Derechos de la Niñez y la Adolescencia;

IV. Los Secretariados Ejecutivos Estatales y del
Distrito Federal de los Derechos de la Niñez y la
Adolescencia;

V. Los Sistemas DIF Nacional, Estatales, del Distri-
to Federal y Municipales;

VI. Los juzgados y tribunales del orden familiar y
penal;

VII. Los juzgados y tribunales especializados para
adolescentes;

VIII. Las Procuradurías de Justicia Federal, Estata-
les y del Distrito Federal;

IX. La Visitaduría Nacional de los Derechos de la
Niñez y la Adolescencia; y

X. Las Visitadurías estatales y del Distrito Federal
de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia.

Artículo 17. Son organismos nacionales independien-
tes, coadyuvantes y vigilantes del funcionamiento del
Sistema:

I. El Observatorio Ciudadano Nacional de los Dere-
chos de la Niñez y la Adolescencia; y

II. Los Observatorios Ciudadanos Estatales y del
Distrito Federal de los Derechos de la Niñez y la
Adolescencia.

Capítulo II
Del Consejo Nacional de los Derechos de 

las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 18. El Consejo Nacional de los Derechos de
la Niñez y la Adolescencia, es el órgano deliberativo

que adopta las decisiones sobre la rectoría nacional de
las políticas públicas en materia de niñez y adolescen-
cia.

Artículo 19. El Consejo Nacional está integrado por:

I. El Presidente de la República, quién lo presidirá;

II. El titular de la Secretaría de Gobernación;

III. El titular de la Secretaría de Desarrollo Social;

IV. El titular de la Secretaría de Relaciones Exterio-
res;

V. El titular de la Secretaría de Salud;

VI. El titular de la Secretaría de Educación Pública;

VII. El titular de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público;

VIII. El titular de la Secretaría de Economía;

IX. El titular de la Secretaría de la Función Pública;

X. El titular de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes;

XI. El titular de la Secretaría de Turismo;

XII. El titular de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales;

XIII. El titular de la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;

XIV. El titular de la Secretaría de Energía;

XV. El titular de la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social;

XVI. El titular de la Secretaría de Defensa Nacio-
nal;

XVII. El titular de la Secretaría de Marina;

XVIII. El titular de la Secretaría de Desarrollo
Agrario, Territorial y Urbano;
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XIX. El titular del Secretariado Ejecutivo Nacional
de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia;

XX. El titular del Sistema Nacional para el Desa-
rrollo Integral de la Familia;

XXI. Los gobernadores de los Estados y el Jefe de
Gobierno del Distrito Federal; 

XXII. El titular del Observatorio Ciudadano Nacio-
nal de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia; y 

XXIII. Los titulares de los Observatorios Ciudada-
nos Estatales y del Distrito Federal de los Derechos
de la Niñez y la Adolescencia. 

Artículo 20. Como invitados permanentes, asistirán a
las reuniones del Consejo Nacional:

I. El Presidente de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos; 

II. El Ministro Presidente de la Suprema Corte de
Justicia; y

III. El Presidente de la Cámara de Diputados y el
Presidente de la Cámara de Senadores.

El Consejo podrá invitar, por la naturaleza de los asun-
tos a tratar, a las personas, académicos, instituciones y
representantes de la sociedad civil que puedan exponer
conocimientos y experiencias para el cumplimiento de
los objetivos del Sistema. Dicha participación será con
carácter honorífico.

Artículo 21. El Presidente del Consejo será suplido en
sus ausencias por el Secretario de Gobernación.

En caso de que alguno de los demás integrantes no pu-
diera asistir a una reunión del Consejo Nacional, el ti-
tular designará para tal fin a su inmediato inferior en
su cargo, con capacidad para la toma de decisiones y
votación durante la misma.

Artículo 22. El Consejo Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Aprobar los acuerdos y resoluciones generales,
necesarias y/o coadyuvantes para el funcionamien-
to del Sistema;

II. Implementar los lineamientos para la formula-
ción de políticas generales en materia de derechos
de la niñez y la adolescencia; 

III. Aprobar el Programa Nacional para la Garantía
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes;

IV. Discutir y aprobar la evaluación del Programa
Nacional para la Garantía de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes;

V. Concertar la coordinación entre las diversas ins-
tituciones que integran el Sistema;

VI. Avalar los informes a remitir al Comité de los
Derechos de la Niñez de Naciones Unidas;

VII. Discutir y aprobar la evaluación del cumpli-
miento de México de las recomendaciones del Co-
mité de los Derechos de la Niñez y de las resolu-
ciones de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos u otras instancias internacionales de De-
rechos Humanos;

VIII. Aprobar el presupuesto anual que se solicitará
a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
para el cumplimiento de los derechos de la niñez y
adolescencia y funcionamiento del Sistema;

IX. Acordar y aprobar la planeación del presupues-
to nacional en materia de niñez y adolescencia;

X. Monitorear el cumplimiento del presupuesto na-
cional en materia de niñez y adolescencia;

XI. Aprobar las políticas para el suministro, inter-
cambio y actualización de la información en mate-
ria de niñez y adolescencia;

XII. Acordar medidas de coordinación de los ámbi-
tos federal, estatal y municipal de gobierno,

XIII. Delinear medidas de coordinación entre los
diversos integrantes del Sistema,

XIV. Puntualizar medidas para vincular el Sistema
con otros nacionales,

XV. Concertar medidas para promover la participa-
ción efectiva ciudadana así como de niños, niñas y
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adolescentes, en el proceso de discusión, elabora-
ción, definición, implementación y evaluación de
las políticas públicas en materia de niñez y adoles-
cencia,

XVI. Solicitar al Secretariado Ejecutivo Nacional
de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia el de-
sarrollo de estudios, acciones o actividades concre-
tas en virtud de circunstancias específicas o tempo-
rales que lo ameriten, y

XVII. Las demás que se establezcan en otras dispo-
siciones normativas que sean necesarias para el fun-
cionamiento del Sistema. 

Artículo 23. El Consejo Nacional se reunirá una vez
al año, previa convocatoria emitida por el Presidente
de la República a solicitud del Secretariado Ejecutivo
Nacional de los Derechos de la Niñez y la Adolescen-
cia.

Artículo 24. La Secretaría de Gobernación actuará co-
mo Secretario del Consejo Nacional, a fin de redactar
y notificar a todos los integrantes del Consejo Nacio-
nal las decisiones adoptadas durante la sesión.

Las decisiones aprobadas por el Consejo Nacional se-
rán obligatorias para todos los integrantes del Sistema
y su aplicación será inmediata salvo que quede esta-
blecido un plazo determinado para su ejecución. 

Capítulo III
Del Secretariado Ejecutivo Nacional de los 

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 25. El Secretariado Ejecutivo Nacional es un
órgano desconcentrado dependiente de la Secretaría de
Desarrollo Social con autonomía técnica, de gestión y
presupuestal, cuya función es la de coordinar la reco-
pilación, en materia de niñez y adolescencia, de la in-
formación, de las decisiones adoptadas en los ámbitos
federal, estatal y municipal, así como de los datos es-
tadísticos, estudios e investigaciones técnicas, infor-
mes y resoluciones de organismos internacionales, y
demás información relevante para la toma de decisio-
nes del Consejo Nacional.

El Secretariado Ejecutivo Nacional es el encargado de
transmitir a los ámbitos federal, estatal y municipal los
lineamientos de las políticas públicas de niñez, y toda

la información relevante sobre las decisiones adopta-
das por el Consejo Nacional para la ejecución de las
políticas públicas en materia de niñez y adolescentes,
brindando apoyo para dicha ejecución.

Artículo 26. Al Titular del Secretariado Ejecutivo Na-
cional se le denomina Secretario Ejecutivo Nacional
de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia.

Su remoción y nombramiento se efectuará libremente
por el Presidente del Consejo Nacional. El nombra-
miento se realizará con base a una terna de candidatos
propuestos cada uno por la Secretaría de Desarrollo
Social, la Secretaría de Gobernación y el Observatorio
Ciudadano Nacional de los Derechos de la Niñez y la
Adolescencia y el DIF.

Artículo 27. Los requisitos para ser nombrado Secre-
tario Ejecutivo Nacional son los siguientes:

I. Ser ciudadano o ciudadana mexicana en pleno go-
ce de sus derechos civiles y políticos;

II. Tener más de 35 años de edad;

III. Contar con un título profesional de nivel Licen-
ciatura debidamente registrado;

IV. Contar con al menos 5 años de experiencia en
materia de niñez y adolescencia;

V. Tener reconocida experiencia y capacidad; y

VI. No haber sido sentenciado por delito doloso o
inhabilitado como servidor público.

Artículo 28. Corresponde al Secretariado Ejecutivo
Nacional, lo siguiente:

I. Ejecutar y dar seguimiento a las resoluciones del
Consejo Nacional;

II. Formulación de propuestas para la aprobación
del Consejo Nacional;

III. Presentar al Consejo Nacional informes, presu-
puestos y programas para su aprobación; 

IV. Facilitar la coordinación entre las Secretarías de
Estado para la elaboración del Programa Nacional y
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para la formulación de propuestas conjuntas para
decisión del Consejo Nacional;

V. Elaborar un informe de evaluación de la imple-
mentación del Programa Nacional para la aproba-
ción del Consejo Nacional;

VI. Integrar los informes y opiniones del Observa-
torio Ciudadano para la elaboración del Programa
Nacional y para su evaluación;

VII. Integrar la información y elaborar el informe a
remitir periódicamente al Comité de los Derechos
de la Niñez de Naciones Unidas para la aprobación
del Consejo Nacional;

VIII. Vigilar y evaluar el funcionamiento del Siste-
ma de Garantías, haciéndolo del conocimiento del
Consejo Nacional para la toma de decisiones al res-
pecto;

IX. Recopilar, sistematizar y difundir la informa-
ción nacional en materia de niñez y adolescencia;

X. Impulsar mejoras para los instrumentos de infor-
mación del Sistema de Garantías;

XI. Compilar los acuerdos que se tomen en el Con-
sejo Nacional y llevar el archivo de éstos; 

XII. Brindar información relevante al Consejo Na-
cional y a la ciudadanía sobre los derechos de la ni-
ñez y la adolescencia;

XIII. Convocar al Observatorio Ciudadano Nacio-
nal para que elabore un informe anual de análisis de
los derechos de la niñez y la adolescencia;

XIV: Capacitar y elaborar estudios especializados
sobre temas de relevancia para el cumplimiento y
ejercicio de los derechos de la niñez y la adolescen-
cia;

XV. Desarrollar campañas de difusión para la pre-
vención, atención y mejoramiento del ejercicio de
los derechos de la niñez y la adolescencia;

XVI. Facilitar la coordinación entre las Secretarías
de Estado para la ejecución del Programa Nacional
y de las decisiones del Consejo Nacional;

XVII. Fungir como enlace con las Secretariados
Ejecutivos Estatales y del DF para intercambio de
información, capacitación, seguimiento a sus activi-
dades, y apoyo técnico;

XVIII. Proponer la convocatoria para el Presidente
del Consejo Nacional y preparar una reunión anual
de todos los Secretarios de Estado integrantes del
Consejo Nacional y los Secretarios de Estado y del
Distrito Federal integrantes de los Consejos Estata-
les y del Distrito Federal;

XIX. Proponer la convocatoria para el Presidente
del Consejo Nacional y preparar una reunión anual
del Presidente, los Gobernadores y Jefe de Gobier-
no del DF;

XX. Convocar al menos 4 reuniones anuales de los
Secretariados Ejecutivos Estatales y del Distrito Fe-
deral de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia
sobre temas específicos;

XXI. Dar a conocer al Observatorio Ciudadano Na-
cional y los Observatorios Ciudadanos Estatales y
del DF, así como a la ciudadanía en general, sobre
las conclusiones de las reuniones contempladas en
los tres apartados anteriores del presente artículo;

XXII. Informar periódicamente al Consejo Nacio-
nal y al Secretario de Desarrollo Social sobre sus
actividades; y

XXIII. Recopilar de los miembros del Consejo Na-
cional, de los Secretariados Ejecutivos Estatales y
del Distrito Federal, de los Sistemas de Desarrollo
Integral de la Familia, del Observatorio Ciudadano
Nacional y Estatales la información requerida para
hacer una propuesta de Presupuesto al Consejo Na-
cional para su aprobación y solicitud al Congreso
de la Unión.

Artículo 29. Para la ejecución de sus funciones, el Se-
cretariado Ejecutivo Nacional está organizado confor-
me a la estructura siguiente:

I. Dirección General; 

II. Dirección de Enlace y Coordinación Intersecre-
tarial;
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III. Dirección de Enlace y Coordinación con las En-
tidades Federativas;

IV. Dirección de Investigación e Información Esta-
dística; 

V. Dirección de Promoción, difusión y fortaleci-
miento de capacidades;

VI. Dirección de Comunicación Social; y

VII. Dirección Jurídica.

Artículo 30. Corresponde a la Dirección General:

I. La asistencia técnica y secretarial del Secretario
Ejecutivo;

II. La preparación de los documentos e información
a presentar por el Secretario Ejecutivo en la reunión
del Consejo Nacional, y demás reuniones en las que
participe; 

III. La coordinación de las demás Direcciones del
Secretariado Ejecutivo Nacional;

IV. La preparación de la convocatoria y reuniones
del Consejo Nacional y de las contempladas en las
fracciones XVIII, XIX y XX del artículo 28 de esta
Ley;

V. La preparación y emisión de la convocatoria al
Observatorio Ciudadano Nacional para que elabore
un informe anual de análisis de los derechos de la
niñez y la adolescencia;

VI. La integración de la información y elaboración
del Programa Nacional para su aprobación por el
Consejo Nacional, así como de su evaluación;

VII. La integración de la información y elaboración
de los Informes a remitir al Comité de los Derechos
de la Niñez de Naciones Unidas para aprobación del
Consejo Nacional;

VIII. La recopilación de la información y elabora-
ción de la propuesta de Presupuesto para la aproba-
ción del Consejo Nacional y solicitud a la Cámara
de Diputados; y

IX. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 31. Corresponde a la Dirección de Enlace y
Coordinación Intersecretarial:

I. Convocar y organizar las reuniones con los repre-
sentantes de las Secretarías integrantes del Consejo
Nacional a fin de coordinar las actividades de cada
una de ellas para dar cumplimiento al Programa Na-
cional y a los acuerdos adoptados por el Consejo
Nacional;

II. Coordinar con las Secretarías integrantes del
Consejo Nacional para la difusión de información
relevante y apoyo técnico necesario para el cumpli-
miento de sus responsabilidades incluidas en el Pro-
grama Nacional y de los acuerdos del Consejo Na-
cional;

III. Preparar y proponer a la Dirección General los
contenidos de la reunión anual de todos los Secre-
tarios de Estado integrantes del Consejo Nacional y
los Secretarios de Estado y del Distrito Federal in-
tegrantes de los Consejos Estatales y del Distrito
Federal;

IV. Mantener a la Dirección General informada so-
bre sus actividades y aspectos que se considere que
ameritan mayor discusión, análisis o intervención
por parte del Sistema; y

V. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 32. Corresponde a la Dirección de Enlace y
Coordinación con las Entidades Federativas:

I. Recopilar con los Secretariados Ejecutivos Esta-
tales y del Distrito Federal la información relevante
para la elaboración de la propuesta y evaluación del
Programa Nacional, para la preparación de las reu-
niones contempladas en los fracciones XVIII, XIX
y XX del artículo 28 de esta Ley, para la elabora-
ción de los informes a remitir al Comité de los De-
rechos de la Niñez de Naciones Unidas y para las
sesiones del Consejo Nacional;

II. Recabar con los Secretariados Ejecutivos Estata-
les y del Distrito Federal la información sobre sus
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necesidades técnicas, presupuestales y operativas
para la implementación del Programa Nacional y de
los acuerdos adoptados por el Consejo Nacional;

III. Facilitar con los Secretariados Técnicos Estata-
les y del Distrito Federal la información estadística,
de investigación, capacitación o apoyo técnico re-
queridos para el cumplimiento del Programa Nacio-
nal y de los acuerdos del Consejo Nacional;

IV. Mantener a la Dirección General informada so-
bre sus actividades y aspectos que se considere que
ameritan mayor discusión, análisis o intervención
por parte del Sistema; y

V. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 33. Corresponde a la Dirección de Investiga-
ción e Información Estadística:

I. Coordinar con las secretarias de gobierno, autori-
dades de procuración e impartición de justicia, las
instituciones públicas, organizaciones de la socie-
dad civil y académicas y todas aquellas que recopi-
len información estadística y/o la analicen, para re-
coger dicha información, sistematizarla y hacerla
accesible a las instituciones y al público en general;

II. Solicitar a los Secretariados Ejecutivos Estatales
y del Distrito Federal el apoyo en la recopilación de
información a nivel estatal y del Distrito Federal; 

III. Elaborar estudios de investigación cuantitativa
y/o cualitativa sobre la situación de la niñez y ado-
lescencia u otros temas relevantes que no corres-
pondan o sean realizados por otras instancias públi-
cas y que sean necesarios para el conocimiento y
mejora de la aplicación de las políticas públicas en
materia de niñez y adolescencia y el ejercicio de sus
derechos;

IV. Mantener a la Dirección General informada so-
bre sus actividades y aspectos de la información re-
copilada que ameriten mayor discusión, análisis o
intervención por parte del Sistema; y

V. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 34. Corresponde a la Dirección de Promo-
ción, Difusión y Fortalecimiento de Capacidades:

I. Desarrollar campañas de difusión para la preven-
ción, atención y mejoramiento del ejercicio de los
derechos de la niñez y la adolescencia; 

II. Brindar asesoría y apoyo a solicitud de los Se-
cretariados Ejecutivos Estatales y del Distrito Fede-
ral para el desarrollo de sus campañas;

III. Proporcionar asesoría técnica, materiales y ca-
pacitación a los Secretariados Ejecutivos Estatales
y del Distrito Federal, autoridades, instituciones pú-
blicas, medios de comunicación, organizaciones de
la sociedad civil y académicas que lo requieran y
soliciten;

IV. Mantener a la Dirección General informada so-
bre sus actividades y de la detección de áreas de di-
fusión y capacitación que ameriten mayor discusión,
análisis o intervención por parte del Sistema; y

V. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 35. Para el desarrollo de sus funciones, el Se-
cretariado Ejecutivo Nacional deberá contar con los
recursos económicos y humanos adecuados y suficien-
tes.

Capítulo IV
De los Consejos Estatales y del Distrito Federal de

los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 36. Los Consejos Estatales y del Distrito Fe-
deral de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia
son los órganos deliberativos que adoptan las decisio-
nes sobre la rectoría de las políticas públicas en mate-
ria de niñez y adolescencia en los Estados y el Distri-
to Federal.

Artículo 37. Los Consejos Estatales están integrados
por:

I. El Gobernador en cada Estado o el Jefe de Go-
bierno en el Distrito Federal, quién lo presidirá;

II. Los titulares de todas las Secretarías en cada Es-
tado y el Distrito Federal, en cada caso;
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III. El titular del Secretariado Ejecutivo Estatal de
los Derechos de la Niñez o del Distrito Federal, en
cada caso; y

IV. El titular del Observatorio Ciudadano Estatal de
los Derechos de la Niñez y la Adolescencia o el ti-
tular del Observatorio Ciudadano del Distrito Fede-
ral de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia en
cada caso.

Artículo 38. Como invitados permanentes, asistirán a
las reuniones de los Consejos Estatales:

I. El Presidente de la Comisión Estatal de los Dere-
chos Humanos y el Presidente de la Comisión de De-
rechos Humanos del Distrito Federal, en cada caso;

II. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia o
del Distrito Federal, en cada caso; y

III. El Presidente del Congreso Estatal o de la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal, en cada caso.

Los Consejos estatales podrán invitar, por la naturale-
za de los asuntos a tratar, a las personas, instituciones
y representantes de la sociedad civil que puedan expo-
ner conocimientos y experiencias para el cumplimien-
to de los objetivos del Sistema. Dicha participación se-
rá con carácter honorífico.

Artículo 39. El Presidente de los Consejos Estatales
será suplido en sus ausencias por el Secretario de Go-
bierno de cada Estado o del Distrito Federal.

En caso de que alguno de los demás integrantes no pu-
diera asistir a una reunión del Consejo Estatal, el titu-
lar designará para tal fin a su inmediato inferior en su
cargo, con capacidad para la toma de decisiones y vo-
tación durante la misma.

Artículo 40. Los Consejos Estatales tienen las si-
guientes atribuciones en su ámbito territorial:

I. Aprobar los acuerdos, presupuestos y resolucio-
nes generales, necesarias y/o coadyuvantes para el
funcionamiento del Sistema;

II. Implementar los lineamientos para la formula-
ción de políticas generales en materia de derechos
de la niñez y la adolescencia; 

III. Aprobar el Programa Estatal y del Distrito Fe-
deral para la Garantía los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes;

IV. Discutir y aprobar la evaluación del Programa
Estatal y del Distrito Federal para la Garantía de los
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes;

V. Acordar la coordinación entre las diversas insti-
tuciones que integran el Sistema;

VI. Aprobar el presupuesto anual que se requiere
para el funcionamiento del Sistema y comunicarlo
al Secretariado Ejecutivo Nacional;

VII. Construir la planeación del presupuesto estatal
y del Distrito Federal en materia de niñez y adoles-
cencia;

VIII. Monitorear el cumplimiento del presupuesto
estatal y del Distrito Federal en materia de niñez y
adolescencia;

IX. Proponer las políticas para el suministro, inter-
cambio y actualización de la información en mate-
ria de niñez y adolescencia;

X. Elaborar medidas para mejorar la coordinación
en los ámbitos federal, estatal y municipal de go-
bierno;

XI. Construir medidas para mejorar la coordinación
entre los diversos integrantes del Sistema;

XII. Implementar acciones para vincular el Sistema
con otros nacionales, estatales o municipales;

XIII. Realizar acciones para promover la participa-
ción efectiva ciudadana así como de niños, niñas y
adolescentes, en el proceso de discusión, elabora-
ción, definición, implementación y evaluación de las
políticas públicas en materia de niñez y adolescencia;

XIV. Solicitar al Secretariado Ejecutivo Estatal y
del Distrito Federal el desarrollo de estudios, accio-
nes o actividades concretas en virtud de circunstan-
cias específicas o temporales que lo ameriten; 

XV. Comunicar sus acuerdos al Consejo Nacional,
a través del Secretariado Ejecutivo Nacional, como
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información coadyuvante para la definición de po-
líticas públicas a nivel nacional; y

XVI. Las demás que se establezcan en otras dispo-
siciones normativas que sean necesarias para el fun-
cionamiento del Sistema. 

Artículo 41. Los Consejos Estatales se reunirán una
vez al año, previa convocatoria emitida por el Gober-
nador del Estado o el Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, a solicitud del Secretariado Ejecutivo Estatal o
del Distrito Federal de los Derechos de la Niñez y la
Adolescencia.

Artículo 42. Cada Secretaría de Gobierno actuará co-
mo Secretario de los Consejos Estatales, a fin de re-
dactar y notificar a todos los integrantes del Consejo
Estatal respectivo las decisiones adoptadas durante su
sesión.

Las decisiones aprobadas por los Consejos Estatales
obligarán a todos los integrantes del Sistema en su ám-
bito y su aplicación será inmediata salvo que quede es-
tablecido un plazo determinado para su ejecución. 

Capítulo V
De los Secretariados Ejecutivos Estatales 

y del DF de los Derechos de las Niñas, 
Niños y la Adolescencia

Artículo 43. Los Secretariados Ejecutivos Estatales y
del Distrito Federal, son los órganos desconcentrados
dependientes de las Secretarías Estatales de Desarrollo
Social y del Distrito Federal, cuya función es la de co-
ordinar y recopilar, en materia de niñez y adolescen-
cia, la información, decisiones adoptadas en los ámbi-
tos estatal y municipal, datos estadísticos, estudios e
investigaciones técnicas, informes y resoluciones de
organismos internacionales, y demás información re-
levante para la toma de decisiones del Consejo Estatal
correspondiente.

Los Secretariados Ejecutivos Estatales son los encar-
gados de transmitir a los ámbitos estatal, municipal y
del Distrito Federal en cada caso, los lineamientos de
las políticas públicas de niñez, y toda la información
relevante sobre las decisiones adoptadas por el Conse-
jo Estatal correspondiente para la ejecución de las po-
líticas públicas en materia de niñez y adolescentes,
brindando apoyo para dicha ejecución.

Artículo 44. Al titular de cada Secretariado Ejecutivo
Estatal se le denomina Secretario Ejecutivo Estatal de
los Derechos de la Niñez y la Adolescencia.

Su remoción y nombramiento se efectuará libremente
por los Presidentes de los Consejos Estatales. El nom-
bramiento se realizará en base a una terna de candida-
tos propuestos cada uno por la Secretaría de Desarro-
llo Social, la Secretaría de Gobierno y el Estatal y del
Distrito Federal de los Derechos de la Niñez y la Ado-
lescencia, en cada caso.

Artículo 45. Los requisitos para poder ser nombrado
Secretario Ejecutivo Estatal son los siguientes.

I. Ser ciudadano o ciudadana mexicana en pleno go-
ce de sus derechos civiles y políticos;

II. Tener más de 35 años de edad;

III. Contar con un título profesional de nivel Licen-
ciatura debidamente registrado;

IV. Contar con al menos 4 años de experiencia en
materia de niñez y adolescencia;

V. Tener reconocida experiencia y capacidad; y

VI. No haber sido sentenciado por delito doloso o
inhabilitado como servidor público.

Artículo 46. Corresponde al Secretariado Ejecutivo
Estatal en su ámbito territorial, lo siguiente:

I. Ejecutar y dar seguimiento a las resoluciones del
Consejo Estatal;

II. Formular de propuestas para la aprobación del
Consejo Estatal;

III. Presentar al Consejo Estatal informes, presu-
puestos y programas para su aprobación; 

IV. Coordinar la elaboración e integrar el Programa
Estatal con las aportaciones de los Municipios, DIF,
los Observatorios Ciudadanos Estatales y demás
instancias o comités de discusión, seguimiento del
cumplimiento de los derechos de la niñez y fuentes
de información para la elaboración del Programa
Estatal;
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V. Facilitar la coordinación entre las instancias mu-
nicipales para la formulación de propuestas conjun-
tas para decisión del Consejo Estatal y cumplimien-
to de estas decisiones;

VI. Elaborar un informe de evaluación de la imple-
mentación del Programa Estatal para la aprobación
del Consejo Estatal;

VII. Vigilar y evaluar el funcionamiento del Siste-
ma, haciéndolo del conocimiento del Consejo Esta-
tal para la toma de decisiones al respecto;

VIII. Recopilar de los miembros del Consejo Esta-
tal, de los Sistemas de Desarrollo Integral de la Fa-
milia Estatal y Municipales y del Observatorio Ciu-
dadano Estatal la información requerida para hacer
las propuestas de Presupuesto correspondientes al
Consejo Estatal para su aprobación a nivel estatal y
para la solicitud al Congreso de la Unión a través
del Consejo Nacional;

IX. Recopilar, integrar y enviar información al Se-
cretariado Ejecutivo Nacional para su elaboración
de los informes a remitir al Comité de los Derechos
de la Niñez de Naciones Unidas; 

X. Recopilar, sistematizar y difundir la información
estatal en materia de niñez y adolescencia;

XI. Impulsar mejoras para los instrumentos de in-
formación del Sistema;

XII. Compilar los acuerdos que se tomen en el Con-
sejo Estatal y llevar el archivo de éstos; 

XIII. Brindar información relevante al Consejo Es-
tatal, a los Municipios y a la ciudadanía sobre los
derechos de la niñez y la adolescencia;

XIV. Convocar al Observatorio Ciudadano Estatal
para que elabore un informe anual de análisis de los
derechos de la niñez y la adolescencia;

XV. Capacitar y elaborar estudios especializados
sobre temas de relevancia para el cumplimiento y
ejercicio de los derechos de la niñez y la adolescen-
cia;

XVI. Desarrollar campañas de difusión para la pre-
vención, atención y mejoramiento del ejercicio de
los derechos de la niñez y la adolescencia;

XVII. Facilitar la coordinación entre las Secretarías
del Estado y del Distrito Federal para la ejecución
del Programa Nacional y de las decisiones del Con-
sejo Nacional;

XVIII. Participar en las convocatorias y reuniones
convocadas por el Secretariado Ejecutivo Nacional;

XIX. Otorgar información y apoyo técnico a los Se-
cretarios del Estado o del Distrito Federal convoca-
dos por el Presidente del Consejo Nacional para la
reunión anual de Secretarios de Estado Federales,
Estatales y del Distrito Federal;

XX. Brindar información y apoyo técnico al Gober-
nador o Jefe de Gobierno del Distrito Federal con-
vocados por el Presidente del Consejo Nacional pa-
ra su reunión anual;

XXI. Convocar al menos 3 reuniones anuales de los
Municipios, en su totalidad o por regiones, sobre te-
mas específicos y para generar instrumentos de co-
ordinación entre los mismos;

XXII. Dar a conocer al Observatorio Ciudadanos
Estatal y del DF, así como a la ciudadanía en gene-
ral, sobre las conclusiones de las reuniones contem-
pladas en los tres apartados anteriores del presente
artículo;

XXIII. Elaborar y actualizar un registro de institu-
ciones públicas y privadas que brinden asistencia
social a niños, niñas y adolescentes;

XXIV: Emitir la autorización o negación de la auto-
rización a las instituciones públicas o privadas que
soliciten brindar asistencia social a niños, niñas y
adolescentes, hasta en tanto se acredite su debido
requisito; 

XXV. Vigilar de forma permanente, mediante visi-
tas periódicas trimestrales e inspección de expe-
dientes, las instituciones públicas y privadas que
brinden asistencia social a niños, niñas y adolescen-
tes;
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XXVI. Prorrogar o cancelar la autorización de pres-
tación de servicio a las instituciones públicas o pri-
vadas que brinden asistencia social a niños, niñas y
adolescentes, en función de su cumplimiento o no
de sus obligaciones y de la garantía de protección
de los derechos de los usuarios;

XXVII. Denunciar o querellarse ante el Ministerio
Público de las violaciones de los derechos de la ni-
ñez y adolescencia acontecidas en las instalaciones
o bajo la responsabilidad de las instituciones públi-
cas o privadas que brinden asistencia social a niños,
niñas y adolescentes; 

XXVIII. Denunciar o querellarse ante el Ministerio
Público cualquier violación de los derechos de la
niñez y adolescencia por parte de instituciones pú-
blicas o privadas que tenga conocimiento a través
de sus actividades;

XXIX. Informar trimestralmente al Consejo Estatal
y al Secretario de Desarrollo Social Estatal y del
Distrito Federal sobre sus actividades; y

XXX. Formular y presentar una queja ante la Visita-
duría Estatal de Derechos de la Niñez y la Adolescen-
cia por las violaciones a los derechos de la niñez y la
adolescencia cometidas por alguna institución pública. 

Artículo 47. Para la ejecución de sus funciones, los
Secretariados Ejecutivos Estatales deberán están orga-
nizados conforme a la estructura siguiente:

I. Dirección General;

II. Dirección de Enlace y Coordinación;

III. Dirección de Investigación e Información Esta-
dística; y

IV. Dirección de Promoción, difusión y fortaleci-
miento de capacidades.

Artículo 48. Corresponde a la Dirección General:

I. Asistir técnica y secretarialmente al Secretario
Ejecutivo Estatal;

II. Preparar los documentos, presupuestos e infor-
mación a presentar por el Secretario Ejecutivo en la

reunión del Consejo Estatal, y demás reuniones en
las que participe a nivel estatal y nacional;

III. Coordinar a las demás Direcciones del Secreta-
riado Ejecutivo Estatal;

IV. Preparar la convocatoria y reuniones del Conse-
jo Estatal y de las contempladas en el apartado XX
del Artículo 46 de esta Ley;

V. Emitir la convocatoria al Observatorio Ciudadano
Estatal para que elabore un informe anual de análi-
sis de los derechos de la niñez y la adolescencia;

VI. Integrar la información y elaboración del Pro-
grama Estatal para su aprobación por el Consejo
Estatal, así como de su evaluación;

VII. Apoyar técnicamente a las Secretarías del Es-
tado o del Distrito Federal para la reunión anual
mencionada en el apartado XVIII del artículo 46 de
esta Ley;

VIII. Apoyar técnicamente a los Gobernadores y el
Jefe de Gobierno del Distrito Federal para la reu-
nión anual mencionada en el apartado XIX del artí-
culo 46 de esta Ley;

IX. Preparar y presentar las denuncias y/o querellas
ante el Ministerio Público y quejas ante la Comi-
sión Estatal de los Derechos Humanos por violacio-
nes a los derechos de la niñez y la adolescencia;

X. Registrar, autorizar, cancelar la autorización y
vigilancia de las instituciones públicas y privadas
que presten servicios de asistencia social a niños,
niñas y adolescentes; y

XI. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 49. Corresponde a la Dirección de Enlace y
Coordinación:

I. Enlazar con las Secretarías del Estado Federal in-
tegrantes del Consejo Estatal la difusión de infor-
mación relevante y apoyo técnico necesario para el
cumplimiento de sus responsabilidades en cumpli-
miento del Programa Estatal y de los acuerdos del
Consejo Estatal;
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II. Coordinar con el Secretariado Ejecutivo Nacio-
nal la emisión de la información relevante para la
elaboración de la propuesta y evaluación del Pro-
grama Nacional, para la preparación de las reunio-
nes contempladas en las fracciones XVIII, XIX y
XX del artículo 28 de esta Ley y para las sesiones
del Consejo Nacional;

III. Facilitar la información con el Secretariado Eje-
cutivo Nacional sobre las necesidades técnicas, pre-
supuestales y operativas en el Estado o Distrito Fe-
deral para la implementación del Programa
Nacional y de los acuerdos adoptados por el Conse-
jo Nacional;

IV. Proporcionar la información al Secretariado
Ejecutivo Nacional con el fin de facilitar datos esta-
dísticos, de investigación, capacitación o apoyo téc-
nico requeridos en el Estado para el cumplimiento
del Programa Nacional y de los acuerdos del Con-
sejo Nacional;

V. Coordinar con los Municipios la recopilación de
la información necesaria para la elaboración y eva-
luación del Programa Estatal; 

VI. Coordinar con los Municipios la realización de
las reuniones de Municipios contempladas en la
fracción XIX del artículo 46 de esta Ley; y

VII. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 50. Corresponde a la Dirección de Investiga-
ción e Información Estadística:

I. Establecer enlaces con las autoridades estatales o
del Distrito Federal de procuración e impartición de
justicia, las instituciones públicas, organizaciones
de la sociedad civil y académicas y todas aquellas
que recopilen información estadística y/o la anali-
cen, para recoger dicha información, sistematizarla
y hacerla accesible a las instituciones y al público
en general;

II. Coordinar con el Secretariado Ejecutivo Nacio-
nal para facilitar la información recopilada confor-
me al apartado anterior de este artículo y para brin-
dar apoyo en la recopilación de información a nivel
estatal y del Distrito Federal; 

III. Elaborar estudios de investigación cuantitativa
y/o cualitativa sobre la situación de la niñez y ado-
lescencia u otros temas relevantes que no corres-
pondan o sean realizados por otras instancias públi-
cas y que sean necesarios para el conocimiento y
mejora de la aplicación de las políticas públicas en
materia de niñez y adolescencia y el ejercicio de sus
derechos;

IV. Mantener a la Dirección General informada so-
bre sus actividades y aspectos de la información re-
copilada que ameriten mayor discusión, análisis o
intervención por parte del Sistema Estatal; y

V. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 51. Corresponde a la Dirección de Promo-
ción, Difusión y Fortalecimiento de Capacidades:

I. Desarrollar campañas de difusión en el Estado o
el Distrito Federal para la prevención, atención y
mejoramiento del ejercicio de los derechos de la ni-
ñez y la adolescencia; 

II. Brindar apoyo a solicitud del Secretariado Eje-
cutivo Nacional para el desarrollo de sus campañas
en todo el territorio nacional;

III. Otorgar asesoría técnica, materiales y capacita-
ción a las Secretarías de Estado, autoridades, insti-
tuciones públicas, medios de comunicación, organi-
zaciones de la sociedad civil y académicas que lo
requieran y soliciten en cada Estado o el Distrito
Federal;

IV. Mantener a la Dirección General informada so-
bre sus actividades y de la detección de áreas de di-
fusión y capacitación que ameriten mayor discu-
sión, análisis o intervención por parte del Sistema;
y

V. Las demás que se estimen necesarias para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 52. Para el desarrollo de sus funciones, el Se-
cretariado Ejecutivo Estatal deberá contar con los re-
cursos económicos y humanos adecuados y suficien-
tes.
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Capítulo VI
Del Sistema Nacional para el 

Desarrollo Integral de la Familia 

Artículo 53. Conforme al artículo 172 de la Ley Ge-
neral de Salud y del artículo 27 de la Ley de Asisten-
cia Social, el Sistema Nacional para el Desarrollo In-
tegral de la Familia, tendrá las siguientes funciones en
materia de niñez y adolescencia: 

I. Coadyuvar en el cumplimiento de esta Ley;

II. Brindar información y colaborar con el Secreta-
riado Ejecutivo Nacional para que el mismo integre
y redacte el Programa Nacional de los Derechos de
la Niñez y la Adolescencia, en concordancia con el
Programa Nacional de Asistencia Social;

III. Proponer a la Secretaría de Salud, en su carác-
ter de administradora del Patrimonio de la Benefi-
cencia Pública, programas de asistencia social que
contribuyan al uso eficiente de los bienes que lo
componen; 

IV. Proponer a la Lotería Nacional para la Asisten-
cia Pública y a los Pronósticos Deportivos para la
Asistencia Pública programas de asistencia social
que contribuyan al fortalecimiento de los servicios
de asistencia social que presten los sectores públi-
cos, social y privado;

V. Organizar el Servicio Nacional de Información
sobre la Asistencia Social;

VI. Promover y organizar el Centro de Información
y Documentación sobre Asistencia Social; 

VII. Facilitar la información que requiera el Secre-
tariado Ejecutivo Nacional para la difusión de datos
estadísticos, estudios e informes sobre derechos de
la niñez y la adolescencia que se encuentren a dis-
posición del DIF Nacional;

VIII. Difundir a través del Sistema la información
sobre el acceso al financiamiento nacional e inter-
nacional para actividades de asistencia social;

IX. Brindar apoyo técnico y asesoría a organizacio-
nes de la sociedad civil sobre cómo operar una ins-
titución de asistencia social; 

X. Recopilar la documentación e información re-
querida por el Secretariado Ejecutivo Nacional para
aquellas instituciones que deseen brindar asistencia
social, presentarla formalmente ante el Secretariado
Ejecutivo, y darle seguimiento hasta la comunica-
ción oficial de autorización o de negación de la mis-
ma, brindando asesoría y apoyo técnico a las institu-
ciones solicitantes durante todo el proceso;

XI. Emitir recomendaciones no vinculantes para
que el Secretariado Ejecutivo correspondiente auto-
rice o no a una institución para brindar asistencia
social; 

XII. Realizar y apoyar estudios e investigaciones en
materia de asistencia social y de modelos de asis-
tencia social en colaboración con organizaciones de
la sociedad civil, instancias académicas y el Secre-
tariado Ejecutivo Nacional;

XIII. Promover y coadyuvar en la formación, capa-
citación y profesionalización del personal encarga-
do de la prestación de los servicios de asistencia so-
cial;

XIV. Operar establecimientos de asistencia social y
llevar a cabo acciones y campañas en materia de
prevención;

XV. Diseñar modelos de atención para la prestación
de los servicios asistenciales, en colaboración con
instancias académicas y de la sociedad civil, así co-
mo del Secretariado Ejecutivo Nacional;

XVI. Implementar en el marco de sus atribuciones
programas de rehabilitación y educación especial;

XVII. Prestar apoyo, colaboración técnica y admi-
nistrativa en materia de asistencia social, a las dis-
tintas entidades federativas, al Distrito Federal y a
los Municipios;

XVIII. Promover la integración de fondos mixtos
para la asistencia social;

XIX. Asignar, de acuerdo a su disponibilidad, re-
cursos económicos temporales y otorgar apoyo téc-
nico a instituciones privadas y sociales, con base a
los criterios que sean fijados por la Junta de Go-
bierno;
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XX. Coadyuvar con la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores en la representación del Gobierno Federal
para la ejecución y difusión de programas en mate-
ria de asistencia social ante organismos internacio-
nales y multilaterales;

XXI. Informar al Secretariado Ejecutivo Nacional
sobre sus actividades periódicamente o a solicitud
expresa del mismo; 

XII. Establecer y comunicar las prioridades en ma-
teria de asistencia social al Secretariado Ejecutivo
Nacional para la integración del Programa Nacional
y para la definición del presupuesto a discutir por el
Consejo Nacional; y 

XXIII. Las demás que señale esta Ley.

Capítulo VII
De los Sistemas Estatales y del Distrito Federal

para el Desarrollo Integral de la Familia 

Artículo 54. Los Sistemas Estatales y del Distrito Fe-
deral para el Desarrollo Integral de la Familia, tendrán
las siguientes funciones:

I. Coadyuvar en el cumplimiento de esta Ley;

II. Brindar información y colaborar con el Secreta-
riado Ejecutivo Estatal para que el mismo integre y
redacte el Programa Estatal de los Derechos de la
Niñez y la Adolescencia, en concordancia con el
Programa Nacional de Asistencia Social;

III. Facilitar la información que requiera el Secreta-
riado Ejecutivo Estatal para la difusión de datos es-
tadísticos, estudios e informes sobre derechos de la
niñez y la adolescencia;

IV. Difundir a través del Sistema la información so-
bre el acceso al financiamiento nacional e interna-
cional para actividades de asistencia social;

V. Otorgar apoyo técnico y asesoría a organizacio-
nes de la sociedad civil sobre cómo operar una ins-
titución de asistencia social;

VI. Recopilar la documentación e información re-
querida por el Secretariado Ejecutivo Nacional pa-
ra aquellas instituciones que deseen brindar asisten-

cia social, presentarla formalmente ante el Secreta-
riado Ejecutivo Estatal, y darle seguimiento hasta la
comunicación oficial de autorización o de negación
de la misma, brindando asesoría y apoyo técnico a
las instituciones solicitantes durante todo el proce-
so;

VII. En caso de que lo considere oportuno, emitir
una recomendación no vinculante para que el Se-
cretariado Ejecutivo correspondiente autorice o no
a una institución para brindar asistencia social; 

VIII. Realizar y apoyar estudios e investigaciones
en materia de asistencia social y de modelos de asis-
tencia social en colaboración con organizaciones de
la sociedad civil, instancias académicas y el Secre-
tariado Ejecutivo Estatal;

IX. Promover y coadyuvar en la formación, capaci-
tación y profesionalización del personal encargado
de la prestación de los servicios de asistencia social;

X. Operar establecimientos de asistencia social y
llevar a cabo acciones y campañas en materia de
prevención;

XI. Diseñar modelos de atención para la prestación
de los servicios asistenciales, en colaboración con
instancias académicas y de la sociedad civil, así co-
mo del Secretariado Ejecutivo Estatal;

XII. Recibir los expedientes de solicitud de adop-
ción de los DIF Municipales, hacer una valoración
de los mismos, solicitar más información en caso de
ser requerida e iniciar el procedimiento de adopción
ante el juzgado familiar correspondiente; 

XIII. Operar en el marco de sus atribuciones pro-
gramas de rehabilitación y educación especial;

XIV. Prestar apoyo, colaboración técnica y admi-
nistrativa en materia de asistencia social a los Mu-
nicipios y Delegaciones, según el caso;

XV. Promover la integración de fondos mixtos para
la asistencia social;

XVI. Asignar, de acuerdo a su disponibilidad, re-
cursos económicos temporales y otorgar apoyo téc-
nico a instituciones privadas y sociales, con base a

Gaceta Parlamentaria Martes 19 de marzo de 201328



los criterios que sean fijados por la Junta de Go-
bierno;

XVII. Establecer y comunicar las prioridades en
materia de asistencia social al Secretariado Ejecuti-
vo Estatal para la integración del Programa Estatal
y para la definición del presupuesto a discutir por el
Consejo Estatal;

XVIII. Dirigir y gestionar las instituciones públicas
para la asistencia social de niños, niñas y adoles-
centes que requieran de estos servicios por disposi-
ción judicial;

XIX. Informar al Secretariado Ejecutivo Estatal so-
bre la gestión de las instituciones contempladas en
el apartado anterior y facilitar los registros de cada
institución y expedientes de los niños, niñas y ado-
lescentes usuarios para la revisión y control del Se-
cretariado Ejecutivo Estatal;

XX. Colaborar con el Secretariado Ejecutivo Esta-
tal en el Registro de Instituciones privadas de asis-
tencia social, brindándole información sobre su
existencia, características, población atendida y
opinión sobre la pertinencia de su registro;

XXI. Coordinar los esfuerzos públicos y privados
para la restitución de los derechos de la niñez que
hayan sido vulnerados, y la elaboración y segui-
miento de los programas respectivos;

XXII. Prestar servicios de representación y asisten-
cia jurídica a los niños, niñas y adolescentes que lo
soliciten a través de sus representantes legales, o
por la falta de los mismos conforme al procedi-
miento de garantía de los derechos de la niñez y la
adolescencia establecido en el Título IV de esta ley;

XXIII. Informar al Secretariado Ejecutivo Estatal
sobre sus actividades periódicamente o a solicitud
expresa del mismo; 

XXIV. Facilitar al Ministerio Público, la informa-
ción que requiera para la garantía de los derechos de
la niñez y la adolescencia conforme al Título IV de
esta ley; y

XXV. Las demás que señale la Ley.

Capítulo VIII
De los Sistemas Municipales de 

Desarrollo Integral de la Familia

Artículo 55. Los sistemas Municipales para el Desa-
rrollo Integral de la Familia, tendrán las siguientes
funciones:

I. Coadyuvar en el cumplimiento de esta Ley;

II. Ofrecer información y colaborar con el Secreta-
riado Ejecutivo Estatal para que el mismo integre y
redacte el Programa Estatal de los Derechos de la
Niñez y la Adolescencia, en concordancia con el
Programa Nacional de Asistencia Social; 

III. Colaborar de la misma forma contemplada en el
apartado anterior, para la evaluación del Programa
Estatal de los Derechos de la Niñez;

IV: Facilitar la información que requiera el Secreta-
riado Ejecutivo Estatal para difundir los datos esta-
dísticos, estudios e informes sobre derechos de la
niñez y la adolescencia;

V. Difundir a través del Sistema la información so-
bre el acceso al financiamiento nacional e interna-
cional para actividades de asistencia social;

VI. Brindar apoyo técnico y asesoría a organizacio-
nes de la sociedad civil sobre cómo operar una ins-
titución de asistencia social;

VII. Recopilar la documentación e información re-
querida por el Secretariado Ejecutivo Nacional pa-
ra aquellas instituciones que deseen brindar asisten-
cia social, presentarla formalmente ante el
Secretariado Ejecutivo Estatal, y darle seguimiento
hasta la comunicación oficial de autorización o de
negación de la misma, brindando asesoría y apoyo
técnico a las instituciones solicitantes durante todo
el proceso;

VIII. Emitir una recomendación no vinculante para
que el Secretariado Ejecutivo correspondiente auto-
rice o no a una institución para brindar asistencia
social; 

IX. Realizar y apoyar estudios e investigaciones en
materia de asistencia social y de modelos de asis-

Martes 19 de marzo de 2013 Gaceta Parlamentaria29



tencia social en colaboración con organizaciones de
la sociedad civil, instancias académicas reconoci-
das y el Secretariado Ejecutivo Estatal;

X. Recibir solicitudes de adopción, documentarlas,
hacer las investigaciones y estudios socioeconómi-
cos y psicológicos requeridos por la ley, y remitir
los expedientes al DIF Estatal; 

XI. Promover y coadyuvar en la formación, capaci-
tación y profesionalización del personal encargado
de la prestación de los servicios de asistencia social;

XII. Operar establecimientos de asistencia social y
llevar a cabo acciones y campañas en materia de
prevención;

XIII. Diseñar modelos de atención para la presta-
ción de los servicios asistenciales, en colaboración
con otras instituciones públicas, instancias acadé-
micas y de la sociedad civil, así como del Secreta-
riado Ejecutivo Estatal;

XIV: Operar en el marco de sus atribuciones pro-
gramas de rehabilitación y educación especial;

XV. Promover la integración de fondos financieros
mixtos para la asistencia social;

XVI. Asignar, de acuerdo a su disponibilidad, re-
cursos económicos temporales y otorgar apoyo téc-
nico a instituciones privadas y sociales, con base a
los criterios que sean fijados por la Junta de Go-
bierno;

VII. Establecer y comunicar las prioridades en ma-
teria de asistencia social al Secretariado Ejecutivo
Estatal para la integración del Programa Estatal y
para la definición del presupuesto a discutir por el
Consejo Estatal;

XVIII. Dirigir y gestionar las instituciones públicas
para la asistencia social de niños, niñas y adoles-
centes que requieran de estos servicios por disposi-
ción judicial;

XIX. Informar al Secretariado Ejecutivo Estatal so-
bre la gestión de las instituciones contempladas en
el apartado anterior y facilitar los registros de cada
institución y expedientes de los niños, niñas y ado-

lescentes usuarios para la revisión y control del Se-
cretariado Ejecutivo Estatal;

XX. Colaborar con el Secretariado Ejecutivo Esta-
tal en el Registro de Instituciones privadas de asis-
tencia social, brindándole información sobre su
existencia, características, población atendida y
opinión sobre la pertinencia de su registro;

XXI. Coordinar los esfuerzos públicos y privados
para la restitución de los derechos de la niñez que
hayan sido vulnerados, y la elaboración y segui-
miento de los programas respectivos;

XXII. Prestar servicios de representación y asis-
tencia jurídica a los niños, niñas y adolescentes
que lo soliciten sus representantes legales, a falta
de éstos, o por estar violando los derechos del me-
nor de edad afectado, conforme al Título IV de es-
ta Ley;

XXIII. Facilitar al Ministerio Público, la informa-
ción que requiera para la garantía de los derechos de
la niñez conforme al Título IV de esta Ley;

XXIV. Elaborar estudios socioeconómicos, psicoló-
gicos y técnicos requeridos para el procedimiento
de protección y para la restitución de los derechos
de niños, niñas y adolescentes, mediante visitas do-
miciliarias, entrevistas con las personas afectadas,
vecinos, familiares, conocidos o desconocidos que
puedan aportar información relevante; 

XXV. Realizar visitas domiciliarias y entrevistas
para el seguimiento de cada caso;

XXVI. Brindar asistencia psicológica y terapéutica
a los usuarios menores de edad y a sus familias o
conocidos afectados;

XXVII. Investigar y ubicar de escuelas, familias
sustitutas, servicios de salud y cualquier otro servi-
cio o requerimiento necesario para la restitución de
los derechos vulnerados de un niño, niña o adoles-
cente, en cada caso;

XXVIII. Coordinar con las diversas Secretarías Fe-
deral y Estatales, Direcciones Municipales y Estata-
les, organizaciones de la sociedad civil, institucio-
nes e instancias públicas que brinden servicios o
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dispongan de la facultad de brindarlos para cumplir
con el apartado anterior;

XXIX. Elaborar informes para las instancias públicas
y privadas que atiendan niños, niñas o adolescentes
que los requieran para el ejercicio de sus funciones; 

XXX. Informar al DIF Estatal y al Secretariado Eje-
cutivo Estatal sobre sus actividades periódicamente
o a solicitud expresa del mismo; 

XXI: Dar seguimiento a los casos atendidos una vez
resueltos; y

XXXII. Las demás que señale la Ley.

Artículo 56. Para el desarrollo de sus funciones, los
DIF Municipales estarán organizados de acuerdo a la
estructura siguiente:

I. Dirección General;

II. Dirección de Asistencia Social;

III. Dirección de Restitución de Derechos; y

IV: Dirección de Asistencia Jurídica

Artículo 57. La Dirección General tendrá las siguien-
tes funciones:

I. Brindar información y colaborar con el Secreta-
riado Ejecutivo Estatal para que el mismo integre y
redacte el Programa Estatal de los Derechos de la
Niñez y la Adolescencia, en concordancia con el
Programa Nacional de Asistencia Social;

II. Colaborar de la misma forma contemplada en el
apartado anterior para la evaluación del Programa
Estatal de los Derechos de la Niñez;

III. Llevar a cabo reuniones con las organizaciones
de la sociedad civil del Municipio que estén inte-
gradas en el Observatorio Ciudadano Estatal para
recopilar información relevante, sugerencias y sus
solicitudes para la integración así como para la eva-
luación del Programa Estatal;

IV: Recopilar la información de la Dirección de
Asistencia Social y de las organizaciones de la so-

ciedad civil municipales que integran Observatorio
Ciudadano Estatal para establecer y comunicar las
prioridades en materia de asistencia social al Secre-
tariado Ejecutivo Estatal para la integración del
Programa Estatal y para la definición del presu-
puesto a discutir por el Consejo Estatal;

V. Facilitar la información que requiera el Secreta-
riado Ejecutivo Estatal para la difusión de datos es-
tadísticos, estudios e informes sobre derechos de la
niñez y la adolescencia;

VI. Difundir a través del Sistema la información so-
bre el acceso al financiamiento nacional e interna-
cional para actividades de asistencia social;

VII. Presentar formalmente ante el Secretariado
Ejecutivo Estatal las solicitudes de instituciones
privadas que deseen brindar asistencia social, y dar-
le seguimiento hasta la comunicación oficial de au-
torización o de negación de la misma, brindando
asesoría y apoyo técnico a las instituciones solici-
tantes durante todo el proceso, y facilitando al Se-
cretariado Ejecutivo Estatal la información que re-
quiera por parte de DIF Municipal respecto a dichas
solicitudes;

VIII. Emitir recomendaciones no vinculante para
que el Secretariado Ejecutivo correspondiente auto-
rice o no a una institución para brindar asistencia
social; 

IX: Recibir solicitudes de adopción, documentarlas,
instar a las Direcciones de Asistencia Social y de
Asistencia Jurídica para que hagan las investigacio-
nes, estudios socioeconómicos y psicológicos re-
queridos por la ley, así como la integración del ex-
pediente legal sobre la pérdida de la patria potestad
y remitir todos los expedientes al DIF Estatal para
su revisión; 

X. Promover la integración de fondos mixtos para
la asistencia social;

XI: Asignar, de acuerdo a su disponibilidad recur-
sos temporales para instituciones privadas y socia-
les de asistencia social;

XII. Informar al Secretariado Ejecutivo Estatal so-
bre la gestión de las instituciones contempladas en
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el apartado anterior y facilitar los registros de cada
institución y expedientes de los niños, niñas y ado-
lescentes usuarios para la revisión y control del Se-
cretariado Ejecutivo Estatal;

XIII. Colaborar con el Secretariado Ejecutivo Esta-
tal en el Registro de Instituciones privadas de asis-
tencia social, brindándole información sobre su
existencia, características, población atendida y
opinión sobre la pertinencia de su registro;

XIV: Elaborar de informes para las instancias pú-
blicas y privadas que atiendan niños, niñas o ado-
lescentes que los requieran para el ejercicio de sus
funciones; 

XV. Solicitar y recopilar de las diversas Direcciones
que integran el Sistema DIF Municipal, toda la in-
formación que se requiera para cumplir con las fun-
ciones descritas en los apartados anteriores;

XVI. Informar al DIF Estatal y al Secretariado Eje-
cutivo Estatal sobre sus actividades periódicamente
o a solicitud expresa del mismo; 

XVII. Coordinar las otras Direcciones del DIF Mu-
nicipal; y 

XVIII. Las demás que señale la Ley. 

Artículo 58. La Dirección de Asistencia Social tendrá
las siguientes funciones:

I. Dirigir y gestionar las instituciones públicas para la
asistencia social de niños, niñas y adolescentes que
requieran de estos servicios por disposición judicial;

II. Diseñar modelos de atención para la prestación
de los servicios asistenciales, en colaboración con
otras instituciones públicas, instancias académicas
y de la sociedad civil, así como del Secretariado
Ejecutivo Estatal;

III. Promover y coadyuvar en la formación, capaci-
tación y profesionalización del personal encargado
de la prestación de los servicios de asistencia social;

IV. Brindar apoyo técnico y colaboración a institu-
ciones públicas y privadas en materia de asistencia
social; 

V. Recopilar de las instituciones privadas que des-
een brindar asistencia social, la información reque-
rida por el Secretariado Ejecutivo y canalizarla a la
Dirección General para la realización del trámite; 

VI. Operar en el marco de sus atribuciones progra-
mas de rehabilitación y educación especial;

VII. Brindar asistencia psicológica y terapéutica a
los usuarios menores de edad y a sus familias o per-
sonas afectadas;

VIII. Facilitar la información sobre expedientes, ne-
cesidades, situación de los niños, niñas y adoles-
centes usuarios y demás que le sea requerida o que
considere importante comunicar a las Direcciones
de Restitución de Derechos y de Asistencia Jurídica
para el cumplimiento de sus funciones;

IX: Comunicar las prioridades en materia de asis-
tencia social a la Dirección General para la integra-
ción del Programa Estatal y para la definición del
presupuesto a discutir por el Consejo Estatal; 

X: Entregar toda la información sobre expedientes,
instituciones, actividades, solicitudes, necesidades
y demás que le sea requerida o que considere im-
portante comunicar a la Dirección General para el
cumplimiento de sus funciones; y

XI. Las demás que señale la Ley.

Artículo 59. La Dirección de Restitución de Derechos
tendrá las siguientes funciones:

I. Coordinar los esfuerzos públicos y privados para
la restitución de los derechos de la niñez que hayan
sido vulnerados, y la elaboración y seguimiento de
los programas respectivos;

II. Investigar y ubicar escuelas, familias sustitutas,
servicios de salud y cualquier otro servicio o reque-
rimiento necesario para la restitución de los dere-
chos vulnerados de un niño, niña o adolescente, en
cada caso;

III. Coadyuvar con las diversas Secretarías Federal
y Estatales, Direcciones Municipales y Estatales,
organizaciones de la sociedad civil, instituciones e
instancias públicas que brinden servicios o dispon-
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gan de la facultad de brindarlos para cumplir con el
apartado anterior;

IV: Elaborar los estudios socioeconómicos, psicoló-
gicos y técnicos requeridos para el procedimiento
de protección y para la restitución de los derechos
de niños, niñas y adolescentes; 

V. Implementar visitas domiciliarias, entrevistas
con las personas afectadas, vecinos, familiares, co-
nocidos o desconocidos que puedan aportar infor-
mación relevante, para la elaboración de informes
requeridos para el procedimiento de protección y
para la restitución de los derechos de niñas, niños y
adolescentes;

VI: Realizar visitas domiciliarias y entrevistas para
el seguimiento de cada caso e informar a las Direc-
ciones correspondientes;

VII. Facilitar al Ministerio Público, la información
que requiera para la garantía de los derechos de la
niñez y la adolescencia de acuerdo al Título IV de
esta Ley;

VIII. Otorgar la información que le sea requerida o
que considere importante comunicar a las demás
Direcciones para el cumplimiento de sus funciones
y para el desarrollo y ejecución de los procedimien-
tos de protección en curso;

IX. Entregar la información sobre instituciones, ac-
tividades, solicitudes, necesidades y demás que le
sea requerida o que considere importante comuni-
car a la Dirección General para el cumplimiento de
sus funciones; 

X. Llevar a cabo acciones y campañas en materia de
prevención; y

XI. Las demás que señale la Ley.

Artículo 60. La Dirección de Asistencia Jurídica tiene
las siguientes funciones:

I. Prestar servicios de representación y asistencia jurí-
dica a los niños, niñas y adolescentes que lo soliciten
a través de sus representantes legales, a falta de los
mismos o por estar violando los derechos del menor
de edad afectado, conforme al Título IV de esta Ley;

II. Facilitar al Ministerio Público, la información
que requiera para la garantía de los derechos de la
niñez y la adolescencia de acuerdo Título IV de es-
ta Ley; 

III. Comunicar a las Direcciones General, de Asis-
tencia Social y Restitución de Derechos toda la in-
formación que le sea requerida o que considere im-
portante para el ejercicio de sus funciones y la
salvaguarda de los Derechos de la Niñez; y

IV. Las demás que señale la Ley.

Capítulo IX
De las Instituciones de 

Procuración e Impartición de Justicia

Artículo 61. Las Procuradurías de Justicia, así como
los juzgados y tribunales familiares y penales, están
obligados a contar con espacios y personal especiali-
zados en derechos de la niñez y la adolescencia, quie-
nes serán los encargados de prestar de forma gratuita,
orientación, protección y asesoría jurídica a todas
aquellas personas que se encuentran en situación de
vulnerabilidad.

Artículo 62. Los espacios especializados deben ser
suficientemente amplios, limpios y cómodos, estar ha-
bilitados para que el niño, niña o adolescente partici-
pante en el proceso esté seguro, sin injerencias físicas,
auditivas o visuales, de personas que puedan atentar
contra su bienestar o seguridad, o que puedan influir
en sus declaraciones o decisiones.

Artículo 63. Los Ministerios Públicos, Jueces y actua-
rios del poder judicial deben recibir capacitación sobre
derechos de la niñez y la adolescencia y ser evaluados
de sus conocimientos sobre la materia.

Artículo 64. Se crean los Ministerios Públicos Especia-
lizados en materia de niñez y adolescencia, los cuales,
deberán intervenir siempre que una Procuraduría de
Justicia Federal, Estatal o del Distrito Federal tenga co-
nocimiento de una conducta tipificada como delito en el
cual, existan una o varias víctimas menores de edad.

Sus funciones serán las siguientes:

I. Acompañamiento emocional especializado y ase-
soría jurídica a la víctima menor de edad desde que
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la Procuraduría de Justicia Federal, Estatal o del
Distrito Federal tenga conocimiento de los hechos,
informándole sobre su situación, las consecuencias
del procedimiento, las declaraciones y pruebas sus-
ceptibles de realizarse, las opciones existentes y so-
bre las decisiones que puede o no adoptar durante el
mismo;

II. Informar a la niña, niño o adolescente de sus op-
ciones de alojamiento durante el procedimiento, de
acuerdo al artículo 99 de esta Ley; 

III. Dictaminar la medida temporal de urgencia, de
acuerdo a lo establecido por el artículo 99 de mane-
ra coordinada con la medida de separación del pre-
sunto agresor que se establezca para la protección
de la integridad física y emocional de las víctimas;

IV: Realizar el examen médico y psicológico co-
rrespondiente para el proceso, el cual, se adjuntará
al expediente de la averiguación previa y no podrá
ser solicitado nuevamente, ni por otro Ministerio
Público ni por ningún Juzgado Penal o Familiar sal-
vo que sea indispensable para la aportación de nue-
vas pruebas en beneficio de la víctima; y

V. Tomar la declaración de las víctimas menores de
edad con las seguridades y protección de su integri-
dad acorde con su edad y madurez, misma que se
adjuntará al expediente de la averiguación previa y
no será solicitada nuevamente, ni por otro Ministe-
rio Público ni por ningún Juzgado Penal o Familiar
salvo que sea indispensable para la aportación de
nuevas pruebas en beneficio de la víctima.

El personal adscrito al Ministerio Público Especializa-
do deberá haber recibido formación en derechos de la
niñez y la adolescencia y ser licenciado en derecho,
medicina, psicología, sociología o trabajo social, de-
pendiendo del tipo de acompañamiento que brindará a
la víctima. El acompañamiento en cada acto podrá fa-
cilitarse por uno o varios de ellos según se considere
oportuno para la mejor garantía de los derechos de la
víctima y teniendo en cuenta su interés superior. 

Se permitirá que una persona de confianza para la víc-
tima menor de edad acompañe a la misma durante to-
do el procedimiento, salvo que ello resulte perjudicial
para su bienestar o integridad, o que el menor de edad
así lo manifieste.

Artículo 65. Los juzgados y tribunales familiares y
penales contarán con una oficina especializada en de-
rechos de la niñez y la adolescencia cuyas funciones
serán las siguientes:

I. Acompañamiento emocional y asesoría jurídica a
la víctima o afectado en el procedimiento civil, ex-
plicándole sobre las etapas y desarrollo del procedi-
miento ante el juzgado, consecuencias y opciones
de participación durante el mismo; 

II. Seguimiento de las condiciones de vida y situa-
ción niño, niña o adolescente víctima o afectado por
el procedimiento pudiendo solicitar al DIF Federal,
Estatal o Municipal informes al respecto y en su ca-
so, solicitar al juez familiar, la modificación de las
medidas provisionales, independientemente de las
solicitudes que los representantes legales o el DIF
Federal, Estatal o Municipal también lo puedan ha-
cer durante el procedimiento;

III. Realizar entrevistas y tomar la declaración de
las víctimas menores de edad de manera acorde con
su edad y madurez, misma que se adjuntará al ex-
pediente de la averiguación previa o del juzgado fa-
miliar, en caso de que haya sido solicitada por el
Juzgado penal o familiar por resultar indispensable
para la aportación de nuevas pruebas en beneficio
del niño, niña o adolescente; y

IV. Acompañar a la víctima menor de edad en un
procedimiento penal o afectada en un procedimien-
to familiar al examen médico o psicológico solici-
tado por el Juzgado Penal o Familiar por resultar in-
dispensable para la aportación de nuevas pruebas en
beneficio del niño, niña o adolescente.

Asimismo, se permitirá que una persona de confianza
para la víctima menor de edad acompañe a la misma
durante todo el procedimiento, salvo que ello resulte
perjudicial para su bienestar o integridad, o el menor
de edad así lo manifieste.

Capítulo X
De las Visitadurías Nacional, Estales y del 

Distrito Federal de los Derechos de las 
Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 66. Se crea la Visitaduría General de los De-
rechos de la Niñez y la Adolescencia como parte de la
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estructura de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, cuyo objetivo es el de la protección, obser-
vancia, promoción, estudio y divulgación de los dere-
chos de la niñez y adolescencia que ampara la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los
Tratados Internacionales suscritos y ratificados por el
Estado Mexicano, conforme a la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos.

Artículo 67. Todas las Comisiones Estatales de Dere-
chos y del Distrito Federal deberán incorporar en su
estructura una Visitaduría General de los Derechos de
la Niñez y la Adolescencia, cuyo objetivo será el esta-
blecido en el párrafo anterior.

Todas las Visitadurías Generales de Derechos de la Ni-
ñez y la Adolescencia tendrán las mismas funciones
asignadas por la legislación aplicable a las Comisiones
de Derechos Humanos Nacional, Estatales y del Dis-
trito Federal respecto a los derechos humanos de la ni-
ñez y adolescencia además de las contempladas por
esta Ley.

Artículo 68. Además de los requisitos estipulados en
las leyes competentes respectivas, todos los Visitado-
res Generales de Derechos de la Niñez y la Adoles-
cencia, así como el personal adscrito a dichas Visita-
durías Generales, deberá estar especializado en
derechos de la niñez y la adolescencia y haber recibi-
do capacitación para ello.

Artículo 69. Los niños, niñas y adolescentes podrán
presentar por sí mismos o mediante representante legal
una queja o inconformidad ante las Comisiones Na-
cional, Estatales y del Distrito Federal de Derechos
Humanos, conforme a lo estipulado por las leyes que
regulan la creación y procedimientos ante las Comi-
siones Nacional, Estatales y del Distrito Federal de
Derechos Humanos.

Artículo 70. En virtud de la presente Ley, así como de
las leyes competentes respectivas, todas las Visitadurí-
as Generales de los Derechos de la Niñez y la Adoles-
cencia, estarán facultadas para requerir información de
las instituciones públicas federal y estatales, según su
competencia, examinar quejas e inconformidades y
llevar a cabo las investigaciones correspondientes.

Artículo 71. Todas las Visitadurías Generales de los
Derechos de la Niñez y la Adolescencia, tendrán la fa-

cultad para intervenir en los procedimientos judiciales
únicamente a efectos de informar al tribunal sobre las
cuestiones de derechos humanos que intervienen en
ellas, a solicitud de alguna de las partes o del juez
competente.

Artículo 72. Todas las Visitadurías Generales de los
Derechos de la Niñez y la Adolescencia, en el ámbito
de su competencia, tendrán la facultad de promover
que las instituciones públicas elaboren planes de se-
guimiento e indicadores en relación con las recomen-
daciones del Comité de los Derechos de la Niñez para
México.

Capítulo XI
De los Observatorios Ciudadanos 

de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 73. Se crea el Observatorio Ciudadano Na-
cional de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia,
el cual estará compuesto por organizaciones de la so-
ciedad civil cuyo ámbito de acción esté relacionado
con los derechos de la niñez y la adolescencia, inclu-
yendo aquéllas compuestas por población infantil y ju-
venil.

Artículo 74. Se crean los Observatorios Ciudadanos
Estatales y del Distrito Federal de los Derechos de la
Niñez y la Adolescencia, los cuales, estarán compues-
tos por organizaciones de la sociedad civil cuyo ámbi-
to de acción esté relacionado con los derechos de la ni-
ñez y la adolescencia, incluyendo aquéllas compuestas
por población infantil y juvenil, en cada entidad fede-
rativa. 

Artículo 75. Tanto el Observatorio Ciudadano Nacio-
nal como los Estatales deberán constituirse como Aso-
ciaciones Civiles independientes, rigiéndose por sus
propios Estatutos además de la presente Ley y demás
legislación aplicable.

Artículo 76. Será requisito indispensable para la con-
formación los Observatorios Ciudadanos, tanto Nacio-
nal como Estatales, que incluyan organizaciones com-
puestas por niños, niñas, adolescentes.

Artículo 77. El Observatorio Ciudadano Nacional ten-
drá la siguiente estructura, la cual deberá ser incorpo-
rada en sus Estatutos, pudiéndose añadir otras áreas en
función de sus necesidades y requisitos estatutarios:
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I. Dirección General; y

II. Coordinación General y de Enlace

Artículo 78. La titularidad de la Dirección General del
Observatorio Ciudadano Nacional corresponderá a
una persona de nacionalidad mexicana mayor de 18
años de edad con experiencia reconocida de más de
cinco años en el ámbito de las organizaciones de la so-
ciedad civil dedicadas a la promoción o defensa de los
derechos de la niñez y la adolescencia.

Artículo 79. La Dirección General del Observatorio
Ciudadano Nacional tendrá las siguientes funciones:

I. Representar al Observatorio Ciudadano Nacional
ante el Consejo Nacional de los Derechos de la Ni-
ñez y la Adolescencia, la sociedad y las institucio-
nes públicas;

II. Comunicar al Secretariado Ejecutivo Nacional
toda aquella información relevante que le sea re-
querida o que considere importante para la elabora-
ción y evaluación del Programa Nacional;

III. Convocar a reuniones de los Observatorios Es-
tatales, regionales o nacionales, para la discusión de
sus análisis de situación de la niñez y la adolescen-
cia, de sus aportaciones para la elaboración y eva-
luación del Programa Nacional, así como cualquier
otro tema de preocupación o incidencia nacional
que se considere importante;

IV. Celebración de convenios y acuerdos con insti-
tuciones privadas o públicas, nacionales o interna-
cionales para la canalización de recursos económi-
cos, técnicos, financiamiento de asistencia técnica o
capacitación para el desarrollo de proyectos en be-
neficio de la garantía de los derechos de la niñez y
la adolescencia;

V. Lanzamiento de convocatorias, concursos y otras
formas de selección de proyectos que sean públicas
y transparentes para la canalización de los recursos
contemplados en el apartado anterior a las organi-
zaciones de la sociedad civil; 

VI. Elaboración de un diagnóstico nacional anual
de la situación de la niñez y la adolescencia en Mé-
xico; y

VII. Las demás que señale la Ley.

Artículo 80. La Coordinación General y de Enlace
tendrá las siguientes facultades:

I. Facilitar a la Dirección General la información
que requiera de los Observatorios Ciudadanos Esta-
tales o sobre sus actividades para su participación
en el Consejo Nacional así como en sus reuniones
de representación del Observatorio Ciudadano Na-
cional ante instituciones públicas y privadas;

II. Entregar a la Dirección General toda aquella in-
formación relevante que le sea requerida o que con-
sidere importante para la elaboración y evaluación
del Programa Nacional por parte del Secretariado
Ejecutivo Nacional;

III. Recopilar de los Observatorios Ciudadanos Es-
tatales así como de las instituciones públicas la in-
formación necesaria para conocer sus necesidades y
proyectos y comunicarlo a la Dirección General;

IV. Organizar la logística y contenidos de las reu-
niones de los Observatorios Estatales, regionales o
nacionales, para la discusión de sus análisis de si-
tuación de la niñez y la adolescencia, de sus aporta-
ciones para la elaboración y evaluación del Progra-
ma Nacional, así como cualquier otro tema de
preocupación o incidencia nacional que se conside-
re importante;

V. Administrar de los Observatorios Ciudadanos
Estatales así como de las instituciones públicas la
información necesaria para elaborar el diagnóstico
nacional anual de los derechos de la niñez;

VI. Brindar apoyo técnico a los Observatorios Ciu-
dadanos Estatales que lo soliciten para la elabora-
ción de su diagnóstico estatal anual de los derechos
de la niñez;

VII. Investigar sobre los donantes potenciales, los
proyectos solicitados y las áreas de oportunidad pa-
ra la recaudación de fondos;

VIII. Facilitar a los Observatorios Estatales infor-
mación sobre las convocatorias, concursos, oportu-
nidades de obtención de recursos económicos u otro
tipo de apoyos;
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IX. Asistir a las reuniones convocadas por el Secre-
tariado Ejecutivo Nacional para la coordinación con
otras Secretarías e instancias, para la ejecución del
Programa Estatal y cumplimiento de los acuerdos
del Consejo Nacional;

X. Proporcionar apoyo técnico a los Observatorios
Estatales en la medida de sus posibilidades; 

XI. Diseñar y desarrollar campañas de difusión y
prevención en materia de derechos de la niñez, así
como colaborar en otras existentes que busquen el
mismo fin; y

XII. Las demás que señale la Ley.

Artículo 81. Los Observatorios Ciudadanos Estatales
definirán su estructura en sus Estatutos en función de
sus necesidades y requerimientos estatutarios, debien-
do tener una Dirección General en todo caso.

Artículo 82. Quién ostente la Dirección General re-
presentará legalmente al Observatorio Ciudadano Es-
tatal en cualquier convenio o reunión que celebre y an-
te el Consejo Estatal de los Derechos de la Niñez y la
Adolescencia.

Artículo 83. El Observatorio Ciudadano Estatal ten-
drá las siguientes funciones:

I. Participar en el Consejo Estatal en la toma de de-
cisiones de más alto nivel dentro del territorio que
represente en materia de niñez y adolescencia;

II. Comunicar al Secretariado Ejecutivo Estatal to-
da aquella información relevante que le sea requeri-
da o que considere importante para la elaboración y
evaluación del Programa Estatal, o para la garantía
de los derechos de la niñez en el Estado;

III. Elaborar un diagnóstico anual estatal en materia
de niñez y adolescencia en el Estado;

IV: Participar en las convocatorias del Observatorio
Ciudadano Nacional para la discusión de sus análi-
sis de situación de la niñez y la adolescencia, de sus
aportaciones para la elaboración y evaluación del
Programa Nacional, así como cualquier otro tema
de preocupación o incidencia nacional que se con-
sidere importante; 

V. Celebración de convenios y acuerdos con institu-
ciones privadas o públicas, nacionales o internacio-
nales para la canalización de recursos económicos,
técnicos, financiamiento de asistencia técnica o ca-
pacitación para el desarrollo de proyectos en bene-
ficio de la garantía de los derechos de la niñez y la
adolescencia; y

VI. Las demás que señale la Ley.

Título III
Del Programa Nacional y los Programas Estatales

y del Distrito Federal para la Garantía de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Capítulo I
Del Programa Nacional para la Garantía de los

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 84. El Programa Nacional para la Garantía de
los Derechos de la Niñez y la Adolescencia, tendrá una
vigencia de seis años y se elaborará de manera coordi-
nada y acorde con el Plan Nacional de Desarrollo.

Artículo 85. El Programa Nacional debe tomar en
cuenta, por lo menos, los siguientes aspectos:

I. Los acuerdos del Consejo Nacional sobre los li-
neamientos para la formulación de políticas públi-
cas generales en materia de derechos de la niñez y
la adolescencia;

II. La última evaluación del Programa Nacional an-
terior y los acuerdos adoptados por el Consejo Na-
cional al respecto;

III. Los informes anuales del Observatorio Ciuda-
dano Nacional sobre la situación de los derechos de
la niñez;

IV: La información estadística y cualitativa disponi-
ble;

V. Las solicitudes formuladas por la sociedad civil,
incluyendo organizaciones juveniles de niños, niñas
y adolescentes o peticiones individuales de los mis-
mos, si las hubiere;

VI. La información y/o sugerencias de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos;
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VII. Los recursos económicos disponibles para su
ejecución;

VIII. La transversalidad de la responsabilidad de
todas las instituciones públicas y sociales para la
garantía de los derechos de la niñez y la adolescen-
cia;

IX. Las desigualdades económicas, sociales y cul-
turales;

X. La inclusión de todos los derechos humanos de
la niñez y la adolescencia en el Programa Nacional;

XI. La asignación de acciones concretas a cada Se-
cretaría o institución pública responsable; 

XII. La inclusión de indicadores para su evaluación
posterior;

XIII. Las demás que señale la Ley.

Artículo 86. El Programa Nacional deberá contener,
por lo menos, los siguientes rubros:

I. Ejercicio de los derechos de la niñez y adolescen-
cia de las poblaciones indígenas;

II. Medidas para el fortalecimiento institucional es-
tatal y municipal para la protección de los derechos
de niñas, niños y adolescentes;

III. Medidas para el combate a las desigualdades so-
ciales y económicas;

IV: Medidas para la prevención y el combate a la
violencia;

V. Medidas para la prevención de la comisión de
delitos por parte de menores de edad y para el for-
talecimiento del sistema de justicia penal para ado-
lescentes; 

VI: Responsabilidad de cada una de las Secretarías
federales en la ejecución del Programa y en la ga-
rantía de los derechos de la niñez; y

VII. Aquellos rubros que se establezcan por el Con-
sejo Nacional.

Artículo 87. El Secretariado Ejecutivo Nacional, a tra-
vés de su Dirección de Enlace y Coordinación Interse-
cretarial, y de su Dirección de Enlace y Coordinación
con las Entidades Federativas se encargarán de recopi-
lar la información necesaria de sus enlaces respecti-
vos, de las otras Direcciones del Secretariado Ejecuti-
vo Nacional, de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos y del Observatorio Ciudadano Nacional pa-
ra que la Dirección General integre y redacte la ver-
sión final del Programa Nacional.

Para la recopilación de la información deberán contac-
tar y reunir a sus enlaces para la remisión de propues-
tas, sugerencias y aportaciones para la elaboración del
Programa Nacional. 

Asimismo, podrá convocar y reunir a instituciones
académicas u otras instituciones públicas o privadas
que considere que puedan brindar aportes relevantes
para la elaboración del Programa Nacional.

Artículo 88. El Programa Nacional deberá ser elabo-
rado y aprobado en un plazo no mayor a dos meses.

Artículo 89. Dos meses antes de su fin, se utilizará el
mismo procedimiento para integrar una evaluación del
Programa Nacional y aprobar la misma en el seno del
Consejo Nacional.

Capítulo II
De los Programas Estatales y del 

Distrito Federal para la Garantía de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 90. Los Programas Estatales y del Distrito
Federal para la Garantía de los Derechos de la Niñez y
la Adolescencia, tendrán una vigencia de seis años y se
elaborarán de manera coordinada y acorde con el Plan
de Gobierno.

Artículo 91. Los Programas Estatales deben tomar en
cuenta, por lo menos, los siguientes aspectos:

I. Los acuerdos adoptados por el Consejo Nacional
sobre los lineamientos para la formulación de polí-
ticas públicas y el Programa Nacional;

II. Los acuerdos del Consejo Estatal sobre los line-
amientos para la formulación de políticas públicas

Gaceta Parlamentaria Martes 19 de marzo de 201338



estatales en materia de derechos de la niñez y la
adolescencia;

III. La última evaluación del Programa Estatal ante-
rior y los acuerdos adoptados por el Consejo Esta-
tal al respecto;

IV. Los informes anuales del Observatorio Ciuda-
dano Estatal sobre la situación de los derechos de la
niñez y la adolescencia;

V. La información estadística y cualitativa disponi-
ble;

VI. Las solicitudes formuladas por la sociedad civil,
incluyendo organizaciones juveniles de niños, niñas
y adolescentes o peticiones individuales de los mis-
mos, si las hubiere;

VII. La información y/o sugerencias de la Comisión
Estatal de los Derechos Humanos y del Distrito Fe-
deral en su caso;

VIII. Los recursos económicos disponibles para su
ejecución;

IX. La transversalidad de la responsabilidad de to-
das las instituciones públicas y sociales para la ga-
rantía de los derechos de la niñez y la adolescencia;

X. Las desigualdades económicas, sociales y cultu-
rales, en el ámbito territorial de competencia;

XI. La inclusión de todos los derechos humanos del
a niñez y la adolescencia en el Programa Nacional;

XII. La asignación de acciones concretas a cada Se-
cretaría o institución pública responsable; 

XIII. La inclusión de indicadores para su evalua-
ción posterior; y

XIV. Las demás que señale la Ley.

Artículo 92. El Programa Estatal deberá contener, por
lo menos, los siguientes rubros:

I. Ejercicio de los derechos de la niñez y adolescen-
cia de las poblaciones indígenas; 

II. Medidas para el fortalecimiento institucional es-
tatal y municipal para la protección de los derechos
de niñas, niños y adolescentes;

III. Medidas para el combate a las desigualdades
sociales y económicas;

IV. Medidas para la prevención y el combate a la
violencia;

V. Medidas para la prevención de conductas tipifi-
cadas como delitos por parte de menores de edad y
para el fortalecimiento del sistema de justicia penal
para adolescentes; 

VI. Responsabilidad de cada una de las Secretarías
estatales en la ejecución del Programa y en la ga-
rantía de los derechos de la niñez y la adolescencia;
y

VII. Aquellos rubros que se establezcan por el Con-
sejo Estatal.

Artículo 93. El Secretariado Ejecutivo Estatal, a tra-
vés de su Dirección de Enlace y Coordinación se en-
cargará de recopilar la información necesaria de sus
enlaces respectivos, de las demás Direcciones del Se-
cretariado Ejecutivo Estatal, de la Comisión Estatal o
de Distrito Federal de los Derechos Humanos y del
Observatorio Ciudadano Estatal para que la Dirección
General integre y redacte la versión final del Programa
Nacional.

Para la recopilación de la información deberán contactar
y reunir a sus enlaces y al Observatorio Ciudadano Esta-
tal para la remisión de propuestas, sugerencias y aporta-
ciones para la elaboración del Programa Nacional. 

Asimismo, podrá convocar y reunir a instituciones
académicas u otras instituciones públicas o privadas
que considere que puedan brindar aportes relevantes
para la elaboración del Programa Estatal.

Artículo 94. El Programa Estatal deberá ser elaborado
y aprobado en un plazo no mayor a dos meses.

Artículo 95. Dos meses antes de su fin, se utilizará el
mismo procedimiento para integrar una evaluación del
Programa Nacional y aprobar la misma en el seno del
Consejo Nacional.
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Título IV
Del Procedimiento de Garantía de los 

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo 96. Cualquier persona o autoridad que tenga
conocimiento de la presunta violación de los derechos
de un niño, niña o adolescente, tiene la obligación de
hacerlo del conocimiento de la Procuraduría de Justi-
cia Estatal o del distrito Federal, acudiendo a la misma
directamente o mediante los números de denuncia a su
disposición.

Artículo 97. Cuando se trate de actos u omisiones
cometidas en contra de una niña, niño o adolescente
que puedan constituir un delito, el Ministerio Público
deberá, en primera instancia y de manera inmediata,
ordenar la presentación del presunto agresor e instar
a los representantes legales de las víctimas, o en su
caso, al DIF correspondiente, para que interponga la
denuncia o querella fijando, de manera inmediata,
una medida de separación del agresor para la protec-
ción de la integridad física y emocional de las vícti-
mas.

Cuando quién representa legalmente a las víctimas re-
sulta ser quién presuntamente las agredió, la denuncia
o querella será interpuesta por otro representante legal,
por un familiar o por el DIF correspondiente.

Artículo 98. Las medidas de separación del presunto
agresor para la protección de la integridad física y
emocional de las víctimas pueden incluir:

I. La desocupación del domicilio donde habite la
víctima, en el caso que el agresor cohabite en el
mismo lugar, independientemente de la acredita-
ción de propiedad, posesión o renta del inmueble,
junto con la prohibición de acercamiento del pre-
sunto agresor al domicilio, escuela y/o lugares fre-
cuentados por las víctimas; y

II. La detención inmediata del presunto agresor,
cuando existan elementos para considerar que no
acatará la medida anterior y que pondrá en riesgo la
integridad física y emocional de las víctimas.

El Ministerio Público que recibió el asunto dará aviso
inmediato al Ministerio Público especializado para
que intervenga.

Artículo 99. El Ministerio Público especializado, in-
formará a las víctimas menores de edad sobre el pro-
cedimiento en curso en contra de su presunto agresor,
las consecuencias y opciones que pueda tener la vícti-
ma durante dicho procedimiento, de una manera acor-
de con su edad y madurez.

En caso de que la víctima no hable el idioma español,
se pondrá a su disposición un traductor de su lengua
natal.

Las víctimas menores de edad serán consultadas sobre
su deseo de permanecer en su domicilio mientras dure
el proceso junto con sus familiares y conocidos que le
brinden protección y seguridad, sin alterar en la medi-
da posible su asistencia a la escuela y el contacto con
sus familiares y amigos siempre que los mismos pue-
dan garantizar su bienestar y protección.

Cuando no sea posible que la persona menor de edad
permanezca en su mismo domicilio, se buscará a los
familiares más cercanos o personas de confianza que
puedan garantizar su bienestar y protección.

Se recurrirá al internamiento de las víctimas menores
de edad en establecimientos de acogida o de asistencia
social como última instancia y tras haber agotado to-
dos los medios posibles para evitar dicho internamien-
to. 

El Ministerio Público Especializado dictaminará de
manera inmediata, como medida temporal de urgen-
cia, la residencia de la víctima menor de edad, con ba-
se a lo estipulado por el presente artículo y dará parte
al DIF y al Juzgado Familiar correspondiente para que
en un plazo no mayor de 10 días hábiles el juez esta-
blezca si dicha medida se mantiene o se sustituye por
otra.

Artículo 100. Durante el plazo de quince días hábiles
de que dispone el Juzgado Familiar, el DIF correspon-
diente investigará sobre el entorno familiar y social de
la víctima, así como las mejores opciones existentes
para el niño, niñas o adolescente a fin de garantizar su
bienestar y protección durante el desarrollo del proce-
dimiento.

Atendiendo a lo dispuesto por el artículo 99 de la pre-
sente Ley, la prioridad será la de mantener al niño, ni-
ña o adolescente junto a los familiares que lo cuidan y
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protegen en su domicilio. La separación de sus fami-
liares y conocidos más directos que le brinden seguri-
dad y protección, será la medida de segunda instancia,
y la medida de internamiento en un establecimiento de
asistencia social aislado de ellos, será la última opción
a elegir.

El internamiento en un establecimiento de asistencia
social, tanto como medida temporal de urgencia dicta-
da por el Ministerio Público, como medida dictada por
el juzgado familiar en lo que se resuelve el procedi-
miento, no podrá suponer la privación de la libertad
del menor de edad. No se podrá restringir su salida y
entrada del establecimiento, salvo en lo referido a los
horarios y normas de residencia en el mismo.

Durante los diez días hábiles de que dispone el Juzga-
do Familiar para dictaminar sobre la situación de la ni-
ña, niño o adolescente, el DIF también investigará si
es necesario interponer una demanda civil ante el juz-
gado familiar de suspensión, limitación o pérdida de la
custodia o de la patria potestad, o de cualquier otra cir-
cunstancia civil que esté afectando a los derechos de la
niña, niño y/o adolescente.

Si hubiera transcurrido el plazo y no se presentara la
demanda civil, pero con posterioridad el DIF, un re-
presentante legal, o un familiar de la víctima conside-
raran la necesidad de interponerla, ésta podrá realizar-
se en cualquier momento.

Artículo 101. El DIF correspondiente también deberá
intervenir cuando:

I. Un niño o niña presuntamente haya cometido una
conducta tipificada como delito;

II. Tenga conocimiento de que los derechos de una
niña, niño o adolescente no están siendo garantiza-
dos por su familia, escuela y comunidad; y

III. Tenga conocimiento de que una niña, niño o
adolescente no acude a los servicios educativos, de
salud y atención requeridos. 

En los casos referidos anteriormente, el DIF deberá re-
alizar una investigación sobre los motivos de las ca-
rencias existentes para el ejercicio pleno de los dere-
chos de las niñas, niños y adolescentes.

El DIF identificará los derechos que le estén siendo
vulnerados a las niñas, niños y adolescentes en cada
caso y los irá restituyendo uno a uno en colaboración
con las instancias federales, estatales y municipales,
así como no gubernamentales que brinden servicios y
programas de prevención y atención a la salud, de re-
habilitación a las drogas, educativas, deportivas, lúdi-
cas y cualesquiera otras que cumplan con la finalidad
requerida.

Para la restitución de los derechos, se incluirá de ma-
nera integral a quienes conforman la familia cercana
y/o personas que convivan con los menores de edad,
buscando su unidad, la resolución pacífica de conflic-
tos y la restitución conjunta de sus derechos.

La restitución de los derechos no podrá implicar el in-
ternamiento de los menores de edad en un estableci-
miento de asistencia social, salvo que ello sea solicita-
do de manera explícita por el niño, niña o adolescente
para recibir tratamientos de salud o aislarse de compa-
ñías que le sean perjudiciales a su bienestar e integri-
dad. En este caso, no se podrá restringir su salida y en-
trada del establecimiento, salvo en lo referido a los
horarios y normas de residencia en el mismo.

En caso de detectarse la presunta comisión de un deli-
to en contra de los menores de edad durante el proce-
so de investigación y restitución de derechos, se inter-
pondrá la denuncia o querella correspondiente ante el
Ministerio Público. 

Durante el procedimiento de restitución de derechos,
el DIF también evaluará si es necesario interponer una
demanda civil ante el juzgado familiar de pérdida de la
custodia o de la patria potestad, o de cualquier otra cir-
cunstancia civil que esté afectando a los derechos de la
niña, niño y adolescente. 

Título V
Del Financiamiento y el Gasto 

Artículo 102. Los fondos y recursos destinados a la
creación, desarrollo y funcionamiento del Sistema de
Garantías para la Protección Integral de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, así como de los Pro-
gramas Nacional y Estatales de Derechos de la Niñez
y la Adolescencia constituyen el Presupuesto nacional
y estatales a favor de la niñez y la adolescencia para
los efectos de esta Ley. 
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Los presupuestos nacional y estatales a favor de la ni-
ñez y la adolescencia son prioritarios y de interés pú-
blico, por lo que serán objeto de seguimiento y eva-
luación por parte del Consejo Nacional de los
Derechos de la Niñez y los Consejos Estatales de los
Derechos de la Niñez, respectivamente conforme a lo
establecido por esta Ley, además del seguimiento esta-
blecido en otros ordenamientos jurídicos.

Artículo 103. Son prioritarios y de interés público:

I. La definición, implementación y evaluación de
los Programas Nacional y Estatales de los Derechos
de la Niñez;

II. Las áreas definidas como prioritarias por los In-
formes anuales de los Observatorios Ciudadanos
Nacional y Estatales en sus análisis de situación; y

III. La infraestructura física, de recursos humanos y
económicos requeridos por las instituciones e ins-
tancias públicas para la operación del Sistema.

Artículo 104. Los presupuestos nacional y estatales a
favor de la niñez y la adolescencia, se sujetarán a los
siguientes criterios:

I. Tendrán como consideración primordial el interés
superior de las niñas, niños y adolescentes, tenien-
do en cuenta aquellos grupos que sufren mayores
desigualdades y discriminación;

II. Se aplicarán los criterios de equidad y transpa-
rencia conforme a la legislación aplicable en la de-
cisión y ejecución de la distribución del gasto;

III. El gasto social per cápita no será menor en tér-
minos reales al asignado el año inmediato anterior;

IV. Estarán orientados a una garantía de los dere-
chos de la niñez regionalmente equilibrada;

V. Se basará en indicadores y lineamientos genera-
les de eficacia y de cantidad y calidad en la presta-
ción de los servicios sociales;

VI. Tendrán en cuenta las necesidades estructurales,
de recursos humanos y económicos de los munici-
pios; y

VII. Tendrán en cuenta las conclusiones de los in-
formes anuales de los Observatorios Ciudadanos
Nacional y Estatales sobre análisis de situación.

Artículo 105. Los recursos presupuestales podrán ser
complementados con recursos provenientes de otros
gobiernos federal, estatales o del Distrito Federal, así
como con aportaciones de organismos internacionales
y de los sectores social y privado.

Artículo 106. Independientemente del presupuesto a
favor de la niñez y la adolescencia que asigne cada Es-
tado o el Distrito Federal, la Federación destinará par-
te de su presupuesto a los siguientes rubros:

I. Instalación y fortalecimiento de la infraestructura
establecida en la presente Ley en los Estados, en es-
pecial, de los Secretariados Ejecutivos estatales, los
DIF estatales y municipales y los Observatorios
Ciudadanos Estatales;

II. Desarrollo y ejecución de los Programas Estata-
les; y

III. Fortalecimiento institucional municipal de
aquellos Municipios más necesitados, según los In-
formes anuales de los Observatorios Ciudadanos
sobre el análisis de situación. Estos recursos serán
remitidos por la Federación directamente al Muni-
cipio.

Artículo 107. El DIF Nacional enviará un reporte
anual al Secretariado Ejecutivo Nacional sobre la eje-
cución del presupuesto recibido por parte de la Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión, el cual se-
rá revisado y en caso necesario, se le solicitará mayor
detalle o información sobre el mismo. Una vez revisa-
do por el Secretariado Ejecutivo Nacional, el mismo
elaborará un informe de evaluación que será presenta-
do al Consejo Nacional para su aprobación.

Artículo 108. Los sistemas DIF Estatales, del DF y
Municipales, enviarán un reporte anual al Secretariado
Ejecutivo Estatal sobre la ejecución del presupuesto
recibido por la Legislatura Local y el DIF Estatal en su
caso. El Secretariado Ejecutivo Estatal lo revisará y
solicitará mayor detalle o información sobre el mismo,
en caso de que lo estime necesario. Una vez revisado
elaborará un informe de evaluación que será presenta-
do al Consejo Estatal para su aprobación.
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Artículo 109. La ejecución de los presupuestos nacio-
nal y estatales a favor de la niñez y a adolescencia se-
rá evaluada anualmente por el Consejo Nacional y Es-
tatales y estará sujeta a las sanciones previstas en la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos.

Título VI
De las Responsabilidades 
de los Servidores Públicos

Capítulo Único

Artículo 110. Los servidores públicos responsables de
la aplicación de los procedimientos de la presente Ley,
deberán cumplir sus actividades observando los prin-
cipios de respeto a la dignidad humana, imparcialidad,
igualdad, apego a derecho y veracidad.

Artículos Transitorios

Artículo Primero. La presente Ley entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Artículo Segundo. Se abroga la Ley para la Protec-
ción de Niñas, Niños y Adolescentes, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 29 de mayo de 2000.

Artículo Tercero. El Congreso de la Unión adecuará
la Ley de Asistencia Social a los preceptos de esta en
un plazo máximo de tres meses, contados a partir de la
fecha de inicio de la vigencia de esta Ley.

Artículo Cuarto. La Federación, los Estados y el Dis-
trito Federal, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, dispondrán de un plazo de un año máximo pa-
ra adoptar las leyes y normas necesarias para el
cumplimiento de esta Ley, la reformas necesarias a las
existentes y la derogación de aquellas que le sean in-
compatibles, de acuerdo con el párrafo segundo del
Artículo 1 de esta Ley. Los Municipios dispondrán de
un plazo de 18 meses para el mismo fin. 

Artículo Quinto. Los titulares de la Secretaría de De-
sarrollo Social, Secretaría de Salud y Secretaría de Go-
bernación deberán reunirse en un plazo máximo de un
mes a partir de la fecha de inicio de la vigencia de es-
ta Ley, a fin de definir los lineamientos de un Plan de
Transición para la implementación de la infraestructu-

ra institucional necesaria para el funcionamiento del
Sistema de Garantía de Protección de los Derechos de
las Niñas, Niños y Adolescentes. 

El Plan de Transición será presentado por las tres Se-
cretarías al Presidente de la República en un plazo má-
ximo de tres meses contados a partir de su primera
reunión y deberá incluir el presupuesto requerido y
una planeación de la ejecución de dichos fondos para
la implementación del nuevo Sistema.

El Presidente de la República dispondrá de un plazo
máximo de un mes para la aprobación del Plan de
Transición desde la fecha en que le fuera presentado.

El Plan de Transición incluirá además la planeación en
etapas y el presupuesto para la capacitación de todos
los miembros del Sistema de Garantía de Protección
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, la
cual, estará a cargo del Secretariado Ejecutivo Nacio-
nal, Estatales y del Distrito Federal, y se iniciará en un
plazo no mayor a 3 meses desde la instalación de los
Secretariados Ejecutivos respectivos. Para el desarro-
llo de la capacitación, podrá incluirse la participación
y colaboración de organismos internacionales, organi-
zaciones de la sociedad civil, instituciones académicas
y/o expertos nacionales o internacionales. 

Artículo Sexto. El Secretariado Ejecutivo Nacional
deberá ser instalado, dotado de la infraestructura insti-
tucional, de recursos humanos y económicos necesa-
rios y estar plenamente operando en un plazo máximo
de 9 meses a partir de la vigencia de esta Ley.

Una vez instalado el Secretariado Ejecutivo Nacional,
elaborará y aprobará su Reglamento de funcionamien-
to en un plazo no mayor a tres meses contados desde
la fecha de su instalación.

Asimismo, Consejo Nacional deberá realizar su pri-
mera sesión dentro de un plazo máximo de 12 meses a
partir de la vigencia de esta Ley. 

Artículo Séptimo. Los Sistemas de Desarrollo Inte-
gral de la Familia Nacional, Estatales y del Distrito Fe-
deral, así como de los Municipios dispondrán de un
plazo de un año para su completa reestructuración
conforme a la presente Ley contados a partir de la fe-
cha de inicio de la vigencia de la misma. 
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La reestructuración de los Sistemas de Desarrollo In-
tegral de la Familia irán acompañadas y asesoradas
por el Secretariado Ejecutivo Nacional, Estatales y del
Distrito Federal respectivamente.

Los Sistemas de Desarrollo Integral de la Familia Na-
cional, Estatales, del Distrito Federal y Municipales,
contarán con un plazo de tres meses para aprobar su
Reglamento de funcionamiento contados a partir de la
conclusión de su reestructuración.

Artículo Octavo. En todas las entidades federativas,
los titulares de la Secretaría de Desarrollo Social, Se-
cretaría de Salud y Secretaría de Gobierno deberán
reunirse en un plazo máximo de un mes a partir de la
fecha de inicio de la vigencia de esta Ley a fin de de-
finir los lineamientos de un Plan de Transición para la
implementación de la infraestructura institucional ne-
cesaria para el funcionamiento del Sistema de Garan-
tía de Protección de los Derechos de las Niñas, Niños
y Adolescentes. 

El Plan de Transición será presentado por las tres Se-
cretarías al Gobernador del Estado o Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, en su caso, en un plazo máximo
de tres meses contados a partir de su primera reunión.

Dicho Plan de Transición deberá incluir el presupues-
to requerido para su implementación, así como la pla-
neación de la capacitación, para la cual, se solicitará la
colaboración del Secretariado Ejecutivo Nacional y se
podrá requerir el apoyo de organismos internacionales,
organizaciones de la sociedad civil, instituciones aca-
démicas, expertos nacionales y/o internacionales.

Artículo Noveno. Una vez presentado el Plan de Tran-
sición al Gobernador del Estado o Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, el Secretariado Ejecutivo Estatal
respectivo o del Distrito Federal en su caso, deberá ser
instalado, dotado de la infraestructura institucional, de
recursos humanos y económicos necesarios y estar
plenamente operando en un plazo máximo de 9 meses
contados a partir de la fecha de inicio de la vigencia de
esta Ley.

Una vez instalado el Secretariado Ejecutivo Estatal o
del Distrito Federal, según el caso, elaborará y apro-
bará su Reglamento de funcionamiento en un plazo no
mayor a tres meses contados desde la fecha de su ins-
talación.

Asimismo, Consejo Estatal o del Distrito Federal, en
su caso, deberá realizar su primera sesión en un plazo
máximo de 12 meses contados a partir de la fecha de
inicio de la vigencia de esta Ley. 

Artículo Décimo. Tendrán un plazo máximo de doce
meses, a partir de la fecha de vigencia de esta Ley pa-
ra ser instalados y entrar en funciones de manera ple-
na:

I. Los Observatorios Ciudadanos Nacional, Estata-
les y del Distrito Federal de los Derechos de la Ni-
ñez y la Adolescencia, 

II. Las Visitadurías Generales de las Comisiones
Nacional, Estatales y del Distrito Federal de los De-
rechos Humanos

III. Los Ministerios Públicos Especializados Fede-
rales, Estatales y del Distrito Federal en materia de
niñez y adolescencia, y

IV. Las Oficinas Especializadas en materia de niñez
y adolescencia de los Juzgados y Tribunales Fede-
rales, Estatales y del Distrito Federal, previstas en
el artículo 75 de esta Ley.

Artículo Décimo Primero. Los presupuestos nacional
y estatales a favor de la niñez y la adolescencia no po-
drán ser inferiores, en términos reales, al del año fiscal
anterior. Este presupuesto se deberá incrementar cuan-
do menos en la misma proporción en que se prevea el
crecimiento del producto interno bruto en los Criterios
Generales de Política Económica y en congruencia
con la disponibilidad de recursos, a partir de los ingre-
sos que autoricen la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, las legislaturas estatales y la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal a los Gobiernos res-
pectivos.

Artículo Décimo Segundo. Los presupuestos nacio-
nal y estatales a favor de la niñez y la adolescencia de-
berán gastarse íntegramente para tal fin, siendo sus
partidas intangibles e intransferibles a otros rubros del
presupuesto ni para posibles contingencias como crisis
económicas, catástrofes naturales, emergencias sanita-
rias o cualquiera otra. Tampoco podrán ser inferiores
al 6% del presupuesto total nacional o estatal corres-
pondiente.
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 27 Y DEROGA EL 32 DE LA

LEY DEL SEGURO SOCIAL, A CARGO DEL DIPUTADO SER-
GIO TORRES FÉLIX, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

El que suscribe, diputado integrante de la LXII Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, e integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 27 y dero-

ga el artículo 32 de la Ley del Seguro Social, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

Desde 1943, por mandato constitucional, los trabaja-
dores de México y sus familias tienen acceso a un sis-
tema de seguridad social que es garante de su derecho
a la salud, la asistencia médica, la protección de sus
medios de subsistencia y el otorgamiento de los servi-
cios sociales necesarios para su bienestar.

Durante siete décadas, el Instituto Mexicano del Segu-
ro Social (IMSS) ha brindado a millones de mexicanos
servicios médicos y hospitalarios, farmacias, pensio-
nes, guarderías infantiles, centros de capacitación, de-
portivos, culturales, vacacionales y otras prestaciones
sociales, que responden al indeclinable compromiso
del Estado mexicano con los trabajadores y sus fami-
lias. En este sentido, la seguridad social ha sido un ele-
mento fundamental para la redistribución de la rique-
za del país y el abatimiento de la pobreza.

Sin embargo, el sistema de seguridad social debe for-
talecerse para avanzar en el propósito común de im-
pulsar la transformación del país y lograr un México
más incluyente, que reduzca los altos niveles de des-
igualdad que hoy existen en el país.

Para ello, con el fin de reafirmar y consolidar al IMSS
en su carácter solidario y redistribuidor del ingreso na-
cional y que responda a las expectativas de sus dere-
chohabientes y de la sociedad en general, es necesario
que el instituto disponga de los recursos suficientes
que le permitan proporcionar servicios de calidad, ga-
rantizar un retiro digno y expandir su cobertura a otros
núcleos de la población, conforme a las necesidades de
la población derechohabiente. En este sentido, la salud
financiera del IMSS es indispensable para que alcance
plenamente sus propósitos y sobre todo para que se ga-
rantice su sustentabilidad y operación en el largo pla-
zo.

Las cuotas obrero-patronales que se enteran al IMSS
se calculan a partir del denominado salario base de co-
tización que establece la Ley del Seguro Social. El sa-
lario, en su concepción más amplia, significa el ingre-
so total que obtiene un trabajador como retribución
por sus servicios. Así, el salario engloba diversos com-
ponentes que las leyes han tratado de delimitar o de
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otorgarles un tratamiento especial, por diversas razo-
nes que se consideraron procedentes en su momento.

Por ejemplo, la Ley del Seguro Social del 19 de enero
de 1943 basó las cuotas obrero-patronales, así como
las aportaciones del estado, en el salario percibido por
el trabajador, integrado conforme a lo dispuesto en la
Ley Federal del Trabajo. Posteriormente, la Ley del
Seguro Social del 12 de marzo de 1973 precisó con
claridad los elementos que integraban la base de coti-
zación respectiva, con el propósito de lograr una me-
jor recaudación en beneficio de los trabajadores.

Por su parte, la Ley del Impuesto sobre la Renta excluye
o exenta diversos componentes del salario, para deter-
minar la base gravable de los ingresos por la prestación
de servicios personales subordinados, que no coincide
con aquéllos considerados para la integración del salario
base de cotización. Por ejemplo, la participación en las
utilidades de las empresas, así como los premios por
puntualidad y asistencia no integran salario base de coti-
zación, pero forman parte de la base gravable del im-
puesto sobre la renta por los ingresos derivados de la
prestación de servicios personales subordinados.

Los tratamientos diferenciados que han dado las Leyes
del Seguro Social y del Impuesto sobre la Renta a los
diversos componentes del salario, en su amplio senti-
do, han provocado que las respectivas bases gravables
de las cuotas obrero-patronales y el impuesto sobre la
renta a cargo de los trabajadores estén disasociadas,
cuando ambas deberían ser la misma; es decir, ser el
ingreso que efectivamente reciben los trabajadores co-
mo retribución por sus servicios.

La situación anterior ha provocado dos tipos de pro-
blemas: en primer lugar, ha hecho un sistema comple-
jo y difícil para los contribuyentes, puesto que la exis-
tencia de distintas bases gravables para un solo
concepto, complican el cálculo y, al mismo tiempo, la
fiscalización de la determinación de ambas contribu-
ciones; el segundo tiene que ver con los incentivos
perversos que genera en algunos patrones de aprove-
char la diferencia entre ambas bases gravables para,
por un lado, subestimar el salario base de cotización y
así reducir su carga de seguridad social, y por el otro,
reportar una nómina mayor para deducir su propia ba-
se gravable, puesto que diversos componentes de los
ingresos por la prestación de servicios personales sub-
ordinados son deducibles para los patrones.

Según datos del IMSS y de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, se estima que la nómina reportada
para efectos de las contribuciones de seguridad social
en el año 2012, fue siete punto cinco por ciento menor
que la nómina reportada para efectos del impuesto so-
bre la renta sobre salarios del sector privado en dicho
periodo.

La anterior situación implica pérdidas para ambas par-
tes. Por un lado, para la Hacienda Pública y el IMSS
que reciben menos recursos de los que deberían perci-
bir y, por otro lado, para los trabajadores, quienes ge-
neran un menor ahorro para el retiro y para la adquisi-
ción de casa habitación y reciben servicios de salud en
condiciones menos óptimas. Esto se debe a que el sa-
lario base de cotización también es el elemento clave
del cálculo de las aportaciones que se efectúan al Ins-
tituto del Fondo Nacional de Vivienda para los Traba-
jadores (Infonavit) y a las cuentas individuales que ad-
ministran las administradoras de fondos para el retiro
(Afores).

Por lo tanto, la propuesta que se pone a consideración
de esta honorable asamblea, pretende homologar el
tratamiento de aquellos conceptos que se consideran
para la determinación del salario base de cotización en
los que la Ley del Seguro Social otorga un tratamien-
to distinto al de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, a
fin de hacer más compatibles ambas bases gravables y
lograr una mejoría en las prestaciones a que tienen de-
recho los trabajadores. Al homologar las bases de am-
bas contribuciones se pretende que éstas se calculen
sobre los ingresos que efectivamente perciben los tra-
bajadores por la prestación de servicios personales
subordinados.

Adicionalmente, la homologación de las referidas ba-
ses repercutirá en una simplificación en el pago de las
contribuciones a cargo de los contribuyentes y elimi-
nará las complejidades que se han generado por exis-
tir bases distintas respecto del mismo concepto grava-
ble para efectos del impuesto sobre la renta y de las
aportaciones de seguridad social.

Asimismo, esta medida provocará que los patrones se-
an consistentes con lo que calculan y declaran para de-
terminar el salario base de cotización y las deduccio-
nes a que tienen derecho para efectos del impuesto
sobre la renta, por las remuneraciones y prestaciones
que efectivamente entreguen a sus trabajadores.
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Adicionalmente, esta reforma es necesaria en virtud de
que con ella se pretende fortalecer al IMSS al aumen-
tar los recursos que podrá disponer y así financiar los
seguros que integran el Régimen Obligatorio del Se-
guro Social, particularmente el Seguro de Enfermeda-
des y Maternidad que actualmente es el más deficita-
rio en su relación ingreso-gasto, según lo ha reportado
el IMSS al Congreso de la Unión y al Poder Ejecutivo
federal en los últimos diez años. Asimismo, con las
modificaciones propuestas se conseguirá aumentar los
recursos que los trabajadores tendrán disponibles en el
Infonavit para la adquisición de vivienda y en sus ad-
ministradoras de fondos para el retiro, lo cual hará que
las prestaciones que reciben de dichas instituciones
sean acordes con su salario total.

Por las anteriores consideraciones, someto a la consi-
deración del pleno de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, el siguiente proyecto de

Decreto que reforma el artículo 27 y deroga el artí-
culo 32 de la Ley del Seguro Social

Artículo Único. Se reforman las fracciones I a IX y
el último párrafo del artículo 27, y se deroga el artí-
culo 32 de la Ley del Seguro Social, para quedar como
sigue: 

Artículo 27. …

I. Los bienes que el patrón proporcione a los traba-
jadores para el desempeño de sus actividades, siem-
pre que los mismos estén de acuerdo con la natura-
leza del trabajo prestado y hasta por el monto en
que se encuentren exentos o no sean considerados
ingresos gravados para el trabajador en términos de
la Ley del Impuesto sobre la Renta.

II. Las aportaciones a los fondos de ahorro estable-
cidos para los trabajadores, siempre que los ingre-
sos obtenidos de dichos fondos se encuentren exen-
tos o no sean considerados ingresos gravados para
el trabajador en términos de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta.

III. Las cuotas destinadas a la subcuenta de retiro,
cesantía en edad avanzada y vejez de la cuenta in-
dividual de los trabajadores, y las demás cuotas que
en términos de esta ley le corresponde cubrir al pa-
trón, cada una de ellas hasta por el monto en que se

encuentren exentas o no sean consideradas ingresos
gravados para el trabajador en términos de la Ley
del Impuesto sobre la Renta. 

IV. Las aportaciones a la subcuenta de vivienda de
la cuenta individual de los trabajadores que se efec-
túen en términos de la Ley del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, y las
participaciones en las utilidades de las empresas,
hasta por el monto en que cada una de dichas pres-
taciones se encuentren exentas o no se consideren
ingresos gravados para el trabajador en términos de
la Ley del Impuesto sobre la Renta.

V. La alimentación que se entregue en forma distin-
ta de vales, de reembolso o de efectivo, y la habita-
ción, hasta por el monto en que cada una de dichas
prestaciones se encuentren exentas o no se conside-
ren ingresos gravados para el trabajador en térmi-
nos de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

VI. Las despensas en especie o en vales, hasta por
el monto equivalente al cuarenta por ciento de un
salario mínimo general diario del Distrito Federal,
elevado al periodo de pago que corresponda.

VII. Los premios por asistencia y puntualidad, has-
ta por el monto en que se encuentren exentos o no
se consideren ingresos gravados para el trabajador
en los términos de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

VIII. Las cantidades aportadas por el patrón para
constituir fondos de algún plan de pensiones esta-
blecido por el patrón o derivado de contratación co-
lectiva, hasta por el monto en que dichas cantidades
se encuentren exentos o no sean consideradas in-
gresos gravados para el trabajador para los efectos
de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Los planes
de pensiones serán sólo los que reúnan los requisi-
tos que establezca la Comisión Nacional del Siste-
ma de Ahorro para el Retiro, y

IX. Las remuneraciones por concepto de tiempo ex-
traordinario laborado dentro de los márgenes seña-
lados en la legislación laboral, hasta por el monto
en que dichas remuneraciones se encuentren exen-
tas o no se consideren ingresos gravados para el tra-
bajador en los términos de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta.
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…

Cualquiera de los conceptos enunciados en las frac-
ciones de este artículo que se encuentre parcial-
mente gravado o exento para los trabajadores en tér-
minos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el
monto gravado o no exento integrará salario base de
cotización.

Artículo 32. Se deroga.”

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir
del primer día natural del siguiente mes calendario a
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se deroga cualquier disposición de carácter
general o particular que se oponga a lo previsto en el
presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 19 de marzo de 2013.

Diputado Sergio Torres Félix (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY AGRARIA, A
CARGO DE LA DIPUTADA MARTHA BERENICE ÁLVAREZ

TOVAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que suscribe, Martha Berenice Álvarez Tovar, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, por
Michoacán, en la LXII Legislatura en la Cámara de
Diputados, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de la
Cámara de Diputados la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, para reformar el artículo 37 de la Ley

Agraria, adicionándole un segundo párrafo, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La participación de la población femenina en el medio
rural ha jugado y juega un papel importante en el de-
sarrollo de los grupos domésticos y de la comunidad,
sin embargo, el escenario al que se enfrentan social y
económicamente ha inhibido su reconocimiento y jus-
to valor al que son acreedoras. La mayoría no reciben
remuneración por el trabajo que realizan. Incluso, el
trabajo que reportan como actividad económica les ge-
nera pagos por debajo del estimado para los varones,
por ello se dice que las mujeres rurales son discrimi-
nadas en cuanto a los ingresos que perciben y sobre-
explotadas en términos del tiempo y trabajo que reali-
zan.

El Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres
y la Equidad de Género en su estudio legislativo de la
Cámara de Diputados sobre el marco jurídico en ma-
teria agraria desde la perspectiva de género expone
que la mujer rural, en un alto porcentaje se caracteriza
por vivir en la pobreza, en un grado de marginación
…y discriminación, los cuales provocan que no se be-
neficien del desarrollo económico, social, en educa-
ción, salud, vivienda, vestido, calzado y transporte, y
que su capacidad para cubrirlas sea mínima e insufi-
ciente.

La historia contemporánea y la Ley Agraria vigente,
manifiestan que no se ha logrado un avance acorde en
el tema de los derechos agrarios de las mujeres. Un te-
ma evidente es el referente a la participación de la mu-
jer dentro de los órganos del ejido, donde uno de los
requerimientos es el expuesto en el artículo 12 de la
mencionada legislación que en su letra dice: “Son eji-
datarios los hombres y las mujeres titulares de los
derechos ejidales”. En la práctica esto impacta en
gran medida el acceso de las mujeres a una igualdad
sustantiva, lo que insta a que dentro de la redacción se
regule, una mayor participación de las mujeres, lo que
traería consigo presencia en la toma de decisiones, eje-
cución y cumplimiento de los acuerdos tomados.

Antecedentes

El reconocimiento de los derechos humanos –sociales,
culturales, económicos y políticos— de las mujeres,
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ha tenido un proceso evolutivo; desde las primeras
convenciones internacionales y la suscripción y ratifi-
cación de los instrumentos internacionales que emana-
ron de éstas. En estos instrumentos, se reconocen los
derechos humanos de carácter social de las mujeres,
las condiciones de igualdad entre hombres y mujeres y
la no discriminación. Los Estados tienen la obligación
de tutelar esos derechos y garantizar que las mujeres
tengan acceso pleno al goce y ejercicio de éstos.

México no ha sido la excepción en el progresivo reco-
nocimiento de los derechos humanos de las mujeres,
además de ser parte de las Convenciones y Tratados
Internacionales, ha ido adecuando la legislación para
alcanzar ese fin.

Históricamente, dos de las reformas más importantes
en la materia fueron el reconocimiento del derecho de
las mujeres a votar, en 1953, y la reforma del artículo
4o. constitucional,1 que actualmente prevé la igualdad
entre hombres y mujeres ante la ley.

En definitiva, en México, a partir del presente siglo, se
han venido produciendo una serie de reformas legisla-
tivas y sociales, encaminadas a consolidar la plena
igualdad entre mujeres y hombres, si bien los siglos de
situaciones inequitativas sufridos han supuesto que
hoy sigan produciéndose aspectos que evidencian las
desigualdades diarias contra un sexo en beneficio del
otro, en este caso ha sido el de las mujeres.2

Hoy existe una legislación más “amplia” respecto al
tema de igualdad entre hombres y mujeres, estos lo-
gros han sido resultado del interés y esfuerzo de dife-
rentes sectores de la sociedad y autoridades, quienes
han pugnado por un verdadero reconocimiento de los
derechos de las mujeres.

Sin embargo, en términos de igualdad, es necesario
destacar que, sí bien se ha avanzado en el carácter
formal para que la ley en su texto proteja a las muje-
res sin distinción, aún queda mucho trabajo que ha-
cer en el carácter sustantivo para modificar, las cir-
cunstancias que impiden a las mujeres, el ejercicio
pleno de los derechos y el acceso a las oportunidades
a través de medidas estructurales, legales o de políti-
ca pública.

No sólo es reformar o crear leyes por comodidad, es
lograr consolidar una armonización que haga factible

el desarrollo individual y comunitario que respete la
dignidad humana.

En este sentido, la legislación en materia agraria ha si-
do modificada con el fin de reconocer los derechos hu-
manos de las mujeres. Por ejemplo, “conforme a las
disposiciones que surgían a partir del artículo 27 cons-
titucional, en 1929 en el decreto que reforma la Ley de
Dotaciones y Restituciones de Tierras y Aguas en su
artículo 15 establecía: tienen derecho a recibir parcela
individual en un ejido, los varones solteros mayores de
16 años, los casados aún cuando sean menores de edad
y las mujeres solteras o viudas que tengan familia a la
cual sostengan”.3

En el Código Agrario de 1934, el artículo 44 estable-
cía que tenían derecho a recibir parcela individual en
un ejido, quienes reunieran los siguientes requisitos:

a) Ser mexicano, barón mayor de 16 años si es soltero
o de cualquier edad siendo casado, o mujer soltera o
viuda si tiene familia a su cargo.

El Código de 1940 exceptuaba trabajar personalmente
la tierra a las mujeres con familia a su cargo, incapaci-
tadas por sus labores domésticas y la atención de los
hijos menores que de ella dependieran. Aunque man-
tenía su titularidad y tenía la oportunidad de explotar
la tierra a través de una tercera persona.

Posteriormente, el Código de 1942 reitera como capa-
cidad agraria, el ser mexicano por nacimiento, varón
mayor de 16 años si es soltero o a cualquier edad si es
casado o mujeres soltera o viuda si tiene familia a su
cargo. También a la mujer campesina se le adjudicaba
la parcela por sanción y en algunos casos el producto
de la parcela se dedicaba al sostenimiento del grupo
familiar que económicamente dependía del adjudicata-
rio.

Las limitantes para la mujer, era que si se casaba, per-
día el derecho a adquirir y conservar la parcela, es de-
cir, el cambio de estado civil la perjudicaba.

En comparación con los anteriores criterios, actual-
mente la Ley Agraria reconoce plenos derechos a la
mujer sobre la propiedad de la tierra, su explotación y,
por consecuencia, su desarrollo económico, sin más
requisitos que los establecidos por los artículos 12, 15
y 16 de la Ley Agraria; sin embrago, el enfoque de las
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reformas se ha reducido a un solo tema: la propiedad
de la tierra; dejando con un carácter ambiguo y sin re-
gulación, la seguridad de una mayor participación de
la mujer dentro de los órganos del ejido.

En relación con esto, en el Informe de la Cuarta Con-
ferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing 1995, se afir-
ma: “La pobreza de la mujer está directamente rela-
cionada con la ausencia de oportunidades (…), y con
su mínima participación en el proceso de adopción de
decisiones”.

A su vez y de acuerdo con la ONU, la “igualdad entre
los géneros implica igualdad en todos los niveles de la
educación y en todos los ámbitos de trabajo, el control
equitativo de los recursos y una representación igual
en la vida pública y política”.4

Una de las reflexiones presentadas en el “Avance po-
lítico de las mujeres…en la mira”, publicadas en el
Instituto Nacional de las Mujeres expone que el obje-
tivo más allá de que mujeres y hombres sean iguales,
es conseguir que unos y otros tengan las mismas opor-
tunidades en la vida.

Uno de los mayores obstáculos para el logro y conso-
lidación de esta superior, ha sido sin lugar a duda, la
disparidad existente en el acceso de las mujeres a la
participación política, así como en la toma de decisio-
nes públicas.

Estadísticas del Registro Agrario Nacional indican que
en el país existen 31 mil 608 núcleos agrarios,5 que in-
tegran una superficie de 103.5 millones de hectáreas,
equivalentes a más de la mitad del territorio nacional.

Además, en México hay 5 millones 304 mil 195 suje-
tos agrarios, de los que 1 millón 369 mil 104 son mu-
jeres ejidatarias o comuneras, 25.9 por ciento, y 3 mi-
llones 935 mil 91 hombres, 74.1. A su vez, las mujeres
con más de 50 años son la población con mayores de-
rechos agrarios.6

“De acuerdo con el Censo Nacional de Órganos de Re-
presentación y Vigilancia, realizado por la Procuradu-
ría Agraria en 2010, 899 mujeres son presidentas de
los comisariados ejidales o de bienes comunales; 3 mil
114 tienen un puesto como secretarias en sus órganos
de representación y 4 mil 319 son tesoreras. Asimis-
mo, 9 mil 898 se desempeñan como suplentes de algu-

no de estos tres cargos. Existen 922 presidentas de los
Consejos de Vigilancia de núcleos agrarios; tres mil
325 ostentan el cargo de primera secretaria, 4 mil 254
el de segunda secretaria y 12 mil 12 mujeres se des-
empeñan como suplentes en dichos consejos.7

Datos obtenidos del Programa Sectorial Agrario 2001-
2006 en comparación con los anteriormente citados y
aun cuando no son datos tan actualizados, en 2001 ha-
bía 649 presidentas de comisariado ejidal, mil 570 se-
cretarias y 2 mil 322 tesoreras.8

Se observa que se ha incrementado gradualmente
la participación de la mujer dentro de las autorida-
des u órganos de los ejidos o comunidades, no obs-
tante es de destacarse que en proporción con el un
millón 369 mil 104 de mujeres ejidatarias o comu-
neras y a los datos obtenidos del Censo Nacional de
Órganos de Representación y Vigilancia publicados
en el 2010, sólo hay 2.83 por ciento de participación
de la mujeres en los órganos citados.

Las entidades con mayor participación femenil en car-
gos de los órganos de representación son Veracruz,
con 5 mil 365 mujeres, ya sea como propietarias de los
cargos o como suplentes; Chiapas, con 3 mil 470; Ta-
maulipas, con 2 mil 659; Guanajuato, con 2 mil 406; y
Michoacán, con 2 mil 158.

En tanto, los estados con menor presencia femenil son
Baja California Sur, con 113 mujeres; Quintana Roo,
con 157; Aguascalientes, con 174; Yucatán, con 179; y
Distrito Federal, con 220.

Todas las legislaciones como producto social, como
principal fuente formal del derecho, están sujetas a un
proceso renovador ineludible que la ajuste a las cam-
biantes condiciones sociales. Cuando ello no ocurre
las leyes se vuelven obsoletas, dejando de cumplir su
función de factor de bienestar social para convertirse
en fuente e instrumento de problemas que afecten a la
colectividad.9

Veracruz, estado de México, Guerrero, Oaxaca y Chia-
pas cuentan con mayor número de habitantes con de-
rechos agrarios. Además, según cifras del Coneval,
esos estados tienen mayores índices de pobreza.

Otras cifras muestran que la tasa de participación eco-
nómica femenina en 2011 fue de 41.8 por ciento. En
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las zonas rurales esta tasa fue de 29.7 por ciento. Se-
gún datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y
Empleo de 2011, aproximadamente 2.6 millones de
mujeres ocupadas viven en localidades rurales, y re-
presentan 15.5 por ciento de la población ocupada fe-
menina nacional. De las mujeres ocupadas en locali-
dades rurales 28.5 por ciento son comerciantes; 23 por
ciento son trabajadoras industriales, artesanas o ayu-
dantes; 20.9 por ciento son trabajadoras en servicios
personales y 16.1 por ciento pertenece al grupo de tra-
bajadoras agropecuarias, agricultoras, ganaderas, sil-
vícolas o de caza y pesca.

De los proyectos productivos en los ejidos y las co-
munidades, 80 por ciento es operado por mujeres y tie-
nen una sobrevivencia de 87 por ciento después de un
año de haber sido puestos en marcha.10

Innegablemente, el papel que la mujer juega hoy día
en el sector agrario es fundamental, no sólo ha ido in-
crementado gradualmente su participación, sino que
en términos de calidad, las mujeres han sabido desem-
peñarse y son sinónimo de confianza con respecto a
proyectos económicos o al ocupar cargos de represen-
tación dentro de los núcleos agrarios.

Por tanto, la ley debe reformarse, garantizando plena-
mente que las mujeres –sin prejuicio alguno– tengan
mayor acceso a ejercer los derechos que la legislación
vigente les reconoce, creando un mecanismo en el cual
no quede a interpretaciones que ocasionen menoscabo
en los derechos de las mujeres ejidatarias, acto que,
además, asegurará el incremento en la participación en
la toma de decisiones, sin duda, influirá en el desarro-
llo económico del sector agrario.

Objeto de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto equilibrar en
igualdad de oportunidades a hombres y mujeres, esta-
bleciendo expresamente la necesidad de que las muje-
res cuenten con una mayor participación en la toma de
decisiones en las autoridades u órganos de los ejidos o
comunidades, ampliando sus posibilidades y potencial
de organización. El texto vigente de la Ley Agraria es
omiso respecto a la igualdad que ha de observarse en
la integración de los órganos en referencia.

Por lo expuesto, resulta de vital importancia mayor
vinculación de las mujeres en la vida de los núcleos de

población ejidal, lo cual en muchas ocasiones resulta
imposible para ellas, toda vez que la interpretación de
la ley vigente aunada a la importante amalgama de
usos y costumbres, la convierte sólo en espectador,
distanciándola directamente de un rol más operativo y
de trascendencia.

Es necesario impulsar una nueva dinámica social que
fortalezca un desarrollo participativo gradual dentro
de los ejidos y comunidades, promoviendo un creci-
miento, sostenibilidad y mayor cohesión social.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el segun-
do párrafo del artículo 37 de la Ley Agraria

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 37
de la Ley Agraria, para quedar como sigue

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Artículo 4. Igualdad ante la ley. El varón y la mujer son iguales

ante la ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la fa-

milia. (Reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial

de la Federación el 31 de diciembre de 1974.)

2 Ruiz Carbonell, Ricardo. La evolución histórica de la igualdad

entre mujeres y hombres en México, Instituto de Investigaciones

Jurídicas de la UNAM, México, página 133.
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3 Aldaba Marnay de León. Situación de la mujer campesina, Cod-

hem [en línea]. Fecha de consulta: 8 de enero de 2013. Disponible en

http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/derhum/cont/35/

pr/pr22.pdf

4 Los 8 Objetivos de Desarrollo del Milenio. 3. Promover la igual-

dad de género y el empoderamiento de la mujer. Fecha de consul-

ta: 6 de marzo de 2013. Disponible en http://www.objetivosdelmi-

lenio.com/ObjetivosDelMilenio.asp

5 Escobar Prieto, Abelardo. “Campo con futuro. Estadísticas”, en

Estudios Agrarios, revista de la Procuraduría Agraria, número 48,

agosto de 2011, página 184.

6 Comunicado de prensa número 66. Un millón 369 mil 104 muje-

res son ejidatarias o comuneras, 13 de mayo de 2012, Secretaría

de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano [en línea]. Fecha de

consulta: 10 de enero 2013. Disponible en

http://www.sra.gob.mx/sraweb/noticias/noticias-2012/mayo-

2012/12268/

7 Ídem.

8 Zárate Cruz, David. “Cobra papel de la mujer mayor relevancia

en ejidos y comunidades rurales: SRA”, en Gaceta.mx [en línea].

Fecha de consulta: 18 de enero 2013. Disponible en

http://www.gaceta.mx/vnoticias.aspx?idnota=28061%20%20&ba-

lazo=%20Cobra%20papel%20de%20la%20mujer%20ma-

yor%20relevancia%20en%20ejidos%20y%20comunidades%20ru

rales:%20SRA

9 Morfín Corona, Jaime Rafael (2006). Estudios Agrarios, revista

de la Procuraduría Agraria, número 33, página 102.

10 Fuente: Registro Agrario Nacional,

http://www.ran.gob.mx/ran/index.php/component/content/arti-

cle/1344-un-millon-369-mil-104-mujeres-son-ejidatarias-o-comu-

neras-

Presentada en el Palacio Legislativo 
de San Lázaro, a 19 de marzo de 2013.

Diputada Martha Berenice Álvarez Tovar (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 185 Y 191 DE LA LEY GE-
NERAL DE SALUD, A CARGO DE LA DIPUTADA CRYSTAL

TOVAR ARAGÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Planteamiento del problema

El consumo de drogas lícitas e ilícitas en la población
joven del país, se ha incrementado drásticamente, re-
presentando uno de los problemas más severos de sa-
lud pública en los últimos años. Las adicciones en Mé-
xico han penetrado a una población cada vez más
joven, personas a partir de los doce años han consumi-
do algún tipo de droga; tan solo una de cada cinco per-
sonas con alguna adicción, recibe atención con pro-
gramas de rehabilitación.

Argumentación

Una de las tareas fundamentales de la Secretaría de
Salud Federal, es la elaboración del Programa Nacio-
nal para la prevención y tratamiento de las Adic-
ciones, cuya ejecución debe coordinarse con las de-
pendencias y entidades del sector salud y con los
gobiernos de las entidades federativas.

La Ley General de Salud, en el artículo 192, párrafo
segundo, determina que dicho programa debe esta-
blecer los procedimientos y criterios para la pre-
vención, tratamiento y control de las adicciones,
que es de observancia obligatoria para el Sistema Na-
cional de Salud y en los establecimientos de los secto-
res público, privado y social, que realicen actividades
preventivas, de tratamiento y de control de las adic-
ciones y la farmacodependencia.

El mismo artículo establece que las campañas de in-
formación y prevención que reciba la población,
deberán estar basadas en estudios científicos y aler-
tar de manera adecuada sobre los efectos, daños físicos
y psicológicos del consumo de estupefacientes y psi-
cotrópicos.

De acuerdo con esta base legal, y conforme a los últi-
mos resultados de la Encuesta Nacional de Adicciones
del año 2011, que se realiza a través de la Secretaría de
Salud, del Instituto Nacional de Salud Pública y del
Instituto Nacional de Psiquiatría Ramón de la Fuente
Muñiz, se desprende la necesidad de modificar los
programas y campañas de prevención contra las adic-
ciones, principalmente las dirigidas hacia la población
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joven del país que inicia con algún tipo de adicción a
una edad cada vez más temprana.

Los resultados de la encuesta en mención, demostra-
ron que en los últimos diez años, el número de jóvenes
drogadictos se duplicó al pasar de 0.7 por ciento en
2002, a 1.5 en 2011. El consumo de mariguana se tri-
plicó tanto en hombres como mujeres jóvenes y el
consumo de cocaína creció al doble entre las mujeres
adolescentes durante los últimos tres años.

La encuesta reveló que en la actualidad, el grupo de
mayor riesgo para el inicio en el consumo de drogas lí-
citas e ilícitas, son  las personas entre los 12 y 29 años
de edad, sobre todo, en zonas urbanas, donde el uso de
estupefacientes durante el último año fue de 1.9 por
ciento, contra el 1.5 en promedio a nivel nacional. 

La mariguana es la droga de mayor consumo entre los
jóvenes varones de 12 a 17 años en zonas urbanas con
un nivel del 2.6 por ciento, mientras que para las mu-
jeres jóvenes el consumo es de 0.7 por ciento.

En el caso de la cocaína, llama la atención que las mu-
jeres adolescentes y jóvenes incrementaron su consu-
mo cinco veces más en relación al año 2008, cuando el
consumo promedio en este sector era de 0.1 por cien-
to; para el año 2011, las mujeres jóvenes consumen
cocaína en un promedio de 0.6 por ciento.

Si analizamos el incremento de la drogadicción entre
la población joven por regiones, la Encuesta Nacio-
nal de Adicciones revela que mientras el promedio
nacional de uso de drogas es de 1.5 por ciento, para
las entidades de la zona norte del país, se ubicó en 2.6
por ciento. A nivel nacional, la mariguana se consu-
me en razón del 1.3 por ciento, mientras que su con-
sumo en la región norte es del 2.2 por ciento. El con-
sumo de cocaína en el país es de 0.4 por ciento y en
los estados de esa región es del 0.5 por ciento, muy
por encima de lo reportado para los estados de la re-
gión sur.

Si nos referimos al consumo de tabaco, la misma en-
cuesta señala que se ha incrementado drásticamente
entre la población adolescente, ya que en 2002 existí-
an 3.4 millones de jóvenes entre 12 y 17 años que lo
consumían, mientras que en el 2011 se registro ya el
doble de personas adictas al tabaco, es decir, 7.1 mi-
llones de jóvenes. Hoy, uno de cada cuatro jóvenes en-

tre 12 y 17 años fuma, y de ellos casi el 10 por ciento
ya presenta altos grados de adicción.

En cuanto al consumo de alcohol en la población jo-
ven, la Comisión Nacional contra las Adicciones ha re-
portado que existen 27 millones de mexicanas y mexi-
canos que beben más de cinco copas por ocasión y 4.2
millones de alcohólicos crónicos, asimismo, 3 por
ciento de niñas y niños en edad escolar primaria, ya
presentan problemas de dependencia etílica. A su vez,
se ha demostrado que en personas menores de 18 años,
al consumir esos niveles de alcohol se daña el tejido
cerebral, hepático y pancreático; por ello que la cuarta
causa de muerte entre mujeres y hombres de 12 a 17
años, es la cirrosis hepática.

Los Centros de Integración Juvenil, AC, han alertado
que 392 mil adolescentes entre los 12 y 17 años de
edad tienen dependencia al alcohol, de esta cifra, 146
mil son mujeres. Entre 2002 a 2008, el consumo en
hombres de alcohol era de 10.5 por ciento y en las mu-
jeres de 3.41; en la actualidad pasó a 11 por ciento en-
tre los varones, y se duplicó a 7.1 por ciento entre las
mujeres jóvenes.

Las drogas se han convertido en una de las amenazas
más graves para la juventud mexicana, desde el año
2008 no se ha disminuido el consumo de drogas lega-
les e ilegales, por lo contrario, las adicciones en Méxi-
co se incrementaron en la población adolescente y jo-
ven, el 42.9 por ciento del total de esta población ha
consumido alcohol; el 12.3 por ciento son fumadoras
y fumadores.

En términos generales, las cifras y porcentajes que
arroja la última Encuesta Nacional de Adicciones
2011, revelan dos necesidades urgentes que se deben
atender desde el poder legislativo:

La modificación de la estrategia nacional para el com-
bate y prevención de las adicciones en México, que
durante los últimos diez años no ha dado resultados
positivos y que por lo contrario, ha derivado en el in-
cremento del uso de drogas no solo entre la población
adulta, sino de manera alarmante, entre la población
joven que se encuentra entre los 12 y 29 años.

A la par de una nueva estrategia de prevención contra
las adicciones, se hace evidente la necesidad de iden-
tificar a las y los jóvenes del país como un segmento
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de la población con alto riesgo de caer en algún tipo de
adicción, ya sea de sustancias legales como el tabaco
y el alcohol, o ilegales como lo son la mariguana y la
cocaína. El poder legislativo debe contribuir con todo
lo que esté a nuestro alcance para evitar que adoles-
centes y jóvenes entre 12 y 17 años, inicien con la des-
trucción de su vida por el consumo de drogas.

Es por ello que se propone reformar los artículos 185,
fracciones II y III, y 191, fracción II, para que a través
del programa contra el alcoholismo y el abuso de be-
bidas alcohólicas, así como del programa contra la far-
macodependencia, a cargo del Consejo Nacional Con-
tra las Adicciones, contemple la educación de las y los
jóvenes, como método de prevención para el consumo
de drogas.

Por lo expuesto y fundado, la suscrita, diputada fede-
ral Crystal Tovar Aragón, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática a
la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
establecido en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como los artículos 6, numeral I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, me permito someter a la consideración de
esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 185, frac-
ciones II y III, y el artículo 191, fracción II, de la
Ley General de Salud

Primero. Se reforma el artículo 185, fracciones II y
III, para quedar como sigue:

Artículo 185. …

I. …

II. La educación sobre los efectos del alcohol en la
salud y en las relaciones sociales, dirigida especial-
mente a niños, adolescentes, jóvenes, obreros y
campesinos, a través de métodos individuales, so-
ciales o de comunicación masiva, y

III. El fomento de actividades cívicas, deportivas y
culturales que coadyuven en la lucha contra el alco-
holismo, especialmente en zonas rurales y en los

grupos de población que se encuentren entre los
12 y 29 años, así como los considerados de alto
riesgo.

Segundo. Se reforma el artículo 191, fracción II, para
quedar como sigue:

Artículo 191. …

I. …

II. La educación sobre los efectos del uso de estu-
pefacientes, substancias psicotrópicas y otras sus-
ceptibles de producir dependencia, así como sus
consecuencias en las relaciones sociales, dirigida
especialmente a niños, adolescentes y jóvenes; y

III. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 19 de marzo de 2013.

Diputada Crystal Tovar Aragón (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, A CARGO DE LA

DIPUTADA MÓNICA GARCÍA DE LA FUENTE, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PVEM

La proponente, Mónica García de la Fuente, diputada
de la LXII Legislatura, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 135 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona el capítulo IX
“De los servicios de enseñanza contratados en estable-
cimientos privados con autorización o reconocimiento
de validez oficial de estudios”, al título VII “De los es-
tímulos fiscales”, con los artículos 239, 240 Y 241, a
la Ley del Impuesto sobre la Renta, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

El 15 de febrero de 2011, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el decreto presidencial, en adi-
ción al artículo 176 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, por el cual se otorga un estímulo de carácter fis-
cal a los contribuyentes personas físicas, a efecto de
que en la determinación de su impuesto sobre la renta
anual, puedan disminuir los pagos efectuados por con-
cepto de los servicios de enseñanza correspondientes
para los tipos de educación básico y medio superior,
cuando dichos pagos se realicen a instituciones educa-
tivas privadas del país que cuenten con autorización o
reconocimiento de validez oficial de estudios en los
términos de la Ley General de Educación; sin embar-
go, aunque la intención plasmada en dicho documento
es por demás loable, nos preocupan los alcances deri-
vados de la materia del Decreto.

En primer lugar, por tratarse de un acto administrativo
de carácter concreto, declarativo y unipersonal, se en-
cuentra sujeto a la posibilidad de ser revocado en cual-
quier momento, a criterio del titular en turno del Eje-
cutivo federal.

Además, si bien el decreto establece la deducción de
los gastos realizados por los servicios de enseñanza
que el Estado está obligado a prestar, desde preescolar
y hasta medio superior, dejó fuera a la educación ini-

cial, cuya importancia es sustancial en el desarrollo del
infante, ya que favorece el desarrollo físico, cognosci-
tivo, afectivo y social de los menores de cuatro años de
edad.

Ante los retos y demandas que plantean tanto el siste-
ma económico, como el mercado laboral, donde mu-
chas familias enfrentan la necesidad de que ambos pa-
dres trabajen, el servicio prestado tanto en guarderías
como estancias infantiles constituye una prestación so-
cial necesaria, y el apoyo del Estado en este sentido, se
traduce en un importante beneficio para la economía
de los trabajadores y las familias mexicanas. 

Sin embargo, el otorgamiento de este beneficio por
parte del Estado, actualmente se encuentra limitado,
casi en su totalidad, a la capacidad que el Instituto Me-
xicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado (ISSSTE), tienen para proveer el servicio a su
derechohabiencia, así como a la eficacia del Programa
Estancias Infantiles para Apoyar a Madres Trabajado-
ras de la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL),
y el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia (DIF).

Tomando en cuenta estas consideraciones, es que la
presente Iniciativa de Ley busca hacer del menciona-
do estímulo fiscal un acto legislativo, provisto de ge-
neralidad, abstracción y obligatoriedad; y a la vez, am-
pliar el alcance de este beneficio, haciéndolo extensivo
a quienes erogan gastos para la contratación de guar-
derías y estancias infantiles privadas, con el objeto de
proveer el mejor cuidado para sus hijos menores de
cuatro años.

Argumentación

Los estímulos fiscales representan la disponibilidad de
más recursos en la economía familiar, que pueden ser
usados para cubrir otros gastos y optimizar el bienes-
tar social. Con la disminución de los gastos generados
por concepto de colegiaturas, se fomenta la permanen-
cia en el sistema educativo; una mayor cobertura edu-
cativa; y al mismo tiempo, una mejor distribución de
los recursos en los hogares de quienes hacen uso de las
instituciones educativas privadas en nuestro país.

Además, a través de este estímulo, se fortalece el sis-
tema educativo nacional, ya que el beneficio es válido
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sólo cuando dichos pagos se realizan a instituciones
educativas privadas del país, que cuenten con autori-
zación o reconocimiento de validez oficial de estudios
en los términos de la Ley General de Educación.

Este esfuerzo confirma el papel fundamental de la
educación para lograr los objetivos de desarrollo, mo-
dernización y progreso de nuestro país.

Derivado de la expedición de dicho decreto, miles de
familias mexicanas se han visto beneficiadas, por ello
estipular dicho estímulo en una ley, para brindarle un
carácter permanente es deseable para la sociedad. Al
respecto, cabe señalar que de acuerdo con la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, la medida no afec-
ta de ninguna manera las partidas presupuestales de la
educación pública, pues los recursos otorgados por es-
te estímulo se obtienen enteramente por ahorros y eco-
nomías en la Administración Pública Federal, mismos
que se reorientan a gasto en Salud, Educación y Desa-
rrollo Social en beneficio de las familias mexicanas.

Ahora bien, este estímulo fiscal únicamente cubre los
servicios de enseñanza correspondientes a la educa-
ción básica y media superior. No obstante, es conside-
ración de quien promueve esta iniciativa, que los be-
neficios de este decreto se extiendan a los alumnos de
educación inicial, quienes de acuerdo con el artículo
40 de la Ley General de Educación, son los menores
de cuatro años de edad, y es durante esta etapa cuando
se desarrollan las capacidades esenciales para la vida,
así como el cerebro y sus conexiones. Es por ello que
el cuidado adecuado de los niños durante esta etapa, es
fundamental para su correcto desenvolvimiento, auto-
estima y seguridad.

Conforme al documento Principales cifras ciclo esco-

lar 2010 – 2011, realizado por la Secretaría de Educa-
ción Pública, en el año 2010 se atendió una población
de 936 mil 240 alumnos en educación inicial registra-
dos dentro del sistema extraescolar, esto representa só-
lo el 8.89 por ciento de la estimación del Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía, que en el Censo de
Población y Vivienda 2010 señala que en nuestro país
existía un universo de 10 millones 528 mil 322 infan-
tes de 0 a 4 años para ese mismo año.

Por su parte, de acuerdo con datos de La infancia

cuenta en México 2008, un sistema de indicadores des-
arrollado por la Red por los Derechos de la Infancia en

México, se demostró que tanto guarderías públicas co-
mo privadas son insuficientes para dar atención a los
niños menores de 3 años.

De acuerdo con el documento, solamente 2 de cada 10
niños gozan de este beneficio.  Además, las institucio-
nes públicas que brindan el servicio de guarderías a los
derecho habientes del IMSS-ISSSTE o en su caso el
Programa de Estancias Infantiles para apoyar a las
Madres Trabajadoras, que operan la Secretaría de De-
sarrollo Social (Sedesol), y el Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF), expresaron
que no son suficientes para dar atención a todas las ni-
ñas y niños menores de 3 años.

Sin embargo, el mismo estudio publicado en 2010, se-
ñaló que hubo un total de 2,100,505 registros de naci-
miento de población menor de un año, 34 por ciento de
esta población de 0 a 4 años no es derechohabiente.  

En tanto al derecho a la educación, el porcentaje de
atención de la población de 3 años en educación pre-
escolar en el mismo año, fue de 43 por ciento, lo que
quiere decir que menos de la mitad de la población in-
fantil a nivel nacional de dicha edad tuvo acceso a es-
te nivel educativo.

En el mismo sentido, la Encuesta Nacional de Ocupa-
ción y Empleo 2012 del INEGI, indica que en México,
el 38.3 por ciento de la población económicamente ac-
tiva, son mujeres. De las cuales el 63 por ciento no co-
tiza, ni ha cotizado en el IMSS y/o ISSSTE, situación
que no les permite tener acceso a las guarderías y/o es-
tancias infantiles.

A su vez, del 61.7 por ciento de hombres económica-
mente activos, el 66.3 por ciento no cotiza. Y en el ca-
so de quienes cotizan, existe otro aspecto importante a
considerar, los padres, en muchas ocasiones pese a ser
derechohabientes son discriminados, ya que se les nie-
ga o condiciona el acceso a guarderías. Por ejemplo, la
Ley del Seguro Social, en el Artículo 205 condiciona
la prestación en los siguientes términos: Las madres
aseguradas, los viudos, divorciados o los que judicial-
mente conserven la custodia de sus hijos, mientras no
contraigan nuevamente matrimonio o se unan en con-
cubinato, tendrán derecho a los servicios de guardería,
durante las horas de su jornada de trabajo, en la forma
y términos establecidos en esta Ley y en el reglamen-
to relativo.
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En este contexto, se promueve la modificación de la
Ley del Impuesto sobre la Renta.

Fundamento legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como el 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, se somete a considera-
ción de este pleno la presente iniciativa.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona el capítulo IX, “De los servicios de enseñanza
contratados en establecimientos privados con auto-
rización o reconocimiento de validez oficial de es-
tudios”, al título VII, “De los estímulos fiscales”,
con los artículos 239, 240 y 241, a la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

Ley del Impuesto sobre la Renta

Título VII
De los estímulos fiscales

…

Capítulo IX
De los servicios de enseñanza contratados 

en establecimientos privados con autorización o
reconocimiento de validez oficial de estudios

Artículo 239. Las personas físicas residentes en el país
que obtengan ingresos de los establecidos en el título IV
de esta ley podrán disminuir del resultado obtenido con-
forme a la primera oración del primer párrafo del artí-
culo 177 de esta ley, la cantidad que corresponda con-
forme al artículo 241 de esta ley, por los pagos por
servicios de enseñanza correspondientes a los tipos de
educación inicial, básico y medio superior a que se re-
fiere la Ley General de Educación, efectuados por el
contribuyente para sí, para su cónyuge o para la perso-
na con quien viva en concubinato y para sus ascendien-
tes o sus descendientes en línea recta, siempre que el
cónyuge, concubino, ascendiente o descendiente de que
se trate no perciba durante el año de calendario ingreso
en cantidad igual o superior a la que resulte de calcular
el salario mínimo general del área geográfica del con-
tribuyente elevado al año y se cumpla con lo siguiente:

I. Que los pagos se realicen a instituciones educati-
vas privadas que tengan autorización o reconoci-
miento de validez oficial de estudios en los térmi-
nos de la Ley General de Educación, y

II. Que los pagos sean para cubrir únicamente los ser-
vicios correspondientes a la enseñanza del alumno, de
acuerdo con los programas y planes de estudio que en
los términos de la Ley General de Educación se hubie-
ra autorizado para el nivel educativo de que se trate.

El estímulo a que se refiere el presente artículo no
será aplicable a los pagos:

a) Que no se destinen directamente a cubrir el
costo de la educación del alumno, y

b) Correspondientes a cuotas de inscripción o
reinscripción.

Para los efectos de esta fracción, las instituciones
educativas deberán separar en el comprobante fiscal
el monto que corresponda por concepto de ense-
ñanza del alumno.

Tampoco será aplicable el estímulo a que se refiere el
presente artículo cuando las personas mencionadas en
el primer párrafo de este artículo reciban becas o cual-
quier otro apoyo económico público para pagar los
servicios de enseñanza, hasta por el monto que cubran
dichas becas o apoyos.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, los
adoptados se consideran como descendientes en línea
recta del adoptante y de los ascendientes de éste.

Artículo 240. Los pagos a que se refiere el artículo
239 de esta ley deberán realizarse mediante cheque
nominativo del contribuyente, traspasos de cuentas en
instituciones de crédito o casas de bolsa o mediante
tarjeta de crédito, de débito o de servicios.

Para la aplicación del estímulo a que se refiere este ca-
pítulo se deberá comprobar, mediante documentación
que reúna requisitos fiscales, que las cantidades co-
rrespondientes fueron efectivamente pagadas en el año
de calendario de que se trate a instituciones educativas
residentes en el país. Si el contribuyente recupera par-
te de dichas cantidades, el estímulo únicamente será
aplicable por la diferencia no recuperada.
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Artículo 241. La cantidad que se podrá disminuir en
los términos del artículo 239 de esta ley, no excederá,
por cada una de las personas a que se refiere el citado
artículo, de los límites anuales de deducción que para
cada nivel educativo corresponda, conforme al gasto
promedio de educación por alumno que anualmente
determine la Secretará de Educación Pública.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al inicio
del siguiente año fiscal a su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Segundo. El Servicio de Administración Tributaria
deberá expedir las disposiciones de carácter general
que sean necesarias, para la correcta y debida aplica-
ción del estímulo mencionado en el Artículo 239 de
esta Ley, en un término de 45 días naturales posterio-
res a la publicación del presente decreto.

Tercero. Lo dispuesto en el presente decreto se apli-
cará a los pagos a que se refiere el artículo 239 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, que correspondan a
los servicios a que el mismo ordenamiento señala,
proporcionados a partir del 1 de enero de 2014.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 19 de marzo de 2013.

Diputada Mónica García de la Fuente (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DE RICARDO MEJÍA BERDEJA Y SUSCRITA POR RICAR-
DO MONREAL ÁVILA, DIPUTADOS DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

Los proponentes, Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo
Monreal Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 135 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, fracción 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someten a consideración del pleno
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma y adiciona un segundo párrafo al inciso c), fracción
XI, Apartado B, del artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor del
siguiente

Planteamiento del problema

La igualdad de derechos y oportunidades para mujeres
y hombres constituye una prioridad que beneficia y
debe involucrar a toda la sociedad, debiendo participar
ambos géneros de forma conjunta, solidaria y respe-
tuosa.

Tradicionalmente se han asociado estereotipos, a los
varones y otros a las mujeres. Así, se consideraba que
todo ser humano nacido varón tenía que ser valeroso,
inteligente, fuerte y ganar mucho dinero para mante-
ner a su familia.

Del mismo modo, toda mujer debía ser bella, débil,
inocente y tener como objetivo vital casarse y tener hi-
jos.

De este modo, había muchos comportamientos o acti-
vidades que un hombre no podía desempeñar por el
simple hecho de ser hombre. Asimismo, las mujeres
tampoco podían actuar con libertad. Sin embargo, hoy
sabemos que tanto varones como mujeres pueden rea-
lizar numerosas tareas que inicialmente estaban veta-
das e incluso dedicarse profesionalmente a ellas.

Es fundamental trabajar para lograr una modificación
de los patrones socio culturales de la sociedad, que
permita la toma de conciencia acerca de la igualdad de
derechos entre mujeres y hombres, así como promover
transformaciones en las relaciones desiguales de géne-
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ro en el ámbito familiar, político, social, económico la-
boral y cultural.

En la actualidad, los roles sociales de mujeres y hom-
bres no han tenido un cambio considerable por lo tan-
to se requiere un marco normativo en donde las pres-
taciones por maternidad en México no sigan siendo
exclusivas para las mujeres, siendo esta una prestación
familiar, es decir donde se proteja el riesgo, como un
riesgo social originado en familia, cuyos beneficiarios
directos son ambos padres, propiciando así la equidad
de género frente a la paternidad.

La nueva paternidad esta menos centrada en el rol de
proveedor económico de la familia y más en las diver-
sas formas de ejercer la paternidad, así como en la im-
portancia de establecer relaciones más cercanas y
afectivas con sus hijos.

La nueva paternidad involucra una mayor responsabi-
lidad, compromiso y coparticipación de los varones en
la vida familiar, el comportamiento sexual y reproduc-
tivo saludable, incluida la planificación de la familia;
la salud prenatal, materna e infantil; la prevención de
las enfermedades de transmisión sexual, incluido el
VIH; la prevención de los embarazos no deseados y de
alto riesgo; la participación y la contribución al ingre-
so familiar; la educación de los hijos, la salud y la nu-
trición; y el reconocimiento y la promoción de que los
hijos de ambos sexos tienen igual valor.

Una participación equilibrada de hombres y mujeres
en la actividad laboral y en la vida familiar, como las
licencias de paternidad y las prestaciones de guarde-
rías.

Argumentación

El diseño y la ejecución de políticas públicas para el
desarrollo sostenible deben incorporar un enfoque de
igualdad de oportunidades y prestaciones para mujeres
y hombres, equiparando las oportunidades y la partici-
pación de ambos en la toma de decisiones para lograr
un desarrollo social, político, económico y con distri-
bución equitativa.

La relevancia de esta protección integral hace que la
maternidad no sea única y exclusiva de la mujer y es-
tablece como obligación para que los Estados tomen
medidas apropiadas para modificar patrones socio cul-

turales sobre los roles tanto masculinos como femeni-
nos, a fin de lograr una mayor corresponsabilidad de
hombre y mujeres en las tareas relacionadas con los
hijos en igualdad de circunstancias. Por tanto, el Esta-
do mexicano tiene la obligación de establecer leyes y
políticas publicas respetuosas de los derechos huma-
nos que protejan la maternidad de las mujeres pero de
igual modo garantizar el involucramiento de los hom-
bres en la crianza y cuidado de los hijos.

Los estereotipos de género, arraigados en la cultura,
son los que han marcado estas tareas con asignaciones
diferenciales para hombres y mujeres. Sin embargo,
cualquier persona, sin importar su sexo, que esté dis-
puesta a cuidar, vigilar y proteger a un niño, está ejer-
ciendo la maternidad y paternidad. Por tanto, se deben
fomentar las responsabilidades y derechos comparti-
dos entre hombres y mujeres.

Para la aplicación del derecho social a los varones es
fundamental su reconocimiento y plasmarlo en el mar-
co legal adecuado, para su aplicación y ejecución de la
participación activa de ellos en la paternidad respon-
sable.

En el ámbito laboral cabe recalcar que las estancias o
guarderías infantiles otorgan la oportunidad a las ma-
dres trabajadoras de dejar a los infantes en un entorno
seguro y sano para su desarrollo, mientras ellas traba-
jan.

Esa situación genera desigualdad a los padres trabaja-
dores, que se encuentran viudos, solos con hijos o ni-
ños bajo su cuidado.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en el artículo 123, Apartado B, fracción XI, in-
ciso c), cita: “Las mujeres durante el embarazo no re-
alizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y
signifiquen un peligro para su salud en relación con la
gestación; gozarán forzosamente de un mes de des-
canso antes de la fecha fijada aproximadamente para
el parto y de otros dos después del mismo, debiendo
percibir su salario íntegro y conservar su empleo y los
derechos que hubieren adquirido por la relación de tra-
bajo. En el periodo de lactancia tendrán dos descansos
extraordinarios por día, de media hora cada uno, para
alimentar a sus hijos. Además, disfrutarán de asisten-
cia médica y obstétrica, de medicinas, de ayudas para
la lactancia y del servicio de guarderías infantiles”.
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Deriva de lo anterior la urgencia de adicionar un pá-
rrafo al inciso c) de la fracción XI del artículo 123
constitucional para que los trabajadores varones cuen-
ten con el beneficio del servicio de guarderías.

Fundamento legal

La iniciativa se presenta con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción 11, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo fundado y expuesto, sometemos a consideración
de la Cámara de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona un segun-
do párrafo al inciso c), fracción XI, Apartado B, del
artículo 123 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma y adiciona un segundo pá-
rrafo al inciso c), fracción XI, Apartado B, del artícu-
lo 123 de la Constitución Política de los estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo
digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la
creación de empleos y la organización social de traba-
jo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir las bases si-
guientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las
cuales regirán

B. Entre los…

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán
trabajos que exijan un esfuerzo considerable y sig-
nifiquen un peligro para su salud en relación con la
gestación; gozarán forzosamente de un mes de des-
canso antes de la fecha fijada aproximadamente pa-
ra el parto y de otros dos después del mismo, de-
biendo percibir su salario íntegro y conservar su
empleo y los derechos que hubieren adquirido por
la relación de trabajo. En el período de lactancia
tendrán dos descansos extraordinarios por día, de
media hora cada uno, para alimentar a sus hijos.
Además, disfrutarán de asistencia médica y obsté-
trica, de medicinas, de ayudas para la lactancia y del
servicio de guarderías infantiles.

Los varones gozarán del servicio de guarderías in-
fantiles durante las horas de su jornada laboral,
privilegiando el acceso a éstas a los padres solos con
hijos o niños bajo su cuidado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 19 de marzo de 2013.

Diputados: Ricardo Mejía Berdeja, Ricardo Monreal Ávila.

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 3O. Y 31 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
A CARGO DEL DIPUTADO JAIME BONILLA VALDEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

Con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, el suscrito,
diputado federal a la LXII Legislatura e integrante del
Grupo Parlamentario del PT, somete a esta honorable
asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decre-
to, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La evolución social de un país se obtiene mediante el
nivel educativo y de preparación académica de la po-
blación, siendo parte neurálgica de esta, la garantía de
acceso educativa y la obligación del estado para ofre-
cer servicios educativos de calidad, mismos que debe-
rán ir acorde con la población.
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A lo largo de la historia de nuestro país, la educación
ha sufrido varios cambios, mismos que han ayudado a
evolucionar y a su vez, mejorar los gobiernos en sus
diferentes ámbitos y etapas. La educación en México
se encuentra en procesos de cambio que pretenden am-
pliar la cobertura, la implementación de las nuevas
tecnologías y la formación de valores y las competen-
cias como ejes rectores de la educación. 

Para algunos especialistas en este rubro, en México
hace falta una reforma educativa integral, no obstante
a la reciente reforma que se ha aprobado por esta ho-
norable asamblea ocurrida el pasado mes de diciembre
de 2012; ahora bien, es necesaria la implementación
de nuevos proyectos y programas que garanticen el
avance y la evolución que se ha mencionado en la pre-
sente iniciativa. 

Enfrentamos una innegable realidad, el cambio educa-
tivo en todos los niveles educativos está entre nosotros
y se manifiesta en todas las reformas de las que somos
testigo y a través de los nuevos modelos educativos
planteados en la mayoría de los subsistemas educati-
vos en México.

A pesar que en la década 1990-2000, se observan dis-
tintos esfuerzos por transformar y desarrollar el siste-
ma educativo mexicano que con el tiempo y evolución
ha cambiado su énfasis desde una perspectiva cuanti-
tativa enfocada a la ampliación de la cobertura y uni-
versalización de la educación y cualitativamente como
una visión integral de la educación básica.

No obstante a esta evolución de las instituciones edu-
cativas en el ámbito oficial y particular, subsisten re-
trasos que permean en uno de los estratos sociales más
sensibles, que es la población juvenil, para la cual se
encuentra encaminada la presente modificación y que
trata de romper esquemas y paradigmas que laceran la
formación social del país. 

Según los datos del libro “las Principales Cifras Ciclo
Escolar 2012 – 2011”, Primera Edición, noviembre de
2011, editado por el Sistema Educativo de los Estados
Unidos Mexicanos, el ciclo escolar 2011- 2012, se
conformaba por 34.8 millones de alumnos, lo que es el
equivalente al 31.9 por ciento de la población total del
país. Según la estructura de la pirámide dónde el 22.6
por ciento tiene de 4 a 15 años de edad, el 74.0 por
ciento de la población escolar se ubica en la educación

básica, que comprende educación preescolar, primaria
y secundaria, por último la educación media compren-
de el 12.5 por ciento. En consecuencia, la población
escolar contemplada en los niveles de preescolar, pri-
maria  y secundaria, registra un 74 por ciento del sis-
tema educativo nacional.

Según el artículo 31 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, establece que es obliga-
ción de los mexicanos, hacer que sus hijos o pupilos
acudan a las escuelas públicas o privadas, para obtener
la educación preescolar, primaria, secundaria, media
superior; así como para obtener educación militar y re-
cibir instrucción cívica, entre muchas otras. Sin em-
bargo, no se establece en dicho artículo la obligatorie-
dad de recibir instrucción alguna para el trabajo.

Esto es, que existe obligación para formar mexicanos
y recibir la instrucción correspondiente que coadyuve
en el desarrollo de su país, mexicanos que estudian,
conocen de armas, que saben instrucción militar y son
educados de manera cívica, sin embargo, jamás se les
instruye o enseña a trabajar, es por ello, que esta ini-
ciativa pretende que los programas de los de capacita-
ción para el trabajo que ya existan en los planteles de
educación media superior sean abiertos y no limitati-
vos.

Es por ello que se propone que el sistema educativo
nacional obligue la apertura de los programas y talle-
res de capacitación para el trabajo, existentes en los
planteles públicos y privados de educación media su-
perior del país, a la población que no ha tenido acceso
a los mismos, por las diferentes causales propias de la
deserción educativa en México.

Anteriores reformas propuestas por el Ejecutivo fede-
ral, han delineado e insertado elementos de beneficio a
la enseñanza básica, destacando la del 2002, donde se
pone énfasis a “la enseñanza de competencia por la vi-
da” (1).

Factores externos al sector educativo, como crisis re-
currentes en el plano económico y financiero, con
efectos negativos hacia la sociedad, empero, más drás-
ticos al estrato vulnerable como el juvenil; signaron
costos altos en mujeres y hombres de temprana edad,
pues más del 51 por ciento de ellos que iniciaron estu-
dios a nivel secundaria, no los concluyeron, es decir
más de la mitad de la juventud mexicana no tiene ac-
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ceso a la educación media superior, porque no tiene
certificado de secundaria.

Por lo antes descrito, existe un aislamiento tal, al no
haber una preparación en algún oficio, para tener una
buena alternativa inmediata de empleo. Lo que impli-
ca es la secesión en la estructura social en donde la
adolescencia, en gran porcentaje opta por lo negativo
en ocupaciones indistintas como robar, delinquir en
pandilla, drogadicción, prostitución o bien pasan a
formar parte de la “delincuencia organizada” 

Según la primera Encuesta Nacional de Deserción de
la educación media superior, realizada por la consulto-
ría Proyecto Educativo y la empresa Buendía & Lare-
do, en febrero de 2013, encargada por la Subsecretaría
de Educación Media Superior de la SEP, la cifra de de-
sertores se eleva a 64 de cada 100. 

La estadística señala que al concluir el ciclo escolar
2010- 2011, dentro del bachillerato, en dónde se ins-
cribieron 4 millones 187 mil 528 alumnos, 625 mil
142 de ellos abandonaron sus estudios lo que repre-
senta una tasa anual de 14.93 por ciento.

A su vez, la Secretaría de Educación Pública señala
que de cada 100 alumnos registrados en la primaria, 80
alumnos la concluyeron, de estos mismos, únicamente
60 lograron concluir la secundaria y a penas sólo 36
alumnos alcanzaron el certificado de bachillerato, de-
mostrando que existe un universo de personas que se
quedan sin posibilidades de poder seguir estudiando,
ni acudir a los talleres de capacitación para el trabajo
de las escuelas de educación media superior. Estas ci-
fras demuestran la imposibilidad con la que se cuenta
para que alrededor del 64 por ciento de quienes ingre-
san a nivel primaria puedan obtener un certificado de
preparatoria y de capacitación para el trabajo, porque
tales certificados solo los reciben quienes aprueban to-
das las materias de la educación media superior.

Dicho de otra forma, alrededor del 70 por ciento de los
mexicanos en la actualidad no reciben certificado de
educación media superior ni de las capacitaciones pa-
ra el trabajo que se brindan en esos planteles educati-
vos, públicos o privados, ya que solo los reciben quie-
nes aprueban.

Todo esto, nos da una idea del número poblacional que
carece de oportunidades educativas después de la ins-

trucción básica y que a la fecha no se ha establecido
ninguna posibilidad real que permita a ese grosso de la
población desempeñar alguna actividad ligada con la
educación. Toda vez que los talleres de capacitación
para el trabajo podrían ofrecer una nueva ventana de
oportunidades a quienes han dejado la escuela. 

Debemos aclarar que la legislación actual produce una
juventud privilegiada, ya que el 30 por ciento de la po-
blación estudiantil, puede obtener 2 certificados que se
entregan a quienes logran terminar la preparatoria,
siendo el primero de ellos el de término de la instruc-
ción académica y el siguiente el de capacitación para
el trabajo. Pero a  quienes no logran concluir la educa-
ción media superior, no se les otorga ninguno de los
dos, generando problema social de enorme importan-
cia que actualmente existe derivado del vacío en la le-
gislación vigente. 

La presente iniciativa, trata de establecer, desde la
Carta Magna, como un derecho de todos los mexica-
nos, la capacitación para el trabajo, toda vez que en la
figura actual no existe una oportunidad igual para to-
dos de seguir estudiando y, por consecuencia, para
quienes no han podido obtener un certificado de se-
cundaria o de alguna capacitación técnica, es práctica-
mente imposible obtener una oportunidad futura de
empleo y peor aún no existe un instrumento del Esta-
do que provea una oportunidad laboral a quienes care-
cen de educación que les permita encaminar su vida
hacia un nuevo horizonte, contando con un certificado
de preparación para el trabajo.

Dentro del presente proyecto, se establece la premisa
del pleno conocimiento de la existencia de los talleres
y programas de capacitación para el empleo, en las di-
versas instituciones de educación media superior, tales
como Colegio de Bachilleres, Colegio de Ciencias y
Humanidades, Centro de Bachillerato Tecnológico In-
dustrial y de Servicios, entre otros, es decir, no se pro-
pone  la necesidad de fomentar la creación de los mis-
mos, si no la utilización de la infraestructura de las
escuelas públicas y privadas existentes y que imparten
dichos talleres. Se trata de crear un derecho nuevo, uti-
lizando recursos que ya existen y son nuestros. 

En las diferentes etapas de nuestro país han existido
varias modificaciones a los artículos 3o. y 31, motivo
de esta iniciativa, todo esto, contribuye a la actualiza-
ción de los derechos educativos de los mexicanos y las
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obligaciones del Estado para dotar de una educación
con calidad y evolutiva para una sociedad cambiante.

A continuación se enlistan las reformas que estos artí-
culos han sufrido y que demuestran ser necesarias, tal
como es la presente propuesta.

Reformas al artículo 3o. constitucional

La primera reforma fue publicada el jueves 13 de di-
ciembre de 1934. Presidente en Turno: Lázaro Cárde-
nas. Tomo LXXXVII. Número 35, DOF 13-12-1934,
quedando de la siguiente manera:

Articulo 3o. La educación que imparta el estado será
socialista, y además de excluir toda doctrina religiosa
combatirá el fanatismo y los prejuicios, para lo cual la
escuela organizará sus enseñanzas y actividades en
forma que permita crear en la juventud un concepto ra-
cional y exacto del universo y de la vida social. 

Solo el Estado –federación, estados, municipios– im-
partirá educación primaria, secundaria y normal. Po-
drán concederse autorización a los particulares que
deseen impartir educación en cualquiera de los tres
grados anteriores, de acuerdo en todo caso con las si-
guientes normas; Dicha iniciativa consta de cuatro
fracciones misma que versan sobre la educación im-
partida por particulares;  

I. Las actividades y enseñanzas de los planteles parti-
culares deberán ajustarse, sin excepción alguna, a lo
preceptuado en el párrafo inicial de este artículo, y es-
tarán a cargo de personas que en concepto de Estado
tengan suficiente preparación profesional, convenien-
te moralidad e ideología acorde con este precepto. En
tal virtud, las corporaciones religiosas, los ministros de
los cultos, las sociedades por acciones que exclusiva o
preferentemente realicen actividades educativas, y las
asociaciones ligadas directa o indirectamente con la
propaganda de un credo religioso, no intervendrán en
forma alguna en escuelas primarias, secundarias o nor-
males, ni podrán apoyarlas económicamente. 

II. La formación de planes, programas y métodos de
enseñanza corresponderá en todo caso al Estado.

III. No podrán funcionar los planes particulares sin
haber obtenido plenamente, en cada caso, la autori-
zación expresa del poder público.

IV. El Estado podrá revocar, en cualquier tiempo,
las autorizaciones concedidas. Contra la revocación
no procederá recurso o juicio alguno.

Estas mismas normas regirán la educación de cual-
quier tipo o grado que imparta a obreros o campesinos.

La educación primaria será obligatoria y el Estado la
impartirá gratuitamente.

El Estado podrá retirar discrecionalmente en cualquier
tiempo, el reconocimiento de validez oficial a los es-
tudios hechos en planes particulares.

El Congreso de la Unión con el fin de unificar y coor-
dinar la educación de toda la República, expedirá las
leyes necesarias, destinadas a distribuir la función so-
cial educativa entre la Federación, los Estados y los
Municipios, a fijar las aportaciones económicas co-
rrespondientes a este servicio público y señalar las
sanciones aplicables a los funcionarios que no cum-
plan o no hagan cumplir las disposiciones relativas, lo
mismo a todos aquellos que las infrinjan”;

La segunda reforma tiene fecha de publicación 30 de
diciembre de 1946.  DOF 30-12-1946, teniendo como
presidente en turno al licenciado Miguel Alemán  Val-
dés.  Quedando de la siguiente manera: Artículo 3o. La
educación que imparta el Estado –federación, estados,
municipios– tenderá a desarrollar armónicamente todas
las facultades del ser humano y fomentará en él, a la
vez, el amor a la patria y la conciencia de la solidaridad
internacional en la independencia y en la justicia;

I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de cre-
encias, el criterio que orientará a dicha educación se
mantendrá por completo ajeno a cualquier doctrina
religiosa y, basado en los resultados del progreso
científico, luchará contra la ignorancia y sus efec-
tos, las servidumbres, los fanatismos y los prejui-
cios. Además:

a) Será democrático, considerando a la demo-
cracia no solamente como una estructura jurídi-
ca y un régimen político, sino como un sistema
de vida fundado en el constante mejoramiento
económico, social y cultural del pueblo;

b) Será nacional, en cuanto - sin hostilidades ni
exclusivismos - atenderá a la comprensión de
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nuestros problemas, al aprovechamiento de
nuestros recursos, a la defensa de nuestra inde-
pendencia política, al aseguramiento de nuestra
independencia económica y a la continuidad y
acrecentamiento de nuestra cultura; y

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana,
tanto por los elementos que aporte, a fin de ro-
bustecer en el educando, junto con el aprecio pa-
ra la dignidad de la persona y la integridad de la
familia, la convicción del interés general de la
sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en
sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de
derechos de todos los hombres, evitando los pri-
vilegios de razas, de sectas, de grupo, de sexo o
de individuos.

II. Los particulares podrán impartir educación en to-
dos sus tipos y grados. Pero por lo que concierne a la
educación primaria, secundaria y normal (y a la de
cualquier tipo o grado, destinada a obreros y a cam-
pesinos) deberán obtener previamente, en cada caso,
la autorización expresa del poder público. Dicha au-
torización podrá ser negada o revocada, sin que con-
tra tales resoluciones proceda juicio o recurso alguno;

III. Los planteles particulares dedicados a la educa-
ción en los tipos y grados que especifica la fracción
anterior deberán ajustarse, sin excepción, a lo dis-
puesto en los párrafos I y II del presente artículo y,
además, deberán cumplir los planes y los programas
oficiales;

IV. Las corporaciones religiosas, los ministros de
los cultos, las sociedades por acciones que, exclusi-
va o predominantemente, realicen actividades edu-
cativas y las asociaciones o sociedades ligadas con
la propaganda de cualquier credo religioso no inter-
vendrán en forma alguna en planteles en que se im-
parta educación primaria, secundaria y normal y la
destinada a obreros o a campesinos;

V. El Estado podrá retirar discrecionalmente, en
cualquier tiempo, el reconocimiento de validez ofi-
cial a los estudios hechos en planteles particulares;

VI. La educación primaria será obligatoria;

VII. Toda la educación que el Estado imparta será
gratuita; y

VIII. El Congreso de la Unión, a fin de unificar y
coordinar la educación en toda la república, expedi-
rá las leyes necesarias, destinadas a distribuir la
función social educativa entre la federación, los es-
tados y los municipios, a fijar las aportaciones eco-
nómicas correspondientes a ese servicio público y a
señalar las sanciones aplicables a los funcionarios
que no cumplan o no hagan cumplir las disposicio-
nes relativas, lo mismo que a todos aquellos que las
infrinjan.

La tercera reforma se publica el 9 de junio de 1980
en la primera DOF 09-06-1980 en su momento y co-
mo presidente en turno  José López Portillo, la modi-
ficación al presente artículo se sujeta al siguiente tex-
to  artículo 3o. ... I a VII. ... 

VIII. Las universidades y las demás instituciones de
educación superior a las que la Ley otorgue autono-
mía, tendrán la facultad y la responsabilidad de go-
bernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar,
investigar y difundir la cultura de acuerdo con los
principios de este artículo, respetando la libertad de
cátedra e investigación y de libre examen y discu-
sión de las ideas; determinarán sus planes y progra-
mas; fijarán los términos de ingreso, promoción y
permanencia de su personal académico; y adminis-
trarán su patrimonio. Las relaciones laborales, tan-
to del personal académico como del administrativo,
se normarán por el apartado A del artículo 123 de
esta Constitución, en los términos y con las modali-
dades que establezca la Ley Federal del Trabajo
conforme a las características propias de un trabajo
especial, de manera que concuerden con la autono-
mía, la libertad de cátedra e investigación y los fi-
nes de las instituciones a que esta fracción se refie-
re.

IX. El Congreso de la Unión, a fin de unificar y co-
ordinar la educación en toda la república, expedirá
las leyes necesarias, destinadas a distribuir la fun-
ción social educativa entre la federación, los esta-
dos y los municipios, a fijar las aportaciones econó-
micas correspondientes a ese servicio público y a
señalar las sanciones aplicables a los funcionarios
que no cumplan o no hagan cumplir las disposicio-
nes relativas, lo mismo que a todos aquellos que las
infrinjan; como es evidente en los años ochenta se
busco principalmente la autonomía universitaria, li-
bertad de cátedra,  libertad de examen así como lo
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relativo al régimen laboral del personal académico
y administrativo.    

La cuarta reforma publicada el 28 de enero de 1992
DOF 28-01-1992, teniendo como presidente al licen-
ciado Carlos Salinas de Gortari, para quedar como si-
gue: Artículo 3o. …

I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de cre-
encias, dicha educación será laica y, por tanto, se
mantendrá por completo ajena a cualquier doctrina
religiosa;

II. El criterio que orientará a esa educación se basa-
rá en los resultados del progreso científico, luchará
contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres,
los fanatismos y los prejuicios. Además:

a)…

b)…

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana,
tanto por los elementos que aporte a fin de ro-
bustecer en el educando, junto con el aprecio pa-
ra la dignidad de la persona y la integridad de la
familia, la convicción del interés general de la
sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en
sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de
derechos de todos los hombres, evitando los pri-
vilegios de razas, de religión, de grupos, de se-
xos o de individuos;

III. Los particulares podrán impartir educación

IV. Los planteles particulares dedicados a la educa-
ción en los tipos y grados que especifica la fracción
anterior, deberán impartir la educación con apego a
los mismos fines y criterios que establecen el pri-
mer párrafo y la fracción II del presente artículo;
además cumplirán los planes y programas oficiales
y se ajustarán a lo dispuesto en la fracción anterior;

V. a IX. … 

Reformas a los artículos 3o. y 31 constitucionales 

En el caso de esta quinta reforma publicada el 5 de
marzo de 1993 DOF 05-03-1993, nuevamente el  pre-
sidente Carlos Salinas de Gortari

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir
educación. El Estado –federación, estados y muni-
cipios– impartirá educación preescolar, primaria y
secundaria. La educación primaria y la secundaria
son obligatorias.

La educación que imparta el Estado tenderá a des-
arrollar armónicamente todas las facultades del ser
humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la pa-
tria y la conciencia de la solidaridad internacional,
en la independencia y en la justicia.

I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de cre-
encias, dicha educación será laica y, por tanto, se
mantendrá por completo ajena a cualquier doctrina
religiosa;

II. El criterio que orientará a esa educación se basa-
rá en los resultados del progreso científico, luchará
contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres,
los fanatismos y los prejuicios.

Además:

a) Será democrático, considerando a la demo-
cracia no solamente como una estructura jurídi-
ca y un régimen político, sino como un sistema
de vida fundado en el constante mejoramiento
económico, social y cultural del pueblo;

b) Será nacional, en cuanto -sin hostilidades ni
exclusivismos- atenderá a la comprensión de
nuestros problemas, al aprovechamiento de
nuestros recursos, a la defensa de nuestra inde-
pendencia política, al aseguramiento de nuestra
independencia económica y a la continuidad y
acrecentamiento de nuestra cultura, y

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana,
tanto por los elementos que aporte a fin de ro-
bustecer en el educando, junto con el aprecio pa-
ra la dignidad de la persona y la integridad de la
familia, la convicción del interés general de la
sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en
sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de
derechos de todos los hombres, evitando los pri-
vilegios de razas, de religión, de grupos, de se-
xos o de individuos;
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III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en
el segundo párrafo y en la fracción II, el Ejecutivo
federal determinará los planes y programas de estu-
dio de la educación primaria, secundaria y normal
para toda la república. Para tales efectos, el Ejecuti-
vo federal considerará la opinión de los gobiernos
de las entidades federativas y de los diversos secto-
res sociales involucrados en la educación, en los
términos que la ley señale;

IV. Toda la educación que el Estado imparta será
gratuita;

V. Además de impartir la educación preescolar, pri-
maria y secundaria, señaladas en el primer párrafo,
el Estado promoverá y atenderá todos los tipos y
modalidades educativos -incluyendo la educación
superior- necesarios para el desarrollo de la nación,
apoyará la investigación científica y tecnológica, y
alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra
cultura;

VI. Los particulares podrán impartir educación en
todos sus tipos y modalidades. En los términos que
establezca la ley, el Estado otorgará y retirará el re-
conocimiento de validez oficial a los estudios que
se realicen en planteles particulares. En el caso de la
educación primaria, secundaria y normal, los parti-
culares deberán:

a) Impartir la educación con apego a los mismos
fines y criterios que establecen el segundo pá-
rrafo y la fracción II, así como cumplir los pla-
nes y programas a que se refiere la fracción III;
y

b) Obtener previamente, en cada caso, la autori-
zación expresa del poder público, en los térmi-
nos que establezca la ley;

VII. Las universidades y las demás instituciones de
educación superior a las que la ley otorgue autono-
mía, tendrán la facultad y la responsabilidad de go-
bernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar,
investigar y difundir la cultura de acuerdo con los
principios de este artículo, respetando la libertad de
cátedra e investigación y de libre examen y discu-
sión de las ideas; determinarán sus planes y progra-
mas; fijarán los términos de ingreso, promoción y
permanencia de su personal académico; y adminis-

trarán su patrimonio. Las relaciones laborales, tan-
to del personal académico como del administrativo,
se normarán por el apartado A del artículo 123 de
esta Constitución, en los términos y con las modali-
dades que establezca la Ley Federal del Trabajo
conforme a las características propias de un trabajo
especial, de manera que concuerden con la autono-
mía, la libertad de cátedra e investigación y los fi-
nes de las instituciones a que esta fracción se refie-
re, y

VIII. El Congreso de la Unión, con el fin de unifi-
car y coordinar la educación en toda la república,
expedirá las leyes necesarias, destinadas a distribuir
la función social educativa entre la federación, los
estados y los municipios, a fijar las aportaciones
económicas correspondientes a ese servicio público
y a señalar las sanciones aplicables a los funciona-
rios que no cumplan o no hagan cumplir las dispo-
siciones relativas, lo mismo que a todos aquellos
que las infrinjan; cabe señalar que en esa misma fe-
cha se modifica la fracción primera del artículo 31
que a la letra dice:

I. Hace que sus hijos o pupilos concurran a las
escuelas públicas, a privadas para obtener la
educación primaria y secundaria y reciban la mi-
litar, en los términos que establezca la Ley; 

Siendo la sexta reforma publicada el  martes 12 de
noviembre de 2002 DOF 12-11-2002 (Primera Sec-
ción) y estando como presidente el licenciado Vicente
Fox Quesada, se modifican los artículos 3o. y 31 cons-
titucionales, para incluir a la educación preescolar co-
mo obligatoria dentro de la curricular, además de con-
siderar la opinión de los gobiernos de las entidades
federativas y del Distrito Federal, así como de los di-
versos sectores sociales involucrados en la educación,
en los términos que la Ley señala. 

La modificación y siendo el turno de la  séptima re-
forma publicada el 10 de junio de 2011  DOF 10-06-
2011 teniendo como presidente en turno al licenciado
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, en el marco de los
derechos humanos y sus garantías la modificación al
presente versa sobre el respeto a los derechos huma-
nos, cabe señalar que el artículo 31 no se modifica, ya
que las obligaciones de los mexicanos siguen siendo
las mismas. 
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El jueves 9 de febrero de 2012 se realizo la octava re-
forma  DOF 09-02-2012 (Primera Sección) al artículo
3o. constitucional y nuevamente el presidente Felipe
de Jesús Calderón Hinojosa,  se incorpora a la educa-
ción media superior como un derecho y  una  obliga-
ción ya que también se modifica la fracción I del artí-
culo 31  de la Carta Magna, para incluir en sus
términos que:

Artículo 31. …

I. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las es-
cuelas públicas o privadas, para obtener la educa-
ción preescolar, primaria, media superior y reciban
la militar, en los  términos que establezca la Ley. 

II. a IV. … 

Como se da cuenta en el análisis previo, han existido
muchas modificaciones a los artículos 3 y 31 de nues-
tra Carta Magna, la mayoría de ellos, buscando el sen-
tido en que el Estado funcione como rector de una
educación cada vez más acorde con los avances, las
necesidades y la evolución social.

Según el “examen general de egreso de la licenciatu-
ra” (Egel) del año 2012 aplicado por el Centro Nacio-
nal de Evaluación para la Educación Superior (Cena-
val) en 33 licenciaturas y a más de 130 mil estudiantes
que lo presentaron, sólo entre 50 y 55 por ciento de
los alumnos logran pasar la prueba, de esos punta-
jes el 10 por ciento es sobresaliente y entre 1 y 2 por
ciento que se traduce en 1,500 estudiantes son ex-
cepcionales, con lo que se logra determinar que estu-
diantes de carreras universitarias no alcanzan los mí-
nimos estándares educativos. Esto, sustenta la
necesidad de contar con espacios abiertos para la pre-
paración del trabajo en los planteles educativos, toda
vez que está demostrado el nivel académico de los es-
tudiantes quienes a pesar de contar con estudios uni-
versitarios no obtienen una garantía laboral o de em-
pleo, haciendo necesaria la implementación de talleres
que brinden capacitación para el trabajo, en dónde se
enseñen diversas áreas laborales y permitan a la po-
blación en preparación contar con diversidad en las
oportunidades de trabajo.

Es de tomarse en consideración que alrededor de 70 de
cada 100 jóvenes mexicanos, a los 18 años no tengan
certificado de educación media superior que les per-

mita continuar con sus estudios y se vean obligados a
incorporarse al campo del trabajo subordinado o del
auto empleo por lo que es necesaria esta modificación
constitucional que les permita obtener mediante cursos
prácticos abiertos y sencillos, un certificado de capaci-
tación para trabajo y se conviertan en  mexicanos pro-
ductivos capaces de realizar un oficio específico.

Es nuestra obligación legislar a favor de la ciudadanía
y de las necesidades de la misma. Recordemos que el
sujeto que aprende y el desarrollo integral de su per-
sonalidad son el centro del proceso formativo, en don-
de debe existir  unidad entre lo afectivo y lo cognitivo,
entre las habilidades y los procedimientos y entre los
valores y las actitudes esenciales para el desarrollo
personal y profesional.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito
someter a consideración de esta honorable asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los ar-
tículo 3o. y 31 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos

Artículo Único. Se reforma y adiciona el primer pá-
rrafo, las fracciones III y IV; el inciso a) de la fracción
VI del artículo 3o., así como la fracción I del artículo
31 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir
educación y capacitación para el trabajo. El Estado
–federación, estados, distrito federal y municipios–
impartirá educación preescolar, primaria, secundaria y
media superior. La educación preescolar, primaria y
secundaria conforman la educación básica; ésta y la
media superior y la capacitación para el trabajo se-
rán obligatorias.

I. y II. …

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en
el segundo párrafo y en la fracción II, el Ejecutivo
federal determinará los planes y programas de estu-
dio de la educación preescolar, primaria, secunda-
ria, capacitación para el trabajo y normal para to-
da la república. Para tales efectos, el Ejecutivo
federal considerará la opinión de los gobiernos de
las entidades federativas y del Distrito Federal, así
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como de los diversos sectores sociales involucrados
en la educación, en los términos que la ley señale.

IV. Toda la educación y capacitación para el tra-
bajo que el Estado imparta será gratuita;

V. …

VI. Los particulares podrán impartir educación y
capacitación para el trabajo en todos sus tipos y
modalidades. En los términos que establezca la ley,
el Estado otorgará y retirará el reconocimiento de
validez oficial a los estudios y las capacitaciones
que se realicen en planteles particulares. En el caso
de la educación preescolar, primaria, secundaria,
media superior, capacitación para el trabajo y
normal, los particulares deberán:

a) Impartir la educación y las capacitaciones
con apego a los mismos fines y criterios que es-
tablecen el segundo párrafo y la fracción II, así
como cumplir los planes y programas a que se
refiere la fracción III, y

b)…

Artículo 31. …

I. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las es-
cuelas públicas o privadas, para obtener la educa-
ción preescolar, primaria, secundaria, media supe-
rior, capacitación para el trabajo y reciban la
militar, en los términos que establezca la ley.

II. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá modificar
las leyes que correspondan para que estén en concor-
dancia con el contenido del presente decreto. 

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 19 de marzo de 2013.

Diputado Jaime Bonilla Valdez (rúbrica)

QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES, A CARGO DE

LA DIPUTADA CRISTINA OLVERA BARRIOS, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA

La suscrita diputada Cristina Olvera Barrios, integran-
te del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza de la
LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
en ejercicio de la facultad de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6,
numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración del pleno la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, al tenor
del siguiente

Planteamiento del Problema

Las aguas residuales pueden definirse como las aguas
que provienen del sistema de abastecimiento de agua
de una población, después de haber sido modificadas
por diversos usos en actividades domésticas, indus-
triales y comunitarias.

Según su origen, las aguas residuales resultan de la
combinación de líquidos y residuos sólidos transporta-
dos por el agua que proviene de residencias, oficinas,
edificios comerciales e instituciones, junto con los re-
siduos de las industrias y de actividades agrícolas, así
como de las aguas subterráneas, superficiales o de pre-
cipitación que también pueden agregarse eventual-
mente al agua residual.

De acuerdo con su origen, las aguas residuales pueden
ser clasificadas como:

1. Domésticas: son aquellas utilizadas con fines hi-
giénicos (baños, cocinas, lavanderías etcétera), con-
sisten básicamente en residuos humanos que llegan
a las redes de alcantarillado por medio de descargas
de instalaciones hidráulicas de la edificación tam-
bién en residuos originados en establecimientos co-
merciales, públicos y similares.

2. Industriales: son líquidos generados en los pro-
cesos industriales. Poseen características específi-
cas, dependiendo del tipo de industria.

Gaceta Parlamentaria Martes 19 de marzo de 201368



3. Infiltración y caudal adicionales: las aguas de
infiltración penetran en el sistema de alcantarillado
a través de los empalmes de las tuberías, paredes de
la tuberías defectuosas, tuberías de inspección y
limpieza, etcétera. Hay también aguas pluviales,
que son descargadas por medio de varias fuentes,
como canales, drenajes y colectores de aguas de llu-
vias.

4. Pluviales: son grandes cantidades de agua de llu-
via que se descargan. Parte de esta agua es drenada
y otra escurre por la superficie arrastrando arena,
tierra, hojas y otros residuos que pueden estas sobre
el suelo.

Otra forma de denominar a las aguas residuales es con
base al contenido de contaminantes que esta porta, así
se conocen como

• Aguas negras a las aguas residuales provenientes
de inodoros, es decir, aquellas que transportan ex-
crementos humanos y orina, ricas en sólidos sus-
pendidos, nitrógeno y coliformes fecales.

• Aguas grises a las aguas residuales provenientes
de tinas, duchas, lavamanos y lavadoras, que apor-
tan sólidos suspendidos, fosfatos, grasas y colifor-
mes fecales, esto es, aguas residuales domésticas,
excluyendo las de los inodoros.

• Aguas negras industriales a la mezcla de las aguas
negras de una industria en combinación con las
aguas residuales de sus descargas. Los contaminan-
tes provenientes de la descarga están en función del
proceso industrial, y tienen la mayoría de ellos efec-
tos nocivos a la salud si no existe un control de la
descarga.

En México la prevención, control y vigilancia de las
aguas residuales corresponde a la Comisión Nacional
del Agua (Conagua), que además de ser un órgano rec-
tor del vital líquido con esta atribución se convierte en
autoridad administrativa sancionadora; sin embargo
no podemos dejar de lado la existencia de la Procura-
duría Federal de Protección al Ambiente, que como su
nombre lo dice se encarga de vigilar el cumplimiento
y la protección del medio ambiente, ambos son órga-
nos desconcentrados de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, pero sus funciones son
distintas.

Por lo anterior nace la necesidad del legislador de
brindarle facultades de control y vigilancia sobre las
aguas residuales a la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente (Profepa), mismas que ya posee y
conoce este órgano en materias como aire y suelo.

El abandono y no regulación de estas aguas puede im-
pactar directamente en el deterioro de los derechos hu-
manos de las y los mexicanos, es urgente transferir es-
tas facultades a la Profepa para que mediante
mecanismos de procuración del medio ambiente vigi-
le y prevenga el mal uso y de las mismas.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza estamos
comprometidos con el desarrollo sustentable y con la
preservación del vital líquido, y para ello proponemos
la presente iniciativa con proyecto de decreto por la
que se reforman, adiciona y derogan diversas disposi-
ciones de la Ley de Aguas Nacionales, con la finalidad
de otorgarle a la Procuraduría Federal del Medio Am-
biente en coordinación con la Comisión Nacional del
Agua las facultades de prevención, control y vigilan-
cia de las aguas residuales en México.

Argumentación

Derivado de lo anterior, es urgente que la vigilancia y
control de las aguas residuales pase a un organismo
encargado de vigilar y sancionar los vertidos y de otor-
gar los permisos requeridos para esta actividad se lle-
ve a cabo siempre tomando en cuenta las normas ofi-
ciales expedidas por la secretaría.

En los países desarrollados, existen plantas tratadoras
que se encargan de la mayoría de las aguas residuales
antes de verterlas en ríos, lagos o mares. En los países
en vías de desarrollo, se calcula que 90 por ciento de
estas aguas se vierten directamente sin depurar. El pro-
blema es tal que cada año mueren más personas por
enfermedades relacionadas con el agua contaminada
que por cualquier forma de violencia, incluidas las
guerras, según un informe de la Organización de las
Naciones Unidas (ONU). Anualmente, fallecen 1,8
millones de niños menores de cinco años por esta cau-
sa, uno cada 20 segundos. Las víctimas de estas do-
lencias ocupan la mitad de las camas de los hospitales
de todo el mundo.

Estas aguas según el programa de Naciones Unidas
para el Medio ambiente (Unep) no sólo afectan a la sa-
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lud de las personas sino también a los ecosistemas ma-
rinos, 245 mil kilómetros cuadrados de zonas marinas
muertas según este programa de Naciones Unidas.

Datos del informe “sick water” de la Unep, mencionan
que en el mundo entero, 41 por ciento de la población
mundial, 2 mil 700 millones de personas no tienen ac-
ceso a un saneamiento adecuado del agua; que se cal-
cula que hoy se gastan cerca de 30 mil millones de eu-
ros anuales para atender las necesidades de agua
potable y saneamiento en todo el mundo; y que cada
año se acumulan entre 300 y 500 millones de tonela-
das de metales pesados, disolventes, lodos tóxicos y
otros desechos contaminantes provenientes de la in-
dustria.

El artículo 4 de la Constitución política de los Estados
Unidos Mexicanos en su párrafo sexto nos dice que
“Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y domés-
tico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequi-
ble. El estado garantizará este derecho y la ley defini-
rá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y
uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos,
estableciendo la participación de la federación, las en-
tidades federativas y los municipios, así como la parti-
cipación de la ciudadanía para la consecución de di-
chos fines.”

Derivado de lo anterior es indispensable mencionar
que el acceso al agua es un derecho humano reconoci-
do por nuestra Carta Magna y el cual el estado está
obligado a garantizar, y por ello la presente iniciativa
busca regular y establecer las competencias corres-
pondientes para que de esta forma la vigilancia y con-
trol de las agua residuales pueda ser materia de la Pro-
curaduría Federal de Protección al Ambiente, entidad
que se encarga de vigilar la no explotación y de san-
cionar el deterioro ambiental en el país.

A continuación se agrega un par de gráficas que con-
tienen las cifras sobre descargas municipales y no mu-
nicipales como lo clasifica la Conagua y los tipos de
residuos que las industrias descargan por tipo de resi-
duo, con datos actualizados por el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía (Inegi).

Nota: DBOs: Demanda Bioquímica de Oxígeno a 5 días. 1 km3 =

1000 hm3 = mil millones de m3.

a. Para 2005: Valor estimado por la Subdirección General de

Programación, con base en el incremento del volumen tratado.

b. Para 2005: Valor estimado por la Subdirección General de

Programación, con base en la tendencia de crecimiento del vo-

lumen concesionado para uso no municipal.

Fuente: Semarnat. Conagua. Estadísticas del Agua en México,

2011 México, D.F., 2011. 
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Nota: Los datos comprenden la acumulación estimada de 2004 a

abril de 2011.

La generación estimada de residuos peligrosos es la reportada por

las empresas generadoras que se han registrado ante la Secretaría

mediante los trámites Semarnat-07-004-A, “Aviso de inscripción

como empresa generadora de residuos peligrosos” y Semarnat-07-

017-A, “Registro como generador de residuos peligrosos”.

Fuente: Semarnat. SNIARN. Módulo de consulta temática, Dimen-

sión ambiental, Residuos Peligrosos, 2011. www.semarnat.gob.mx

(Consulta: 20 de octubre de 2011).

La importancia de las aguas residuales no sólo radica
en su tratamiento sino en la vigilancia y control de que
las descargas realizadas sean conforme a la ley, ya que
si esto no se acata los daños tanto humanos como de
los ecosistemas marinos pueden ser incuantificables.

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente es
el organismo encargado de velar por el medio ambien-
te y los ecosistemas del país, es imperativo que sus
funciones se amplíen no solo a la vigilancia del aire y
el suelo sino de las aguas residuales en este caso.

Actualmente, la misión de la Comisión Nacional del
Agua consiste en administrar y preservar las aguas na-
cionales, y sus bienes inherentes, para lograr su uso
sustentable, con la corresponsabilidad de los tres órde-
nes de gobierno y la sociedad en general; es una auto-
ridad con calidad técnica y promotora de la participa-
ción de la sociedad y de los órdenes de gobierno en la

gestión integrada del recurso hídrico y sus bienes pú-
blicos inherentes.

Por su parte, la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente (Profepa) nace por la necesidad de aten-
der y controlar el creciente deterioro ambiental en
México, no tan sólo en sus ciudades, sino también en
sus bosques, selvas, costas y desiertos, lo cual, su-
mado a una serie de eventos desafortunados como
explosivos en el subsuelo, originó que el Ejecutivo
federal implementara sus políticas públicas afines al
medio ambiente y tomara la decisión de crear un or-
ganismo que tuviera entre sus atribuciones, la de re-
gular las actividades industriales riesgosas, la conta-
minación al suelo y al aire, y el cuidado de los
recursos naturales. Entre sus principales atribucio-
nes se encuentran vigilar el cumplimiento de las dis-
posiciones legales; salvaguardar los intereses de la
población en materia ambiental procurando el cum-
plimiento de la legislación ambiental, sancionar a las
personas físicas y morales que violen dichos precep-
tos legales, etcétera.

Es imperativo definir facultades y atribuciones y dis-
tribuirlas a las dependencias que sean las adecuadas
para la realización de actividades especializadas.

No podemos dejar de lado la importancia de las aguas
residuales, se está trabajando en el saneamiento de las
mismas pero se ha dejado de lado la vigilancia de és-
tas y el otorgamiento de los permisos para las descar-
gas.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza estamos
comprometidos con el medio ambiente y sabemos que
la prevención es la mejor arma para enfrentar cual-
quier problema, y si en éste aseguramos la vigilancia y
control de las aguas residuales, será mucho más fácil
buscar su saneamiento y libre aprovechamiento.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi
calidad de diputada integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza a la LXII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión; con fundamento en los artículos 71.II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presento ante esta soberanía Iniciativa con
proyecto de
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Decreto por el que se reforma, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley de Aguas Naciona-
les

Único. Se reforman el Título Séptimo, Capítulo I, los
artículos 85 segundo párrafo, 87, 88 primer párrafo, 88
Bis fracción V, 89, 91 y 92 primer párrafo, 93 fracción
I, II y III párrafo segundo, 94 primer y tercer párrafo,
94 Bis, 95, 96 Bis y 96 Bis I segundo párrafo; se adi-
ciona el artículo 86 Bis 3; y se derogan las fracciones
IV, V, VI, VII, VIII y IX del artículo 86 recorriéndose
las siguientes en su orden de la Ley de Aguas Nacio-
nales para quedar como sigue:

“Título Séptimo
Prevención, control y vigilancia 

de la contaminación de las aguas y 
responsabilidad por daño ambiental

Capítulo I
Prevención control y vigilancia 
de la Contaminación del Agua,”

“Artículo 85. … 

El gobierno federal podrá coordinarse con los gobier-
nos de los estados y del Distrito Federal, para que es-
tos últimos ejecuten determinados actos administrati-
vos relacionados con la prevención, control y
vigilancia de la contaminación de las aguas y respon-
sabilidad por el daño ambiental, en los términos de lo
que establece esta ley y otros instrumentos jurídicos
aplicables, para contribuir a la descentralización de la
gestión de los recursos hídricos.

…

a. …

b. …”

“Artículo 86 Bis 3. La Procuraduría tendrá a su
cargo en términos de Ley:

I. Establecer y vigilar el cumplimiento de las
condiciones particulares de descarga que deben
satisfacer las aguas residuales, de los distintos
usos y usuarios, que se generen en:

a. Bienes y zonas de jurisdicción federal;

b. Aguas y bienes nacionales;

c. Cualquier terreno cuando puedan contami-
nar el subsuelo o los acuíferos, y

d. Los demás casos previstos en la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente y en los reglamentos de la presente
Ley;

II. Realizar la inspección y verificación del cum-
plimiento de las disposiciones de las normas ofi-
ciales mexicanas aplicables, para la prevención y
conservación de la calidad de las aguas naciona-
les y bienes señalados en la presente ley;

III. Autorizar en su caso, el vertido de aguas re-
siduales en el mar, y en coordinación con la Se-
cretaría de Marina cuando provengan de fuentes
móviles o plataformas fijas;

IV. Vigilar, en coordinación con las demás auto-
ridades competentes, que el agua suministrada
para consumo humano cumpla con las normas
oficiales mexicanas correspondientes;

V. Vigilar, en coordinación con las demás autori-
dades competentes, que se cumplan las normas
de calidad del agua en el uso de las aguas resi-
duales;

VI. Promover o realizar las medidas necesarias
para evitar que basura, desechos, materiales y
sustancias tóxicas, así como lodos producto de
los tratamientos de aguas residuales, de la pota-
bilización del agua y del desazolve de los siste-
mas de alcantarillado urbano o municipal, con-
taminen las aguas superficiales o del subsuelo y
los bienes que señala el artículo 113 de la presen-
te ley;”

“Artículo 87. La procuraduría en coordinación con
la autoridad del agua determinarán los parámetros
que deberán cumplir las descargas, la capacidad de
asimilación y dilución de los cuerpos de aguas nacio-
nales y las cargas de contaminantes que éstos pueden
recibir, así como las metas de calidad y los plazos pa-
ra alcanzarlas, mediante la expedición de declaratorias
de clasificación de los cuerpos de aguas nacionales, las
cuales se publicarán en el Diario Oficial de la Federa-
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ción, lo mismo que sus modificaciones, para su obser-
vancia.

…

I. a IV. …”

“Artículo 88. Las personas físicas o morales requie-
ren permiso de descarga expedido por la Procuradu-
ría para verter en forma permanente o intermitente
aguas residuales en cuerpos receptores que sean aguas
nacionales o demás bienes nacionales, incluyendo
aguas marinas, así como cuando se infiltren en terre-
nos que sean bienes nacionales o en otros terrenos
cuando puedan contaminar el subsuelo o los acuíferos.

…”

“Artículo 88 Bis. …

I. a IV. …

V. Hacer del conocimiento de la Procuraduría los
contaminantes presentes en las aguas residuales que
generen por causa del proceso industrial o del ser-
vicio que vienen operando, y que no estuvieran con-
siderados en las condiciones particulares de descar-
ga fijadas;

VI. a XV. …

…”

“Artículo 89. La Procuraduría para otorgar los per-
misos de descarga deberá tomar en cuenta la clasifica-
ción de los cuerpos de aguas nacionales a que se refie-
re el Artículo 87 de esta misma Ley, las Normas
Oficiales Mexicanas correspondientes y las condicio-
nes particulares que requiera cumplir la descarga.

…

…”

“Artículo 91. La infiltración de aguas residuales para
recargar acuíferos, requiere permiso de la Procuradu-
ría y deberá ajustarse a las Normas Oficiales Mexica-
nas que al efecto se emitan.”

“Artículo 91 Bis. …

Los municipios, el Distrito Federal y en su caso, los
estados, deberán tratar sus aguas residuales, antes de
descargarlas en un cuerpo receptor, conforme a las
Normas Oficiales Mexicanas o a las condiciones par-
ticulares de descarga que les determine la Procuradu-
ría, cuando a ésta competa establecerlas.

…”

“Artículo 92. La Procuraduría ordenará la suspen-
sión de las actividades que den origen a las descargas
de aguas residuales, cuando:

I. a V. …

…

…”

“Artículo 93. …

I. Efectuar la descarga en un lugar distinto del auto-
rizado por la Procuraduría;

II. Realizar los actos u omisiones que se señalan en
las fracciones II, III y IV del artículo anterior, cuan-
do con anterioridad se hubieren suspendido las ac-
tividades del permisionario por la Procuraduría
por la misma causa, o

III. …

Cuando proceda la revocación, la Procuraduría
previa audiencia con el interesado, dictará y notifi-
cará la resolución respectiva, la cual deberá estar
debidamente fundada y motivada.

…”

“Artículo 94. Cuando la suspensión o cese de opera-
ción de una planta de tratamiento de aguas residuales
pueda ocasionar graves perjuicios a la salud, a la se-
guridad de la población o graves daños a ecosistemas
vitales, la Procuraduría por sí o a solicitud de autori-
dad distinta, en función de sus respectivas competen-
cias, ordenará la suspensión de las actividades que ori-
ginen la descarga, y cuando esto no fuera posible o
conveniente, la Procuraduría nombrará un interven-
tor para que se haga cargo de la administración y ope-
ración provisional de las instalaciones de tratamiento
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de aguas residuales, hasta que se suspendan las activi-
dades o se considere superada la gravedad de la des-
carga, sin perjuicio de la responsabilidad administrati-
va o penal en que se hubiera podido incurrir.

…

En caso de no cubrirse dentro de los treinta días si-
guientes a su requerimiento por la Procuraduría, los
gastos tendrán el carácter de crédito fiscal.”

“Artículo 94 Bis. Previo otorgamiento o renovación
de permisos, incluyendo los de descarga, concesiones
y asignaciones de los generadores de contaminación,
además de cumplir con las Normas Oficiales Mexica-
nas relativas a descargas de aguas residuales, el intere-
sado deberá presentar ante la Procuraduría, un análi-
sis físico, químico y orgánico de las aguas de las
fuentes receptoras en puntos inmediatamente previos a
la descarga. Dicha información servirá para conformar
el Registro de control de contaminación por fuentes
puntuales y evaluar la calidad ambiental de la fuente,
su capacidad de asimilación o autodepuración y so-
porte.”

“Artículo 95. La Procuraduría en el ámbito de la
competencia federal, realizará la inspección o fiscali-
zación de las descargas de aguas residuales con el ob-
jeto de verificar el cumplimiento de la Ley. Los resul-
tados de dicha fiscalización o inspección se harán
constar en acta circunstanciada, producirán todos los
efectos legales y podrán servir de base para que la
Procuraduría y las dependencias de la Administra-
ción Pública Federal competentes, puedan aplicar las
sanciones respectivas previstas en la ley.”

“Artículo 96 Bis. La Procuraduría intervendrá para
que se cumpla con la reparación del daño ambiental,
incluyendo aquellos daños que comprometan a ecosis-
temas vitales, debiendo sujetarse en sus actuaciones en
términos de ley.”

“Artículo 96 Bis 1. …

La Procuraduría, con apoyo en el organismo de
cuenca competente, intervendrá para que se instru-
mente la reparación del daño ambiental a cuerpos de
agua de propiedad nacional causado por extracciones
o descargas de agua, en los términos de esta ley y sus
reglamentos.”

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 19 de marzo de 2013.

Diputada Cristina Olvera Barrios (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 420 DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA LANDY MARGARITA

BERZUNZA NOVELO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

La suscrita, Landy Margarita Berzunza Novelo, dipu-
tada a la LXII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, somete a la consideración de
esta soberanía, iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 420 fracción II Bis, del
Código Penal Federal al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

En la actualidad muchas especies marinas se encuen-
tran amenazadas a grado tal que pueden ser objeto de
extinción. Este es el caso del “pepino de mar”, respec-
to del cual se ha dispuesto por la autoridad competen-
te, el necesario e indispensable respeto a las épocas y
zonas de veda establecidas para diferentes especies de
la fauna acuática, en aguas mexicanas de jurisdicción
federal.
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Por acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración del 16 de marzo de 1994, se estableció un pe-
riodo de veda en las aguas marinas colindantes con la
Península de Yucatán; pero contrario a lo esperado, las
épocas y zonas de veda no han sido respetadas. Des-
graciadamente este tipo de prohibiciones han incre-
mentado la pesca ilegal que amenaza la extinción de
las especies.

En consecuencia y con objeto de evitar la extinción de
las especies amenazadas e impulsar el aprovechamien-
to sustentable de los recursos marinos, es por lo que
consideramos que resulta, no sólo necesario sino ya in-
dispensable, que el Código Penal Federal contemple
sanciones a la pesca ilegal del “pepino de mar”, de la
misma manera en que se tipifica para las especies
acuáticas denominadas “Abulón” y “Langosta”.

Argumentación

Por “pepino de mar” se conoce a las holoturias, co-
hombros o carajos de mar, que son animales marinos
de cuerpo vermiforme, alargado y blando, que viven
en los fondos marinos.

Al “pepino de mar”, se le localiza en las zonas de co-
ral, rocas y enterrados en el suelo marino.

Son animales marinos inofensivos, se alimentan de se-
dimento y limpian el fondo de los mares, cuyo princi-
pal depredador es el ser humano, porque se aprovecha
principalmente para consumo y también como medici-
na contra el dolor y los malestares musculares, esto-
macales y respiratorios.

Los principales centros de consumo se localizan en
Asia y Europa. En Asia, muy especialmente China, Ja-
pón y Corea del Sur, porque el pepino de mar es un
producto muy apreciado por los consumidores de esos
países.

En México, la captura del pepino de mar comenzó a fi-
nales de los años ochenta y se ha incrementado con el
paso de los años hasta constituir ya una problemática
tan grave que amenaza la extinción de aquellas especies
de pepino de mar de mayor demanda, con lo que se po-
ne en riesgo el equilibrio en los ecosistemas marinos.

El precio por tonelada supera los tres mil dólares; es
decir, más de 36 mil pesos mexicanos en promedio, lo

que hace muy atractiva su captura y también, desafor-
tunadamente, la pesca ilegal.

Para el año próximo pasado, la estimación más apro-
ximada en captura e ingreso económico para la pes-
quería legalmente autorizada de las zonas colindantes
a la península de Yucatán, se ubicó en unas 580 tone-
ladas con una derrama aproximada de un millón sete-
cientos cuarenta mil dólares; es decir, más de 20 mi-
llones 880 mil pesos.

En este orden de ideas y debido a la mezcla de facto-
res como el alto valor comercial de este animal mari-
no, el incremento en su captura y consumo y la pesca
ilegal que no respeta épocas ni zonas de veda, es por
lo que en la actualidad la especie se encuentra en peli-
gro de extinción.

La Ley General de Pesca y Acuacultura sustentables,
regula la captura de las especies marinas y establece
las infracciones y sanciones administrativas al efecto,
pero esto no ha sido suficiente para inhibir la captura
ilegal.

De igual manera, la Norma Oficial Mexicana 009-
pesc-1993 y el Acuerdo publicado en el Diario Oficial
de la Federación, el 16 de marzo de 1994, han sido in-
suficientes para evitar la depredación ilegal, desmedi-
da e irracional de esta especie marina.

Hoy día, ya se encuentra publicado en el Diario Oficial
de la Federación del 14 de febrero de 2013, un nuevo
Acuerdo, muy importante y trascendente, de la Secre-
taría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pes-
ca y Alimentación, con el que se modifica la fracción
IX del numeral Primero del aviso por el que se da a co-
nocer el establecimiento de épocas y zonas de veda pa-
ra la pesca de diferentes especies de la fauna acuática
en aguas de jurisdicción federal de los Estados Unidos
Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 16 de marzo de 1994, que dispone lo si-
guiente:

“IX. Se establece veda permanente para la pesca de
todas las especies de pepino de mar, a partir de la
fecha de la publicación del presente Acuerdo, en las
aguas marinas de jurisdicción federal localizadas
rente a la costa de la Península de Yucatán, a partir
del punto ubicado en la frontera entre los Estados de
tabasco y Campeche, con las coordenadas de 92º
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28´5” Longitud Oeste y 18º 39´5” Latitud Norte, si-
guiendo una línea imaginaria sobre el mismo para-
lelo hasta el límite exterior de la plataforma conti-
nental y siguiendo ese límite hasta la frontera con
Belice.”

Al respecto, consideramos importante destacar las
consideraciones que la dependencia ha precisado en
este Acuerdo y que, entre otras, son:

“Que las poblaciones de pepino de mar localizadas
en los fondos marinos de las aguas de jurisdicción
federal frente al litoral de la Península de Yucatán
representan un recurso biológico de importancia pa-
ra los pescadores locales;” 

“Que el pepino de mar es un recurso con importan-
cia ecológica como reciclador de materia en el eco-
sistema, cuyas características biológicas lo hacen
vulnerable a los cambios ambientales y a los efec-
tos de la pesca, al ser de escasa movilidad, con ten-
dencia a formar agregaciones como una estrategia
para favorecer su éxito reproductivo, y con larga
longevidad;”

“Que las especies de pepino de mar Holothuria flo-

ridana, Astichopus multifidus e Isostichopus badio-

notus se distribuyen frente a la península de Yuca-
tán, por lo que es necesario establecer la protección
efectiva de sus poblaciones que sustentan esta pes-
quería mediante medidas de regulación enfocadas
al control de la mortalidad por pesca y la protección
de las especies durante su periodo reproductivo y de
reclutamiento;”

“Que la veda para las especies aprovechables de pe-
pino de mar tiene como finalidad inducir a la per-
manencia de sus poblaciones en las áreas de pesca
y mantener la biomasa capturable de dichas pobla-
ciones para que genere beneficios a los pescadores
de Campeche y Yucatán en los periodos en que téc-
nicamente resulte viable la pesca;”

“Que las evaluaciones realizadas recientemente por
el Instituto Nacional de Pesca indican que los ban-
cos de pepino de mar detectados en la zona oriental
de la plataforma continental de la Península de Yu-
catán tienen factibilidad para su aprovechamiento;
sin embargo, ello está condicionado a la disponibi-
lidad y tallas biológicamente adecuadas, siendo ac-

tualmente necesario permitir el crecimiento y re-
producción de las poblaciones, ya que se trata de or-
ganismos jóvenes, los cuales llevarán a cabo el pro-
ceso de reproducción entre mayo y agosto del
presente año.”

“Adicionalmente se debe permitir que los rendi-
mientos se incrementen a partir de la captura de
ejemplares adultos de la talla adecuada, lo que re-
presentará beneficios para el productor.”

“Que conforme a los resultados de investigaciones
recientes respecto al desarrollo de las fases de ma-
duración gonádica de H. floridana, el periodo don-
de mayormente se presentaron hembras maduras a
desovadas, con baja representatividad de organis-
mos en fases iniciales de reproducción, fue de fe-
brero a junio, lo que podría considerarse como el
periodo de desove para esta especie.”; y, 

“Que con base en las bajas densidades de organis-
mos adultos de las especies Isostichopus badiono-

tus y Holothuria floridana, la definición del perio-
do de reproducción de esta última, y con la
finalidad de favorecer el éxito de reproducción y el
reclutamiento de individuos a la población adulta,
hasta recuperar niveles de biomasa que permitan su
extracción en tallas adecuadas, el Instituto Nacional
de Pesca, recomendó continuar con la veda de todas
las especies de pepino de mar.”

Por todo lo antes señalado, hemos considerado que ya
es indispensable que la pesca ilegal del pepino de mar,
sea tipificada como delito, de manera expresa por el
Código Penal Federal, a fin de inhibir estas conductas
depredatorias, que deben ser evitadas haciendo uso de
todos las acciones, instrumentos, normas y herramien-
tas al alcance de las autoridades competentes.

Es por lo que estamos solicitando el voto aprobatorio
de esta honorable asamblea, para esta iniciativa de ley,
que tiene como antecedente inmediato el hecho de que
la protección legal que estamos pidiendo para el pepi-
no de mar, ya es ley vigente para el abulón y la lan-
gosta.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea la presente iniciativa
con proyecto de
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Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 420, fracción II
Bis del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 420. Se impondrá pena de uno a nueve años
de prisión y por el equivalente de trescientos a tres mil
días multa, a quien ilícitamente:

I y II…

II Bis. De manera dolosa capture, transforme, aco-
pie, transporte, destruya o comercie con las espe-
cies acuáticas denominadas abulón, langosta y pe-
pino de mar dentro o fuera de los periodos de veda,
sin contar con la autorización que corresponda, en
cantidad que exceda 10 kilogramos de peso y cuan-
do las conductas a que se refiere la presente frac-
ción se cometan por una asociación delictuosa, en
los términos del artículo 164 de este Código, se es-
tará a lo dispuesto en el artículo 194 del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 19 de febrero de 2013.

Diputada Landy Margarita Berzunza Novelo (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE SALUD, A CARGO DE LA DIPUTADA

RAQUEL JIMÉNEZ CERRILLO, DEL PAN, Y SUSCRITA POR

INTEGRANTES DE DIVERSOS GRUPOS PARLAMENTARIOS

Los suscritos diputados Raquel Jiménez Cerrillo, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional; María Fernanda Schroeder Verdugo, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional; Jorge Herrera Delgado, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional; Xavier Azuara Zúñiga,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional; Alma Marina Vitela Rodríguez, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; en la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
ten a la consideración de esta soberanía, la presente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversos artículos de la Ley General de Salud, en
materia de reproducción humana médicamente asisti-
da al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La reproducción humana medicamente asistida es un
polo de atracción fascinante para cualquier profesio-
nal, y es uno de los temas que más dilemas y proble-
mas éticos generan en relación al uso que puede re-
presentar; es decir, el desarrollo de la ciencia y de las
tecnologías y técnicas en este sentido han generado
tanto ventajas, como desventajas.

La reflexión sobre este tema permite diversos enfoques
complementarios. Las ciencias sociales propician los
planteamientos interdisciplinarios: el punto de vista del
jurista se enriquece con la consideración de los que de-
fienden los diversos colectivos implicados. La repro-
ducción humana no solo es un asunto individual sino
también social, por lo que se considera prioritario esta-
blecer un marco jurídico que proteja y de certeza jurí-
dica a quienes se encuentran sometidos a estas técnicas
sin legislación que los proteja de manera fehaciente. 

La tasa de éxito de estas técnicas en general todavía es
baja, se requiere analizar riesgos y beneficios sobre la
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salud, sobre todo de la mujer y el manejo de embrio-
nes.

Es importante señalar que la aplicación de las técnicas
de reproducción humana asistida están dirigidas para
facilitar el nacimiento de un ser humano vivo, en el ca-
so en que una pareja sufra de infertilidad o esterilidad.

El incremento de tasa de infertilidad así como el alto
interés de las familias por tener un hijo, ha propiciado
la existencia de clínicas de fertilización asistida. Pe-
ro la ausencia de reglamentación en este campo, ha
generado una serie de irregularidades y abusos, que
daña tanto a las mujeres, como a las familias, inclu-
yendo el nasciturus, dando como resultado un pro-
blema de salud pública, por lo que se considera ur-
gente establecer un marco jurídico que proteja y dé
certeza jurídica en primer lugar a las familias y al nas-
citurus así como a la industria de fertilización asistida
en segundo lugar.

De acuerdo al Reglamento de la Ley General de Salud
en Materia de la Investigación para la Salud, se en-
tiende por “fertilización asistida”: Aquella en que la
inseminación es artificial incluye la fertilización in vi-

tro”. (Artículo 40)

En el mismo ordenamiento, en el artículo 56, se esta-
blece que “La investigación sobre fertilización asistida
sólo será admisible cuando se aplique a la solución de
problemas de esterilidad que no se puedan resolver de
otra manera, respetándose el punto de vista moral, cul-
tural y social de la pareja, aun si este defiere con el del
investigador.”

Con frecuencia se confunden los términos de esterili-
dad e infertilidad, sin embargo dichos vocablos indican
situaciones o circunstancias diferentes. Desde el punto
de vista médico, esterilidad indica la imposibilidad de
efectuar la fecundación, y es consecuencia de una alte-
ración irreversible, es decir, indica la incapacidad de
una pareja para lograr un embarazo (imposibilidad de
concebir); infertilidad expresa la imposibilidad de tener
hijos, por causas que pueden ser corregidas o curadas,
como es el caso de la obstrucción de trompas, en que la
mujer ovula normalmente, pero a causa de la obstruc-
ción, ésta impide la fecundación del óvulo y, por lo tan-
to, el desarrollo del embrión, o feto, por ejemplo, en es-
te caso la mujer es infectada por la obstrucción que
padece, pero no es estéril.

Es por ello fundamental que dentro de la propuesta se
incluyen como requisitos para someterse a estas técni-
cas que se compruebe este impedimento para procrear
de manera natural, porque es preciso señalar que si
bien es cierto actualmente hay técnicas sofisticadas
para superar los problemas de infertilidad, tanto en el
orden médico quirúrgico, como de orden psicológico o
físico, (por ejemplo puede ser causa de esterilidad la
depresión, la tensión nerviosa o stress, sentimientos de
culpa, frustraciones, etcétera), no deben dejarse de la-
do los tratamientos médicos corrientes.

Entre otros casos solucionables por este procedimien-
to común, están las deficiencias en el flujo vaginal, los
problemas hormonales o de baja producción de esper-
matozoides, etcétera. 

Se considera importante realizar una distinción funda-
mental en relación  a la fertilidad: “Si es viable utilizar
los tratamientos normales, o si sólo se puede lograr re-
curriendo a los tratamientos artificiales o de fertiliza-
ción asistida, que incluye la inseminación artificial
(intrauterina) y la fertilización in vitro (extrauterina).

Sin duda, se requiere tomar como punto de partida el
diagnóstico clínico previo que permita a los solicitan-
tes conocer las causas de su padecimiento.

El problema de la industria de fertilización asistida

Esta industria ha crecido considerablemente en los úl-
timos años, obteniendo ganancias multimillonarias de-
bido al incremento en el índice de infertilidad en las
parejas, por lo que se ha convertido en un negocio y ya
no se lucha contra la infertilidad.

El costo de cada intento suele ir desde 100 mil hasta
300 mil pesos. Se calcula que más de la mitad de las
clínicas que la llevan a cabo operan sin registro.

Generalmente no se proporciona un consentimiento
informado sobre los graves riesgos que implica esta
técnica, entre los cuales cabe resaltar:

a) Riesgos para la salud del bebé. Se pueden resu-
mir en tres principales tipos: 

a. Alta mortandad de embriones (se requiere crear
varios para lograr un bebé nacido).
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b) Incremento del índice de lesiones congénitas: el
riesgo de enfermedad congénita es casi el doble de
las concebidos por vía normal, cf. (Berg et al.,
1999),(Sanchis Calvo,A.et al. 2009), (Hansen M., et
al., 2002), (El-Chaar, D, 2009), 

c) Alta tasa de embarazos múltiples que incremen-
tan los nacimientos prematuros (Moise et al. 1998),
y la mortalidad neonatal hasta en 10 por ciento
(Moise J. Et al. 1998, Olivennes et al. 2002).

b) Riesgos para la salud de la mujer. Al someter-
se a un tratamiento de fecundación asistida, espe-
cialmente durante el periodo de hiperestimulación
ovárica, la mujer recibe alta dosis de hormonas, lo
que puede ocasionar efectos secundarios graves que
van desde obesidad, lesión ovárica, cáncer de mama
y ovárico, hasta la lesión más grave que es el daño
hepático que puede llegar a ser fatal, con mortalidad
reportada. Además 260 por ciento riesgo mayor de
preeclampsia en caso de un embarazo gemelar
(Moise J, et al. 1998), existe una alta incidencia de
embarazos múltiples cf. (Rizk et al., 1991).

c) Embriones humanos congelados. Actualmente
se producen de 10 a 12 embriones por cada ciclo de
la pareja, al no utilizarse todos ellos, el resto se con-
gela, algunos se llegan a utilizar, pero la mayoría
queda en la indefinición y vacío jurídico. Se estima
que en nuestro país existen alrededor de 150 mil em-
briones congelados, cifra que crece exponencialmen-
te cada año, si no se regula esta práctica se calcula
que al final de la década podrían llegar a un millón de
embriones congelados. Como alternativa existe ya la
criopresevación de óvulos, en vez de embriones hu-
manos, siguiendo el ejemplo de Alemania e Italia,
donde se prohíbe la congelación de embriones y se
tienen tasas de éxito por esta técnica similares a la
criopreservación de embriones. Existe consenso uná-
nime que la criopreservación de óvulos no presenta
problema ni bioético ni legal. Cf. (Chen, Christopher,
1986), (Fadini R et al. 2009), (Díaz DG, et al., 2010)

d) Tráfico de embriones y gametos. Existe un va-
cío en la legislación, no se encuentra tipificado co-
mo delito a diferencia por ejemplo del tráfico de ór-
ganos y tejidos. 

e) Práctica de la compra-venta de gametos. Aun-
que actualmente la Ley General de Salud (LGS)

prohíbe su compraventa, sin embargo no establece
una sanción, se requiere una figura penal para fre-
nar esta práctica que es común entre las clínicas de
fertilización asistida.

f) Falsedad en el manejo de la información. Sola-
mente una de cada cuatro parejas que acuden a esta
técnica logra concebir por este medio, sin embargo
tanto en la publicidad de las clínicas de fertilización
asistida como la ausencia de carta de consentimien-
to informado, hacen que con facilidad se mienta en
este término a la pareja, asegurando que tienen por-
centajes de éxito de 60 a 80 por ciento siendo esto
a todas luces falso. Urge reglamentar las cartas de
consentimiento informado.

La libertad de procrear exige tener claro cuáles son los
límites y las responsabilidades que trae aparejadas. No
es libertad de exigir hacer lo que se quiera en el ámbi-
to procreativo: “me reproduzco” como quiero, cuando
quiera, etcétera…y si sale mal, tiro a la basura “el pro-
ducto”.

Es imperante señalar que los principios básicos de la
bioética se encuentran muy claros en lo que se preten-
de legislar:

1. Beneficencia para la pareja y el nasciturus.

2. No maleficencia con los embriones.

3. Autonomía en la toma de decisiones bajo con-
sentimiento informado prevaleciendo este y unifi-
cado por los profesionales de la salud.

4. Que el interés y el bienestar del ser humano (pri-
mordialmente de la mujer) debe prevalecer sobre
intereses de la sociedad y ciencia.

5. Debe garantizarse el no uso de embriones huma-
nos con fines de experimentación.

El ideal ético es el respeto a todos nuestros semejantes
y la no experimentación con ellos. Aunque sea por eta-
pas, hacia ahí hay que caminar. En la etapa actual, la
no experimentación debería quedar garantizada, tanto
más, cuando la ciencia nos ofrece hoy alternativas vá-
lidas para lograr los resultados terapéuticos que se pre-
tenden mediante la experimentación con embriones.
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En otro orden de ideas, hoy por hoy se vive en nuestro
país un alto riesgo de que las parejas sean víctimas de
engaño y sometidas a procedimientos inseguros en
donde en la mayoría de los casos no existe un diag-
nóstico clínico previo que permita a los solicitantes
conocer las causas de su padecimiento. Así también
prevalece la duda sobre la calidad de las clínicas, en
donde se carece de certificación de sus procesos, que
no cumplen con los estándares de calidad adecuados y
certificación de sus procesos. Así como prohibir la ma-
nipulación genética que tenga como fines la eugene-
sia, concepción de quimeras, y la experimentación con
embriones humanos, etcétera, ya que a nivel mundial
se han prohibido y/o han generado dilemas bioéticos
entre especialistas, cuya discusión ha advertido los
efectos negativos.

Es por ello que la finalidad fundamental que persigue
esta iniciativa, recae sobre un marco jurídico que ga-
rantice el derecho a la salud, en términos del párrafo
cuarto del artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a fin de auxiliar a los
problemas reproductivos del hombre y la mujer deri-
vados de la esterilidad o infertilidad.

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos
de la Ley General de Salud en materia de repro-
ducción humana médicamente asistida.1

Artículo Único. Se adicionan, fracción XXVI Ter del
artículo 3o.; fracción VI al artículo 313, fracción VIII
Bis y fracción XII Bis del artículo 314, fracción V del
artículo 315, un capítulo III Bis del Título Décimo
Cuarto, artículos 342 Bis 3, 342 Bis 4, 342 Bis 5, 342
Bis 6, 342 Bis 7, 462 Bis 1 y 462 Bis 2; Se reforman,
titulo décimo cuarto, fracción II del apartado A del
artículo 13, artículo 17 Bis 3, fracción VIII, fracción
IV del artículo 315, fracción I y II del articulo 464 y
artículos 373 y 466, para quedar como sigue:

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de
salubridad general:

I. a XXVI Bis. …

XXVI Ter.  El control sanitario de la reproduc-
ción humana médicamente asistida.

XXVII. a XXVIII. …

Artículo 13. La competencia entre la federación y las
entidades federativas en materia de salubridad general
quedará distribuida conforme a lo siguiente:

A. Corresponde al Ejecutivo federal, por conducto de
la Secretaría de Salud:

I. …

II. En las materias enumeradas en las fracciones I,
III, V, VI, XVII Bis, XXIII, XXIV, XXV, XXVI,
XXVI Ter y XXVII,  del artículo 3o. de esta Ley,
organizar y operar los servicios respectivos y vigi-
lar su funcionamiento por sí o en coordinación con
dependencias y entidades del sector salud;

III. a X. …

B. … 

I. a VII. …

C. …

Artículo 17 Bis. La Secretaría de Salud ejercerá las
atribuciones de regulación, control y fomento sanita-
rios que conforme a la presente ley, a la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, y los demás or-
denamientos aplicables le corresponden a dicha de-
pendencia en las materias a que se refiere el artículo
3o. de esta Ley en sus fracciones I, en lo relativo al
control y vigilancia de los establecimientos de salud a
los que se refieren los artículos 34 y 35 de esta Ley:
XIII, XIV, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI, ésta sal-
vo por lo que se refiere a cadáveres, XXVI Ter y
XXVII, esta última salvo por lo que se refiere a perso-
nas y XXVII, a través de un órgano desconcentrado
que se denominará Comisión Federal para la Protec-
ción contra Riesgos Sanitarios.

.. 

I. a XIII. ...
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Título Decimocuarto
Donación, trasplantes, técnicas 

de reproducción humana 
médicamente asistida y pérdida de la vida.

Capítulo I
Disposiciones comunes

Artículo 313. Compete a la Secretaría de Salud:

I. a V. …

VI. La regulación y el control sanitario de la
aplicación de las técnicas de reproducción hu-
mana médicamente asistida.

Artículo 314. Para efectos de este título se entiende
por: 

I. a VII. …

VIII. Embrión, al producto de la concepción natu-
ral o por fertilización asistida, a partir de ésta, y
hasta el término de la duodécima semana gestacio-
nal;

VIII Bis. Fertilización asistida, a la conjugación
de las células germinales femenina con la mascu-
lina con la consiguiente fusión del material gené-
tico, mediante el auxilio de técnicas de reproduc-
ción humana médicamente asistida;

IX. a XII. …

XII. Bis. Técnicas de reproducción humana mé-
dicamente asistida, a aquellas técnicas biomédi-
cas, que facilitan o sustituyen, los procesos bioló-
gicos naturales que se desarrollan durante la
procreación humana, o la transferencia del em-
brión en el útero a través de la manipulación di-
recta de células germinales en el laboratorio, en-
tre las que se encuentran la inseminación
artificial, la fecundación in vitro con transferen-
cia de embriones y la transferencia intratubári-
ca de células germinales, la inyección intracito-
plasmática de espermatozoides y todas aquellas
que impliquen la creación de un embrión y que
se determinen como tales por la Secretaría de
Salud mediante disposiciones de carácter gene-
ral; 

XIII. a XVII. …

Artículo 315. Los establecimientos de salud que re-
quieren de autorización sanitaria son los dedicados a:

I. a III. …

IV. Los bancos de sangre y servicios de transfusión,

V. La disposición de células progenitoras o tronca-
les, y 

VI. La aplicación de técnicas de reproducción
humana médicamente asistida.

…

Artículo 327. Está prohibido el comercio de órganos,
tejidos y células, incluyendo las germinales. La dona-
ción de éstos con fines de trasplantes, se regirá por
principios de altruismo, ausencia de ánimo de lucro y
confidencialidad, por lo que su obtención y utilización
serán estrictamente a título gratuito.

Capítulo III Bis
Técnicas de reproducción 

humana médicamente asistida

Artículo 342 Bis 3. Las técnicas de reproducción hu-
mana médicamente asistida sólo podrán llevarse a ca-
bo en los establecimientos autorizados para su aplica-
ción en términos de las disposiciones generales que
para tal efecto emita la Secretaría de Salud.

Artículo 342 Bis 4. Para tener acceso a las técnicas de
reproducción humana médicamente asistida el hombre
y la mujer deberán estar unidos por vínculo matrimonial
o concubinato, y cumplir con los siguientes requisitos:

I. Ser mayores de edad con plena capacidad de ejer-
cicio;

II. Tener impedimento para procrear de manera na-
tural; 

III. Haberse comprobado la incapacidad fértil de las
personas solicitantes del servicio, después de que se
hubieran agotado todos los procedimientos conven-
cionales para lograr un embarazo y siempre que no
exista una contraindicación médica;
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IV. Otorgar su consentimiento libre, por escrito y
debidamente informado, en donde se hagan saber
los riesgos y beneficios del procedimiento y que es-
té en los términos previstos por la presente ley y de-
más disposiciones jurídicas aplicables; y

V. Los que determine la Secretaría de Salud.

Artículo 342 Bis 5. Previo al inicio de la aplicación de
alguna de las técnicas de reproducción humana médi-
camente asistida, el médico tratante deberá, de confor-
midad con las normas oficiales al efecto emita la Se-
cretaría de Salud:

I. Realizar un diagnóstico clínico previo que permi-
ta a los solicitantes conocer las causas de su padeci-
miento.

II. Agotar toda posibilidad de tratamiento que pue-
da permitir la concepción de forma natural;

III. Recomendar la adopción como alternativa;

IV. Tomar en cuenta las circunstancias particulares
en cada una de las personas, tales como su edad, su
historial clínico y las posibles causas de esterilidad
o infertilidad, y

V. Recabar la constancia libre y por escrito median-
te la cual los solicitantes otorguen su consentimien-
to informado en los términos de la presente ley y
demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 342 Bis 6. Queda prohibida:

I. La crioconservación de embriones humanos;

II. La experimentación con embriones humanos;

III. La transferencia interespecie de embriones hu-
manos;

IV. La escisión embrionaria precoz con fines de clo-
nación o experimentación;

V. La producción de híbridos o quimeras;

VI. La producción y transferencia de más de tres
embriones;

VII. La implantación de embriones no provenientes
de la misma pareja que se somete a las técnicas de
reproducción humanamente asistida;

VIII. La implantación de embriones en el útero de
una mujer distinta a la esposa o concubina, del
hombre que aporta sus células germinales; y

IX. Cualquier tipo de práctica eugenésica, la clona-
ción, la selección de raza, sexo, la implantación de
embriones post mortem y cualquier otra no prevista
por la ley que atente contra la dignidad humana y el
interés superior del menor.

342 Bis 7. En los procedimientos de las técnicas de re-
producción humana médicamente asistida deberán uti-
lizarse las células germinales provenientes de los cón-
yuges o concubinos.

Artículo 373. Requieren de licencia sanitaria los esta-
blecimientos a que se refieren los artículos 198, 315,
319, 329 y 330 de esta ley; cuando cambien de ubica-
ción, requerirán de nueva licencia sanitaria.

Artículo 462. Se impondrán de seis a diecisiete años
de prisión y multa por el equivalente de ocho mil a die-
cisiete mil días de salario mínimo general vigente en la
zona económica de que se trate:

I. Al que ilícitamente obtenga, conserve, utilice,
prepare o suministre órganos, tejidos y sus compo-
nentes, cadáveres, embriones o fetos de seres hu-
manos;

II. Al que comercie o realice actos de simulación
jurídica que tengan por objeto la intermediación
onerosa de órganos, tejidos incluyendo la sangre,
cadáveres, embriones, o fetos de seres humanos, y

III. …

…

Artículo 462 Bis 1. Al que contravenga cualquiera de
las obligaciones establecidas en las fracciones II, III y
IV del artículo 342 Bis 5 de esta ley, se le impondrá
multa equivalente de ocho mil a diecisiete mil días de
salario mínimo general vigente en la zona económica
de que se trate.
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Si intervinieran profesionales, técnicos o auxiliares de
las disciplinas para la salud, se les aplicará, además,
suspensión de cuatro a seis años en el ejercicio profe-
sional, técnico o auxiliar y hasta seis años más, en ca-
so de reincidencia.

Artículo 462 Bis 2. Al que contravenga cualquiera de
los supuestos contenidos en el artículo 342 Bis 6 de es-
ta ley, se le impondrán de seis a diecisiete años de pri-
sión y multa equivalente de ocho mil a diecisiete mil
días de salario mínimo general vigente en la zona eco-
nómica de que se trate.

Si intervinieran profesionales, técnicos o auxiliares de
las disciplinas para la salud, se les aplicará, además,
suspensión de cuatro a seis años en el ejercicio profe-
sional, técnico o auxiliar y hasta seis años más, en ca-
so de reincidencia.

Artículo 466. Al que sin consentimiento de una mujer
o aun con su consentimiento, si ésta fuere menor o in-
capaz, realice en ella alguna técnica de reproducción
humana médicamente asistida, se le aplicará prisión
de uno a tres años, si no se produce el embarazo como
resultado de su aplicación; si resulta embarazo, se im-
pondrá de dos a ocho años.

La mujer casada o en concubinato no podrá otorgar su
consentimiento para ser inseminada sin la conformi-
dad de su cónyuge o concubinario.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá expedir las dis-
posiciones de carácter general en la materia en un pla-
zo que no excederá de los ciento ochenta días a partir
de la entrada en vigor del presente decreto.

Notas

1. Consultada el 12 de febrero de 2013

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 19 de marzo de 2013.
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Ortiz Mantilla, Tania Morgan Navarrete, Juan Pablo Adame Ale-

mán, Cinthya Noemí Valladares Couoh, Xavier Azuara Zúñiga,

Flor Ayala Robles Linares, Alfredo Zamora García, Víctor Osval-

do Fuentes Solís, Luis Miguel Ramírez Romero, Marcelo Torres

Cofiño, Alfredo Rivadeneyra Hernández, Verónica Sada Pérez,

Juan Manuel Gastélum Buenrostro, Francisco Pelayo Covarrubias,

Arturo de la Rosa Escalante, Alberto Díaz Trujillo, Juan Jesús

Aquino Calvo, Margarita Licea González, José González Morfín,

Enrique Alejandro Flores Flores, Ernesto Alfonso Robledo Leal,

Alberto Coronado Quintanilla (rúbricas).

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY ORGÁNICA DE LA SOCIEDAD HIPOTECARIA FEDE-
RAL, A CARGO DE LA DIPUTADA YAZMÍN DE LOS ÁNGELES

COPETE ZAPOT, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

La que suscribe, diputada Yazmín de los Ángeles Co-
pete Zapot integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática a la LXII Le-
gislatura, con fundamento en los artículos 71, fracción
II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, de los artículos 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se derogar la fracción X Ter del artículo 4º, se re-
forma el artículo 19º primer párrafo y se adiciona el ar-
tículo 29 Bis de la Ley Orgánica de Sociedad Hipote-
caria Federal.
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Planteamiento del problema

En la presente iniciativa se aborda el problema para
delimitar el otorgamiento de créditos por parte de So-
ciedad Hipotecaria Federal, Sociedad Nacional de
Crédito, Institución de Banca de Desarrollo a Enti-
dades Financieras cuya situación económica provo-
que incertidumbre,  para evitar incurrir en tratos prefe-
renciales con intermediarios financieros no bancarios
e impedir los rescates, así como también que la Banca
de Desarrollo no se convierta en administradora de
cartera y comercializadora de bienes inmuebles, otor-
gados en dación de pago por los incumplimientos de
las entidades financieras.

Exposición de  Motivos

La historia del proceso legislativo para dar cumpli-
miento al párrafo séptimo del artículo 4º de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es
arduo y poco se ha logrado cumplir con el derecho hu-
mano y la garantía individual de que toda familia dis-
frute de  vivienda digna y decorosa.

El 3 de febrero de 1983 se reforma la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para estable-
cer el derecho de que toda familia a disfrutar de vi-
vienda digna y decorosa, la reforma constitucional
mandató al legislador ordinario a expedir la Ley Re-
glamentaria del texto constitucional, para que se es-
tablecieran los instrumentos y apoyos necesarios a fin
de alcanzar este principio constitucional. 

La Norma Ordinaria que mandata la Constitución es la
Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal,  el
11 de octubre de 2001 se publico en el Diario Oficial
de la Federación el decreto de su creación y las fun-
ciones legislativas que realizaría.

Desde su constitución los funcionarios de Sociedad
Hipotecaria Federal desvirtuaron el marco normativo
de su ley orgánica,  solo impulsaron y desarrollaron
con recursos públicos, vía el endeudamiento externo
con el Banco Mundial y el Banco Interamericano de
Desarrollo un mercado oligopólico en la construcción
de la vivienda que beneficio a empresas como URBI,
GEO, DEMET, ARA, SARE, SADASI y HOMEX. 

La Sociedad Hipotecaria Federal también con recur-
sos públicos federales impulsó el crecimiento  de las

entidades financieras denominadas Sociedades Finan-
cieras de Objeto Limitado y Múltiples mejor conoci-
das como Sofoles-Sofomes y de manera particular a
Patrimonio, Hipotecaria Su Casita, ING Hipoteca-
ria, Hipotecaria Ge Money, Hipotecaria Nacional
Grupo Financiero BBVA-Bancomer, Crédito y Ca-
sa, Metrofinanciera, entre otras.

La Sociedad Hipotecaria Federal se convirtió en la
banca de las Sofoles-Sofomes y de las empresas cons-
tructoras de vivienda y dándoles desde su creación tra-
tos preferenciales, de este modo tenemos que en el
2005 las ventas de las seis empresas desarrolladoras
que cotizaron en la Bolsa Mexicana de Valores (UR-
BI, GEO, HOMEX, ARA, SARE y Consorcio Ho-
gar), ascendieron a casi $12 mil millones de pesos, re-
cursos equivalentes a más del 50 por ciento del
presupuesto total asignado para ese año a la Secretaría
de Desarrollo Social. 

Cabe señalar que Sociedad Hipotecaria Federal fi-
nancia a las Sofoles-Sofomes y a las  empresas cons-
tructoras a través de las Condiciones Generales de
Financiamiento que emite la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público. 

Las Sofoles-Sofomes solo se encargaron de cobrar los
intereses del financiamiento que otorga Sociedad Hi-
potecaria Federal, ni las Sofoles-Sofomes y ni las
constructoras invirtieron en los últimos doce años re-
cursos propios, es decir, la Banca de Desarrollo en los
dos últimos sexenios les dio un trato preferencial.

Los fondos y garantías que la Sociedad Hipotecaria
Federal debería de destinar para que las familias dis-
fruten de vivienda digna y decorosa los ha otorgado en
los últimos 12 años a las Sofoles-Sofomes y empresas
constructoras, para darles: tratos preferenciales, res-
catarlas y beneficiarlas, en el primer trimestre del
año de 2009 el gobierno de Felipe Calderón los resca-
to vía el endeudamiento público externo y lo más gra-
ves fue que el rescate hipotecario e inmobiliario tu-
vo su origen en el Congreso de la Unión.

La ruta del rescate hipotecario e inmobiliario en Mé-
xico se presenta en los siguientes puntos: 

1. Se inició a partir de las reformas realizadas por el
Congreso de la Unión a la Ley Orgánica de Sociedad
Hipotecaria Federal y publicadas en el Diario Ofi-
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cial de la Federación el pasado 20 de agosto de 2008,
cabe destacar que el objetivo de ésta reforma era dero-
gar el artículo noveno transitorio de la citada Ley Or-
gánica. 

El artículo noveno transitorio de la Ley Orgánica de
Sociedad Hipotecaria Federal señalaba lo siguiente:
Por un plazo de ocho años contados a partir de la
entrada en vigor del presente decreto la Sociedad
Hipotecaria Federal podrá efectuar descuentos y
otorgar préstamos y créditos a los intermediarios
financieros mencionados en el artículo 29 de la Ley.
A estas operaciones les será aplicables lo dispuesto
en el artículo 30 de la Ley... Faltando tres años pa-
ra la conclusión de ese plazo, Sociedad Hipotecaria
Federal deberá sujetar a la aprobación de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público su programa
gradual para la conclusión de nuevas operaciones
de este tipo.

La Sociedad Hipotecaria Federal tenía como plazo
el once de octubre de 2009 para dejar de otorgar cré-
ditos, préstamos o descuentos a los intermediarios fi-
nancieros. Con la aprobación de ésta reforma y la de-
rogación del artículo noveno transitorio el 20 de
agosto de 2008 la Sociedad Hipotecaria Federal se-
guirá apoyando con recursos públicos por tiempo in-
definido a las Sofoles-Sofomes y a las empresas cons-
tructoras.

Esta reforma fue clara y su prioridad es proteger y dar-
le un trato preferencial a las Sofoles-Sofomes, para
que cuente con recursos públicos suficientes y se fi-
nancien los créditos para la construcción, compra de
viviendas e incrementar el mercado oligopólico que
han generado en nuestro país las Sofoles-Sofomes y
las empresas constructoras.

2. El segundo paso de la ruta para el rescate hipoteca-
rio e inmobiliario se realizó cuando el gobierno fede-
ral y la Sociedad Hipotecaria Federal, anunciaron el
pasado 7 de enero de 2009 el Acuerdo Nacional a Fa-
vor de la Economía Familiar y del Empleo, en el ci-
tado Acuerdo se explicó que se otorgarían a la Socie-
dad Hipotecaria Federal recursos para las
constructoras e hipotecarias. 

3. El tercer paso de la ruta para el rescate hipotecario
e inmobiliario se realizó el pasado 13 de marzo de
2009, en ese día se firmo el Pacto Nacional Por la Vi-

vienda Para Vivir Mejor, en el cual la Sociedad Hi-
potecaria Federal participó movilizando directamen-
te hasta 60 mil millones de pesos. 

En el apartado A referente del Pacto Nacional Por la
Vivienda Para Vivir Mejor, se señala colocar a través
de la Sociedad Hipotecaria Federal 30 mil 650 mi-
llones de pesos a créditos a la construcción y al desa-
rrollo de los mercados de instrumentos respaldados
por hipotecas y dotar de liquides al sector. Se estima-
ron otros 10 mil millones en garantías para inducir la
inversión del sector privado, montos que sumados a
los 19 mil 500 millones para originación del crédito
individual durante el 2009 importaron un total de 60
mil 150 millones de pesos. 

4. El cuarto paso de la ruta del rescate hipotecario e in-
mobiliario se concreto con la línea de crédito que otor-
gó el pasado 13 de marzo de 2010 el Banco Mundial y
el Banco Interamericano de Desarrollo por 16 mil mi-
llones de pesos y que sumados a los 60 mil millones de
pesos anunciados en el Pacto Nacional Por la Vi-
vienda Para Vivir Mejor dan un total de 76 mil mi-
llones de pesos, para darles un trato preferencial a las
hipotecarias y a los empresarios inmobiliarios y que
estos recursos en ningún momento beneficiaron a las
familias que adquirieron créditos en los últimos diez
años y que han caído en cartera vencida.

Los directivos de la Sociedad Hipotecaria Federal
siempre negaron la existencia  del rescate hipotecario
e inmobiliario llevado a cabo por el gobierno de Fe-
lipe Calderón, sin embargo  en el Informe de resul-
tados de la Fiscalización Superior de la Cuenta
Pública 2009 realizado por la Auditoría Superior
de la Federación, el organismo fiscalizador resolvió
con dictamen negativo, en virtud, de que la Socie-
dad Hipotecaria Federal, en su autonomía de ges-
tión actuó discrecionalmente para rescatar financie-
ramente a los Intermediarios Financieros No
Bancarios (IFNB).

Los efectos del rescate de las Sofoles-Sofomes quedo
registrado por la Auditoría Superior de la Federa-
ción, concretamente en el Informe del Resultado de
la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública
2010, en el apartado “Situación Financiera de Socie-
dad Hipotecaria Federal” concretamente en la pagi-
na 15 se señala lo siguiente:
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Por otra parte, para valorar los indicadores financieros
de la SHF en comparación con las demás Instituciones
de banca de desarrollo, se tomaron los índices de mo-
rosidad (IMOR), de cobertura crediticia (ICOB) y Ca-
pitalización (ICAP) emitidos por la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores (CNBV) y de la SHCP, con
los resultados siguientes:

Como puede apreciarse, SHF presenta los indicadores
más deficientes de la Banca de Desarrollo, ya que en
el caso del IMOR existe un 99.3 por ciento de diferen-
cia con respecto de la entidad mejor calificada (Nafin)
0.1 por ciento); para ICOB, la diferencia con respecto
a Nafin es de 92.1 por ciento y en cuanto al ICAP, la
diferencia es de 66.8 por ciento respecto a Bansefi que
fue la mejor calificada”.

Es importante señalar que estos indicadores estadísti-
cos presentados en el informe de 2010 por la Audito-
ría Superior de la Federación, nos llevan a otras ob-
servaciones y a los siguientes señalamientos:
Banobras presentan un IMOR del 0.3 por ciento y
ésta institución de banca de desarrollo se creó en
1933, Nafin del 0.1 por ciento y se creó en 1934,
Bancomext del 3.3 por ciento y se creó 1937, Ban-
jercito del 0.4 por ciento y se creó en 1947 y SHF del
14.2 por ciento y se creó en el año 2001, Sociedad
Hipotecaria Federa es la banca de desarrollo que con
tan sólo 11 años de existencia presenta el IMOR más
alto y estos se debe a que Sociedad Hipotecaria Fede-
ral le otorgó trato preferenciales en los 12 últimos años
a las Sofoles-Sofomes y a otros Intermediarios Finan-
cieros.  

La Auditoria Superior de la Federación señaló en el
citado informe de 2010 que durante 2007-2010 la So-
ciedad Hipotecaria Federal registró un incremento de
1675  por ciento en su IMOR, de los créditos otorga-
dos a las Entidades Financieras, para el otorgamiento

de hipotecas individuales y financiamientos puente pa-
ra la construcción.

La Auditoria Superior de la Federación cuyas fun-
ciones son de control constitucional y dependiente de
la Cámara de Diputados, en su informe del 2010 vol-
vió a confirmar lo señalado en el 2009 que la Sociedad
Hipotecaria Federal otorgó créditos a las Sofoles-So-
fomes con una situación financiera que no garantiza-
ban “una seguridad razonable de recuperación”.

Por tal motivo en los Infor0mes de Resultados de la
Fiscalización Superior de la Cuenta Pública de los
años 2009 y 2010, la Auditoría Superior de la Fede-
ración realizó las primeras recomendaciones a la Cá-
mara de Diputados y concretamente a las Comisiones
de: Hacienda y Crédito Público, Vivienda y Estu-
dios Legislativos y les recomendó para que estudiarán
la posibilidad de reformar o adicionar la Ley orgáni-
ca de Sociedad Hipotecaria Federal.

El objetivo de reformar o adicionar la Ley Orgánica
de Sociedad Orgánica de Sociedad Hipotecaria Fe-
deral es para que se delimite el otorgamiento de
crédito a las entidades financieras (Sofoles-Sofo-
mes), cuya situación financiera provoquen incerti-
dumbre, se condicione la autonomía de gestión de
la Sociedad para evitar incurrir en tratos preferen-
ciales con intermediarios financieros no bancarios
al rescatarlos de la quiebra, así como también para
minimizar el riesgo de convertirse en administra-
dora de cartera y comercializadora de bienes, des-
cuidando su objeto social y finalmente recomendó
derogar la fracción X Ter del artículo 4º de la Ley
Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal.

No obstante las observaciones y advertencias realiza-
das por la Auditoría Superior de la Federación en
los informes citados de los años 2009-2010, la Cáma-
ra de Diputados y concretamente las Comisiones de:
Hacienda y Crédito Público, de Vivienda y Estu-
dios Legislativos no cumplieron con la recomenda-
ciones y mucho menos realizaron las reformas y adi-
ciones a la Ley Orgánica de la Sociedad Hipotecaria
Federal y con él anuncio de la quiebra de la Sofol-So-
fom Hipotecaria Su Casita sólo se confirmó lo que el
órgano fiscalizador quería evitar.

Existen muchos intereses para no realizar las reformas
y adiciones recomendadas por la Auditoría Superior
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de la Federación a la Ley Orgánica de Sociedad Hi-
potecaria Federal, consultorías e intermediarios fi-
nancieros han querido generar una opinión pública fa-
vorable a Hipotecaria Su Casita, culpar a la Sociedad
Hipotecaria Federal y a las familias que obtuvieron
créditos hipotecarios de la quiebra de este intermedia-
rio financiero.

El diagnostico de la Consultoría Bursamétrica sobre
las causas de la quiebra de Hipotecaria Su Casita y
que fueron publicadas en el diario La Jornada el pa-
sado 6 de enero de 2013 son superficiales e impreci-
sas, y sólo favorecen a los responsables de darle un
trato preferencial y del rescate hipotecario e inmobi-
liario en México efectuado en marzo de 2009 por el
gobierno de Felipe Calderón Hinojosa.

La quiebra de Hipotecaria Su Casita tiene sus causas
en la originación de los créditos hipotecarios otorga-
dos con recursos de la Sociedad Hipotecaria Fede-
ral, y que fueron sobrevaluados hasta en un 40 por
ciento, este fraude está acreditado en el estudio reali-
zado por la propia Sociedad Hipotecaria Federal ti-
tulado Método de detección de fraude por sobreva-

luación del valor de la vivienda.

El estudio en su página 6 señala lo siguiente: De esta
forma la sobrevaluación de las viviendas parece ser
el canal a través del cual opera el fraude cometido
tanto por los desarrolladores e intermediarios fi-
nancieros… En el caso de SHF esta sobrevaluación
se ha hecho evidente al realizar avalúos posteriores
a la fecha de originación para algunos créditos que
reclamaron el pago de la garantía (GPI). En estos
casos se observó que el precio de la vivienda es
aproximadamente 40 por ciento menor al precio de
venta.

Las familias que obtuvieron créditos individuales de
Hipotecaria Su Casita no provocaron un sobreendeu-
damiento bancario, lo que llevó a las familias a la fal-
ta de liquides para pagar sus créditos hipotecarios, pri-
mero fue la crisis de los Estados Unidos en octubre de
2008 y segundo la sobrevaluación del valor de los cré-
ditos hipotecarios que son impagables por su duración
de 20 y 25 años para liquidarlos, en conclusión en la
quiebra de Hipotecaria Su Casita no se presenta un
sobreendeudamiento bancario, tenemos créditos
sobrevaluados.

Cuando la Consultoría Bursamétrica sostiene que
Hipotecaria Su Casita quebró por falta de liquides es
falso, toda vez que la Auditoría Superior de la Fede-
ración (ASF) en las auditorias financieras realizadas a
Sociedad Hipotecaria Federal y al Fondo de Ope-
ración y Financiamiento Bancario a la Vivienda en
el ejercicio fiscal 2009, observó y concluyó lo si-
guiente: En febrero y abril de 2009 Hipotecaria Su
Casita presento falta liquides, al no serle renovado
el vencimiento del papel comercial, incumplió en su
pago, a marzo de 2009 la cartera total ascendía a 11
mil 891 millones de pesos, de los cuales el 23 por
ciento estaba vencida, muy superior al indicador de
6.1 por ciento del sector y el 29 de abril de 2009 las
calificadoras internacionales de valores Moody’s y
Standard & Poor’s, bajaron la calificación a la en-
tidad financiera a D (mex) con perspectiva crediti-
cia negativa.

El trato preferencial y él rescate se acredita cuando el
6 de diciembre de 2010 la Sociedad Hipotecaria Fe-
deral a atraves de la directora de operaciones, Da-
niella Gurrea, anunció que la Sociedad Hipotecaria
Federal se convertía en la dueña del 75 por ciento de
la cartera de crédito de Hipotecaria Su Casita y que
sumaba la cantidad de 15 mil millones de pesos, toda
vez que la empresa no puede pagar el fondeo a Socie-
dad Hipotecaria Federal y fue una dación de pago de
Hipotecaria Su Casita a Sociedad Hipotecaria Fe-
deral para administrar estos activos.

Para acreditar como Sociedad Hipotecaria Federal
nunca dejo de darle trato preferencial y rescatar a Hi-
potecaria Su Casita, la propia Daniella Gurrea lo
confirma cuando afirmó lo siguiente: Su Casita le de-
be a SHF otros mil 300 millones de pesos, (que son
parte de 25 por ciento de la cartera que le queda a
Su Casita) porque SHF pagó las emisiones quiro-
grafarias -es decir aquellas sin garantía- a los in-
versionistas que compraron ese papel de Su Casita
en el mercado de deuda. 

Es importante señalar que estas operaciones ilícitas de
la dación de pago para administrar la cartera y darles
trato preferencial, es decir, de rescatar por parte de So-
ciedad Hipotecaria Federal a Hipotecaria Su Casi-
ta fueron observadas por la Auditoría Superior de la
Federación y en las auditorias al ejerció fiscal del
2010 el organismo fiscalizador hizo la primera reco-
mendación y que señala lo siguiente:

Martes 19 de marzo de 2013 Gaceta Parlamentaria87



Recomendaciones

10-0-01100-06-1024-01-001.- Para que la Cámara de
Diputados, por conducto Comisión de Hacienda y
Crédito Público estudie la posibilidad de reformar o
adicionar la Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria
Federal para que se eliminen los tratos preferenciales
de la Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C. a las enti-
dades financieras en el otorgamiento de créditos, aun
cuando su situación financiera no garantice un seguri-
dad razonable de su recuperación, y se condicione su
autonomía de gestión para minimizar el riego de con-
vertirse en administradora de cartera y comercializa-
dora de bienes, descuidado su objeto social. (Resulta-
do 18)”.

Con esto la Auditoría Superior de la Federación
cuestionó que Sociedad Hipotecaria Federal haya re-
cibido el 75 por ciento de la cartera de Hipotecaria Su
Casita en dación de pago para administrarla, porque
con esto la Sociedad Hipotecaria Federal se ha con-
vertido en administradora y comercializadora de bien-
es inmuebles.

La Auditoría Superior de la Federación concluyó y
resolvió que  la Sociedad Hipotecaria Federal “des-
cuidó” el objeto social para la que fue creada y sé re-
fiere a que las familias disfruten de viviendas dignas
y decorosas, es decir la Sociedad Hipotecaria Fede-
ral no se constituyó para dar tratos preferenciales, res-
catar y recibir en dación de pago la cartera chatarra y
sobrevaluada por parte de las  Sofoles y provocar un
grave quebranto al patrimonio de Sociedad Hipoteca-
ria Federal.

La Auditoría Superior de la Federación también en
las observaciones y recomendaciones del Informe del
Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuen-
ta Pública 2010, señalo como la Sociedad Hipoteca-
ria Federal (SHF), el Fondo de Operación y Finan-
ciamiento Bancario a la Vivienda (FOVI) y el
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), toma-
ron decisiones colegiadas para rescatar con recursos
de las jubilaciones, pensiones, de invalidez y vida a
las Sofoles-Sofomes Metrofinancieras e Hipotecaria
Su Casita, estos recurso fueron destinados por la So-
ciedad Hipotecaria Federal.  

El ex director general de Sociedad Hipotecaria Federal
Javier Gavito Mohar le solicitó al Juan Molinar Hor-

casitas Director General del Instituto Mexicano del
Seguro Social el 12 de diciembre de 2008, la renova-
ción de la posesión de $ 500 millones de pesos (bonos
de deuda) con vencimiento a diciembre de 2008, ya
que la SOFOL-SOFOM Metrofinanciera tenía proble-
ma de liquidez que le impedían enfrentar sus proble-
mas de pago y que podría obligar a la liquidación del
intermediario financiero.

Las renovaciones de la compra de acciones y bonos de
la Sofol-Sofom Metrofinanciera se realizaron de ma-
nera continua y el 8 de junio del 2010 el Instituto Me-
xicano del Seguro Social autorizó la renovación de
561 millones de pesos para otorgárselos a la Sofol-So-
fom, estas operaciones tuvieron un valor perdido pa-
ra el Instituto Mexicano del Seguro Social por la can-
tidad de 199 millones de pesos, concluyó la Auditoría
Superior de la Federación.   

La auditoría practicada por la ASF a la Sociedad Hi-
potecaria Federal para el ejercicio fiscal del 2011,
las graves irregularidades no terminaron, al contrario
se agudizaron y el Consejo Directivo de la Banca de
Desarrollo, principalmente Javier Gavito Mohar,  ex
director general de SHF y Luis Ignacio Joaquín
Torcida Amero, ex director general adjunto Jurídi-
co y Fiduciario de SHF siguieron protegiendo a las
Sofoles-Sofomes como Patrimonio, Hipotecaria Su
Casita, ING Hipotecaria, Hipotecaria Nacional
Bancomer, GE Money, Crédito y Casa, Metrofi-
nanciera, Credito Inmobiliario, entre otros.

El pasado 20 de de febrero de 2013 la ASF dio a co-
nocer los resultados de las auditorías practicadas a
sociedad hipotecaria federal para el ejerció fiscal
del 2011, el organismo fiscalizador de la federación
concluyó en la página 2 del informe presentado y seña-
ló lo siguiente: se observó que el Consejo Directivo
de SHF utiliza criterios discrecionales en la autori-
zación y otorgamiento de líneas de crédito, aprobar
dispensas contractuales, excepciones normativas,
dispensa a las Sofoles-Sofomes de la obligación de
obtener cada año de un agencia calificadora de
prestigio internacional Standard & Poor’s y Mood-
y’s una calificación mínima “AA” y con estas prác-
ticas se incumplió el artículo 19, primer párrafo, de
la Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal.

Pero lo más grave del informe presentado por la ASF
en la auditoría del 2011 practicada a la Sociedad Hi-
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potecaria Federal es lo que señala el organismo fis-
calizador en su página 7 y que dice lo siguiente: Ade-
más, es importante señalar que la aprobación de
dispensas contractuales y el deterioro de los Inter-
mediarios Financieros No Bancarios (Sofoles-Sofo-
mes) han contribuido a fomentar el pago de sus
adeudos es especie, mediante la celebración de con-
venios de reconocimiento de adeudos y dación en
pago desde el 2009… lo que demuestran que la
SHF no está ejerciendo sanas prácticas y usos ban-
carios, continua señalando el informe de la ASF lo si-
guiente: Lo anterior se confirma al analizar la si-
tuación financiera de la SHF, ya que las daciones en
pago pasaron de 8.7 por ciento del total de sus acti-
vos en 2009, al 30.7 por ciento. 

Estas observaciones son graves, toda vez que la carte-
ra de crédito de Sociedad Hipotecaria Federal al 31
de diciembre de 2012 es de 61 mil 454 510 millones
de pesos y el 30.7 por ciento de las daciones de pa-
go representa la cantidad de 18 mil 439 353 millones
de pesos, estos excesos se pudieron evitar si la Cáma-
ra de Diputados hubiera ejercido su facultad de control
constitucional a través de la ASF y realizar las refor-
mas a la Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Fede-
ral que el órgano fiscalizador recomendó desde el año
2009.

En este mismo sentido podemos analizar del informe
presentado por la ASF que al 31 de diciembre de 2011
la SHF tiene un saldo de cartera de crédito por $ 61 mil
454 510 millones de pesos, por líneas de crédito que la
Sociedad Hipotecaria Federal ha otorgado a las Sofo-
les-Sofomes, de las cuales el 56.6 por ciento (34 mil
791 544 millones de pesos) corresponden a los 7 prin-
cipales Intermediarios Financieros No Bancarios.

Es decir, la sociedad hipotecaria federal  le da trato
preferencial a 7 sofoles al otorgarle líneas de crédito
por la cantidad de  34 mil 791 544 millones de pesos,
con estos recursos otorgados por la Sociedad Hipote-
caria Federal se creó un mercado oligopólico en el
mercado hipotecario con recursos públicos federales.

Estas operaciones que desviaron el objeto social para
lo que fue creada la Sociedad Hipotecaria Federal no
fueron atendidas por la Cámara de Diputados, para re-
alizar las reformas a la Ley Orgánica de la Banca de
Desarrollo, porque esta legislación se realizó para dar-
le un carácter de mercado y bursátil a problema de la

vivienda y a los créditos hipotecarios, y no para cum-
plir con el mandato constitucional que señala el dere-
cho para que toda familia disfrute de vivienda digna y
decorosa, este principio normativo es un derecho hu-
mano y garantía constitucional.

La Ley Orgánica de la Sociedad Hipotecaria Fede-
ral se redacto para darles tratos preferenciales a las
Sofoles-Sofomes, así como  también a las  empresas
que prestan servicios complementarios o auxiliares a
la Sociedad Hipotecaria Federal, toda vez que la frac-
ción X Ter del artículo 4º del citado marco normativo,
permite que la banca de desarrollo invierta en el capi-
tal social a empresas privadas.

El artículo 4o., fracción X Ter, de la Ley Orgánica de
Sociedad Hipotecaria Federal señala lo siguiente:

Artículo 4o. La Sociedad podrá llevar a cabo los ac-
tos siguientes:

X. Ter. Invertir, con la previa autorización de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, en el capital
social de las empresas que le presenten servicios
complementarios o auxiliares en la administración o
en la realización del objeto de la propia Sociedad o
realizar aportaciones para la constitución de este ti-
po de empresas, en cuyo caso éstas no serán consi-
deradas de participación estatal y, por lo tanto, no es-
tarán sujetas a las disposiciones aplicables a las
entidades de la administración pública federal pa-
raestatal, así como contratar sus servicios sin que re-
sulte aplicable para tal efecto la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamiento y Servicios del Sector Público.

Esta reformas sólo beneficiaron a las empresas parti-
culares que recibieron recursos públicos para realizar
actividades empresariales, con estas disposiciones se
permitió por parte de la sociedad hipotecaria federal
darles tratos preferenciales a las Sofoles-Sofomes y las
empresa particulares que prestaron servicios comple-
mentarios y auxiliares a la Banca de Desarrollo

Por tal motivo se tienen que derogar la fracción X Ter
del artículo 4o. de la Ley Orgánica de la Sociedad Hi-
potecaria Federal, y para realizar un mayor control a
las operaciones que realiza la Banca de Desarrollo se
tiene que adicionar el artículo 29 Bis, para delimitar el
otorgamiento de créditos por parte de sociedad hipote-
caria federal a entidades financieras, cuya situación
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económica provoque incertidumbre, evitar incurrir en
tratos preferenciales con intermediarios financieros no
bancarios y no rescatarlos de la crisis.

Las responsabilidad de cumplir con las observaciones
realizadas por la Auditoría Superior de la Federa-
ción en los informes del 2009, 2010 y 2011 eran prin-
cipalmente de la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico de la Cámara de Diputados de la LXI Legislatura
que estaba integrada en entre otros ex diputados como
Jesús Alberto Cano Vélez, director general de So-
ciedad Hipotecaria Federal, Mario Alberto Di
Constanzo Armenta, director general de la Comi-
sión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros, Sebastián Lerdo
de Tejada, director general del Instituto de Seguri-
dad y Servicio Sociales de los Trabajadores del Es-
tado (ISSSTE), Idelfonso Guajardo Villareal, se-
cretario de Economía, Claudia Ruiz Massieu
Salinas, secretaría de Turismo y Jorge Carlos Ra-
mírez Marín, secretario de Desarrollo Agrario, Te-
rritorial y Urbano, todos estos servidores públicos
fueron nombrados reciente en el gabinete por Enrique
Peña Nieto, sus nombramientos están vinculados a los
grupos de interés que durante los últimos treinta años
han saqueado al país.

La LXII Legislatura del Congreso de la Unión tiene la
obligación de iniciar el procedimiento legislativo de
juicio político en contra de los servidores públicos re-
cién nombrados y citados con anterioridad, para lograr
su inmediata separación y renuncia, sobre todo los que
están vinculados a la sociedad hipotecaria federal co-
mo su actual director general Jesús Alberto Cano
Vélez, el director general del ISSSTE Sebastián
Lerdo de Tejada y el secretario de Desarrollo Agra-
rio Territorial y Urbano Jorge Carlos Ramírez Ma-
rín, por haber avalado como la Banca de Desarrollo
descuidó su objeto social para lo que fue creada, y este
principio constitucional señal que toda familia tiene
derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa.

Por todo lo anteriormente expuesto se propone a esta
soberanía el siguiente proyecto

Decreto

Artículo Primero. Se deroga la fracción X Ter del ar-
tículo 4o. de la Ley Orgánica de  Sociedad Hipote-
caria Federal, para quedar como sigue:

Artículo 4o. 

I a X Bis. …

X Ter (se deroga)

XI. …

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 19º primer
párrafo de la Ley Orgánica de  Sociedad Hipoteca-
ria Federal, para quedar como sigue

Artículo 19o. …

El Consejo no aplicará criterios discrecionales en la
autorización y otorgamiento de líneas de crédito,
tampoco aprobará dispensas contractuales, excep-
ciones normativas, deberá garantizar las sanas
prácticas y usos bancarios. 

Artículo Tercero. Se adiciona el artículo 29 Bis de la
Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal, pa-
ra quedar como sigue.

Artículo 29 Bis. La Sociedad delimitará el otorga-
miento de fondos, garantías y créditos a entidades
financieras cuya situación financiera provoque in-
certidumbre, evitar incurrir en tratos preferencia-
les con intermediarios financieros y no rescatarlos
de la quiebra.

La Sociedad no se convertirá en administradora de
cartera y comercializadora de bienes inmuebles
otorgados en dación de pago por los incumplimien-
tos de las entidades financieras, no descuidará su
objeto social para la que fue creada de que toda fa-
milia disfrute de vivienda digna y decorosa.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 19 de marzo de 2013.

Diputada Yazmín de los Ángeles Copete Zapot
(rúbrica)
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QUE EXPIDE LA LEY QUE GARANTIZA EL DERECHO DE

RÉPLICA, A CARGO DEL DIPUTADO RODRIGO CHÁVEZ

CONTRERAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

Rodrigo Chávez Contreras, integrante del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano en la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en el artículo 71 fracción II de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artícu-
lo 6, fracción I del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley que Garantiza el Derecho de Réplica, al
tenor de lo siguiente

Exposición de Motivos

Se propone expedir la ley reglamentaria del derecho
de réplica establecido por reforma al artículo 6o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos el 13 de noviembre de 2007, y que por reforma al
Código Federal de Procedimientos e Instituciones
Electorales publicada el 14 de enero de 2008, debió
haberse publicado antes del 30 de abril de 2008.

Esta ley tiene como base la regulación de este aspecto
del derecho humano a la libertad de expresión, cuyo
cumplimiento práctico se encuentra en manos de par-
ticulares, los dueños de los medios de comunicación.
Por esa razón se propone partir de la reforma a la Ley
de Amparo aprobada el 12 de febrero de 2013 en la
Cámara de Diputados, pendiente de dictamen en la co-
legisladora, que establece el amparo contra particula-
res, que nuestra ley aún vigente no considera actual-
mente, pero que ya contempla el derecho comparado.
Dicha figura sería la forma jurisdiccional que adquiri-
ría la defensa del derecho de réplica.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

I. Antecedentes

1. En México, el derecho de réplica se encuentra esta-
blecido en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos desde la reforma publicada el 13 de
noviembre de 2007 al artículo 6o.:

Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será
objeto de ninguna inquisición judicial o administra-

tiva, sino en el caso de que ataque a la moral, los de-
rechos de terceros, provoque algún delito, o pertur-
be el orden público; el derecho de réplica será ejer-
cido en los términos dispuestos por la ley. El
derecho a la información será garantizado por el es-
tado.

(…)

2. En la legislación secundaria, el derecho de réplica
se regulaba ya en la Ley sobre Delitos de Imprenta y
recientemente se incorporó en el nuevo Código Fede-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales:

a) En la Ley sobre Delitos de Imprenta, publicada el
12 de abril de 1917, se garantiza en el artículo 27 res-
pecto de los medios de comunicación escritos:

Artículo 27. Los periódicos tendrán la obligación
de publicar gratuitamente las rectificaciones o res-
puestas que las autoridades, empleados o particula-
res quieran dar a las alusiones que se les hagan en
artículos, editoriales, párrafos, reportajes o entre-
vistas, siempre que la respuesta se dé dentro de los
ocho días siguientes a la publicación que no sea ma-
yor su extensión del triple del párrafo o artículo en
que se contenga la alusión que se contesta, tratán-
dose de autoridades, o del doble, tratándose de par-
ticulares; que no se usen injurias o expresiones con-
trarias al decoro del periodista, que no haya ataques
a terceras personas y que no se cometa alguna in-
fracción de la presente ley.

Si la rectificación tuviere mayor extensión que la se-
ñalada, el periódico tendrá obligación de publicarla ín-
tegra; pero cobrará el exceso al precio que fije en su ta-
rifa de anuncios, cuyo pago se efectuará o asegurará
previamente.

La publicación de la respuesta se hará en el mismo lu-
gar y con la misma clase de letra y demás particulari-
dades con que se hizo la publicación del artículo, pá-
rrafo o entrevista a que la rectificación o respuesta se
refiere.

La rectificación o respuesta se publicará al día si-
guiente de aquel en que se reciba, si se tratare de pu-
blicación diaria o en el número inmediato, si se tratare
de otras publicaciones periódicas.
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Si la respuesta o rectificación se recibiere cuando por
estar ya arreglado el tiro no pudiere publicarse en los
términos indicados, se hará en el número siguiente.

La infracción de esta disposición se castigará con una
pena que no baje de un mes ni exceda de once, sin per-
juicio de exigir al culpable la publicación correspon-
diente, aplicando en caso de exigir al culpable la pu-
blicación correspondiente, aplicando en caso de
desobediencia la pena del artículo 904 del Código Pe-
nal del Distrito Federal.

b) En el nuevo Código Federal de Procedimientos e
Instituciones Electorales, publicado el 14 de enero de
2008, el derecho de réplica se garantiza en el artículo
233:

Artículo 233

(…)

3. Los partidos políticos, los precandidatos y candi-
datos podrán ejercer el derecho de réplica que esta-
blece el primer párrafo del artículo 6o. de la Consti-
tución respecto de la información que presenten los
medios de comunicación, cuando consideren que la
misma ha deformado hechos o situaciones referentes
a sus actividades. Este derecho se ejercitará sin per-
juicio de aquellos correspondientes a las responsabi-
lidades o al daño moral que se ocasionen en térmi-
nos de la ley que regule la materia de imprenta y de
las disposiciones civiles y penales aplicables.

4. El derecho a que se refiere el párrafo anterior se
ejercerá en la forma y términos que determine la ley de
la materia.

Artículos Transitorios

(…)

Décimo. A más tardar el 30 de abril de 2008, el
Congreso de la Unión deberá expedir la Ley Regla-
mentaria del Derecho de Réplica establecido en el
primer párrafo del artículo 6o. de la Constitución.

3. El 3 de febrero de 1981, sin embargo, México rati-
ficó su adhesión a la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos (Pacto de San José),1 cuyo artículo
14 señala:

1. Toda persona afectada por informaciones inexac-
tas o agraviantes* emitidas en su perjuicio a través
de medios de difusión legalmente reglamentados y
que se dirijan al público en general, tiene derecho a
efectuar por el mismo órgano de difusión su rectifi-
cación o respuesta en las condiciones que establez-
ca la ley.

2. En ningún caso la rectificación o la respuesta exi-
mirán de las otras responsabilidades legales en que
se hubiese incurrido.

El 29 de agosto de 1986, la Corte Interamericana de
Derechos Humanos emitió opinión mediante la cual
interpretó el contenido de dicho artículo:

2. En cuanto a las preguntas contenidas en la con-
sulta formulada por el Gobierno de Costa Rica so-
bre la interpretación del artículo 14.1 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos en
relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma,

Es de opinión,

Por unanimidad

A. Que el artículo 14.1 de la convención reconoce
un derecho de rectificación o respuesta internacio-
nalmente exigible que, de conformidad con el artí-
culo 1.1, los Estados parte tienen la obligación de
respetar y garantizar su libre y pleno ejercicio a to-
da persona que esté sujeta a su jurisdicción.

Por unanimidad

B. Que cuando el derecho consagrado en el artículo
14.1 no pueda hacerse efectivo en el ordenamiento
jurídico interno de un Estado Parte, ese Estado tie-
ne la obligación, en virtud del artículo 2 de la con-
vención, de adoptar con arreglo a sus procedimien-
tos constitucionales y a las disposiciones de la
propia convención, las medidas legislativas o de
otro carácter que fueren necesarias

Por seis votos contra uno

C. Que la palabra ley, tal como se emplea en el ar-
tículo 14.1, está relacionada con las obligaciones
asumidas por los Estados Partes en el artículo 2 y,
por consiguiente, las medidas que debe adoptar el
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Estado parte comprenden todas las disposiciones
internas que sean adecuadas, según el sistema jurí-
dico de que se trate, para garantizar el libre y pleno
ejercicio del derecho consagrado en el artículo 14.1.
Pero en cuanto tales medidas restrinjan un derecho
reconocido por la convención, será necesaria la
existencia de una ley formal.

4. En Europa, el derecho de rectificación, de respues-
ta o de réplica se encuentra establecido, en Francia,
desde 1822; en Alemania, desde 1824; en Italia, desde
1847; en España, desde 1857; en Suiza, desde 1937;
en Bélgica, desde 1961; en Dinamarca, desde 1976; en
Austria, desde 1981, además de estar incluido en las
Constituciones de Grecia y Portugal.2

En nuestro continente americano, durante el siglo pa-
sado, se fue estableciendo el derecho de réplica en le-
yes de prensa o de imprenta. Sin embargo, a raíz de la
suscripción del Pacto de San José se ha ido legislando
un derecho de respuesta o rectificación más amplio,
aplicable a cualquier medio de comunicación, acom-
pañado de procedimientos más ágiles.

Actualmente el derecho de rectificación o respuesta se
encuentra regulado en Brasil, Colombia, Costa Rica,
Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Hon-
duras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República
Dominicana, Uruguay y Venezuela.3

5. En los países en los que se encuentra establecido, el
derecho de rectificación o respuesta se garantiza me-
diante acciones constitucionales, civiles, penales o ad-
ministrativas.

Colombia, Costa Rica, Ecuador y Perú disponen de jui-
cios de defensa constitucional contra particulares aplica-
bles para la defensa del derecho de rectificación o res-
puesta. En Colombia, el Decreto 2591 de 19914

establece la acción de tutela; en Costa Rica, la Ley Núm.
7135, De la Jurisdicción Constitucional, de 1989,5 regu-
la el amparo contra sujetos de derecho privado; en Ecua-
dor, el artículo 95 de la Constitución de 19986 permite a
un particular interponer amparo contra otro particular; y
en Perú, la Constitución de 19937 establece en el artícu-
lo 200 la procedencia del amparo contra particulares.

6. En el Congreso de la Unión, se han presentado, de
2007 a la fecha, 15 iniciativas para regular el derecho
de réplica:

a) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
crea la Ley Reglamentaria del Artículo 6o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, presentada el 13 diciembre de 2007 por el se-
nador Alejandro Zapata Perogordo, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional en la
Cámara de Senadores.8

b) Iniciativa que expide la Ley para garantizar el
Derecho de Réplica, presentada el 8 de abril de
2008 por los diputados José Antonio Díaz García,
Dora Alicia Martínez Valero y Rocío del Carmen
Morgan Franco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional en la Cámara de Diputados.9

c) Iniciativa con proyecto de decreto que deroga el
artículo 27 de la Ley sobre Delitos de Imprenta; de-
roga el artículo 186, numeral 3, del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales y ex-
pide la Ley Reglamentaria del artículo 6º. De la
Constitución Política de los estados Unidos Mexi-
canos, en materia de derecho de réplica a través de
los medios de comunicación impresos y de radiodi-
fusión, presentada el 21 de abril de 2008 por el Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la Cámara de Senadores.10

d) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados (Unidos Mexi-
canos, presentada por el diputado Alberto Amador
Leal, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, el 30 de abril de 2008.11

e) Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se
expide la Ley que Garantiza el Derecho de Réplica,
presentada por la diputada Valentina Valia Batres
Guadarrama, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática en la Cámara de Di-
putados, el 30 de julio de 2008.12

f) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se ex-
pide la Ley para Garantizar el Derecho de Réplica,
presentada por el diputado Cuauhtémoc Sandoval
Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática el 18 de agosto de 2008.13

g) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley para Garantizar el Derecho de Répli-
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ca, presentada por los diputados Rocío del Carmen
Morgan Franco, José Antonio Díaz García y Dora
Alicia Martínez Valero, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la Cámara de Dipu-
tados, el 10 de junio de 2009.14

h) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley para Garantizar el Derecho de Répli-
ca, presentada por la diputada Claudia L. Cruz San-
tiago, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática en la Cámara de Diputados
el 19 de agosto de 2009.15

i) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la
Ley Reglamentaria del Derecho de Réplica, presen-
tada por el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gra-
cia, del Grupo Parlamentario del Partido del trabajo
el 23 de septiembre de 2009.16

j) Iniciativa con proyecto de derecho por el que se
expide la Ley Reglamentaria del artículo 6o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de Derecho de Réplica y reforma
las fracciones VI y VII y adiciona con una fracción
y adiciona con una fracción VIII al artículo 53 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
presentada por el senador Jesús Murillo Karam del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional el 23 de marzo de 2010.17

k) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
crea la Ley Reglamentaria del artículo 6o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de derecho de réplica, presentada
por los senadores Pablo Gómez Álvarez, Tomás To-
rres Mercado y Arturo Núñez Jiménez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la Cámara de Senadores el 25 de marzo
de 2010.18

l) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley Federal para Ejercer el Derecho de
Réplica, y deroga el artículo 27 de la Ley sobre De-
litos de Imprenta, presentada por el diputado Javier
Corral Jurado, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional en la Cámara de Diputados, el 29
de noviembre de 2011.19

m) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 6º. De la Constitución Política

de los Estados Unidos Mexicanos; el artículo 27 de
la Ley de sobre los Delitos de Imprenta; el artículo
10 de la Ley Federal de Radio y Televisión y el ar-
tículo 38 del Reglamento de la Ley Federal de Ra-
dio y Televisión en Materia de Concesiones, Permi-
sos y Contenido de las Transmisiones de Radio y
Televisión y se crea la Ley de Réplica, presentada
por el senador Leonel Godoy Ramos, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la Cámara de Senadores el 22 de agosto
de 2012.20

n) Iniciativa con proyecto de derecho que expide la
Ley Federal para Ejercer la Réplica en los Medios
de Comunicación y se Deroga el Artículo 27 de la
Ley sobre Delitos de Imprenta, presentada por los
senadores Javier Corral Jurado, Marcela Torres
Peimbert, Francisco García Cabeza de Vaca, Rober-
to Gil Zuarth, Víctor Hermosillo y Celada y Ernes-
to Ruffo Appel, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional en la Cámara de Senadores el
11 de septiembre de 2012.21

ñ) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley reglamentaria del artículo 6o. consti-
tucional en materia de Derecho de Réplica, y refor-
ma el artículo 53 de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, presentada por el diputado
Fernando Rodríguez Doval, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional en la Cámara de Di-
putados el 31 de octubre de 2012.22

Estas 15 iniciativas presentadas (seis del PAN, cinco
del PRD, dos del PRI, una del PVEM y una del PT) in-
dican que el tema ha estado presente en las preocupa-
ciones de los legisladores en las últimas tres legislatu-
ras, pero no ha habido la voluntad política de sacarlo
adelante. Cabe mencionarlo, pues el objetivo delibera-
do fue, sin duda alguna impedir la existencia del ejer-
cicio del derecho de réplica en los procesos electorales
tanto de 2009 como de 2012.

Respecto de su contenido, las iniciativas coinciden bá-
sicamente en los conceptos de derecho de réplica, en
los sujetos legitimados para hacerlo valer y en el ca-
rácter gratuito de la publicación de la réplica. Varían,
no obstante, en la extensión, autoridad competente,
procedimiento y sanciones respecto de la publicación
u omisión de ésta.
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Once iniciativas proponen que la réplica se realice en
la misma extensión de texto o tiempo que ocupó la in-
formación motivo de la réplica; sin embargo, dos
(PAN) plantean que se pueda realizar en el doble y dos
más (PAN y PRD) hasta en el triple de espacio.

Igualmente, nueve iniciativas proponen que la autori-
dad competente para resolver respecto del ejercicio del
derecho de réplica sea un juzgado federal (tres del
PRD, una del PT, dos del PRI y tres del PAN), no obs-
tante, cinco iniciativas (tres del PAN y dos del PRD)
plantean que sea la Secretaría de Gobernación y una
más (PVEM), que corresponda al propio medio, me-
diante un defensor de la audiencia.

Cabe mencionar que 13 iniciativas coinciden en que
sea la misma autoridad la que resuelva en materia
electoral las réplicas correspondientes. Sin embargo,
dos iniciativas plantean que sea la autoridad electoral,
en un caso el Instituto Federal Electoral y en otro el
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación,
la competente en la materia.

En relación con los procedimientos que se plantean,
cabe mencionar que básicamente todos coinciden en
una primera fase seguida ante el medio de comunica-
ción directamente, exclusivamente para regular la so-
licitud y publicación de la réplica.

Sin embargo, el procedimiento contencioso que se
propone, en nueve iniciativas se plantea que sea judi-
cial, en cinco administrativo y uno prácticamente con-
ciliatorio. Los términos para interponer queja o de-
manda, emplazar al medio de comunicación, citar a
audiencia, emitir resolución o sentencia y publicar la
réplica son distintos prácticamente en todas las inicia-
tivas. En su conjunto los procedimientos que se pro-
ponen varían de 8 a 463 días. En cuatro casos la auto-
ridad no tiene término preciso para emitir resolución o
sentencia y en seis más no se plantea un término para
publicar la réplica.

Cabe resaltar que en dos iniciativas (PRD y PT) se
plantean medidas cautelares. En un caso, la publica-
ción inmediata a la interposición de la demanda, tipo
suspensión, en juicio de amparo. En el segundo, la pu-
blicación en el medio de comunicación de que se ha
interpuesto una demanda de réplica, quién demanda y
la información sujeta a controversia. Y, también en
cuanto al procedimiento, en cinco iniciativas (cuatro

del PAN y una del PRD) se abre la posibilidad de que
un acuerdo conciliatorio ponga fin al procedimiento.

Finalmente, quizá respecto de las sanciones es en
cuanto se presenta la mayor diferencia que plantean
las iniciativas presentadas hasta el momento.

Doce iniciativas prevén multas de 1 a 40,000 días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal;
una, prisión de seis meses a tres años para el respon-
sable de la publicación en materia de réplica (PRI), y
tres, suspensión de la transmisión o edición del medio
de comunicación hasta en tanto se publique la réplica
ordenada (dos del PRD y una del PT). Y en tres ini-
ciativas más no se prevé ninguna sanción en caso de
que el medio de comunicación no publique la réplica
correspondiente (una del PVEM y dos del PAN).

7. No obstante que no se ha aprobado la ley reglamen-
taria correspondiente, sendas comisiones de las Cáma-
ras de Diputados y de Senadores formularon desde
2010 dos proyectos de dictamen al respecto:

a) Dictamen con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley Reglamentaria del artículo 6o. cons-
titucional en materia de derecho de réplica, y se re-
forman las fracciones VI y VII y se adiciona con
una fracción VIII al artículo 53 de la Ley Orgánica
del Poder Judicial de la Federación, formulada por
la Comisión de Gobernación de la Cámara de Di-
putados en abril de 2010.23

b) Dictamen con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley Reglamentaria del Artículo 6º. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en materia de derecho de réplica y reforma
las fracciones VI y VII y adiciona con una fracción
VIII al artículo 53 de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, aprobado por las Comisio-
nes Unidas de Gobernación y de Estudios Legisla-
tivos del Senado de la República el 7 de diciembre
de 2010.24

Respecto de su contenido, las iniciativas coinciden bá-
sicamente en los conceptos de derecho de réplica, en
los sujetos legitimados para hacerlo valer y en el ca-
rácter gratuito de la publicación de la réplica.

En cuanto a extensión, el dictamen de la Cámara de
Diputados plantea que sea de hasta el doble de exten-
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sión de la información motivo de la réplica, mientras
que el del Senado señala la misma extensión.

Igualmente, coinciden en cuanto a que sea el Juzgado
de Distrito en Materia Civil la autoridad judicial com-
petente, sin embargo, el dictamen del Senado plantea
que sea el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación la autoridad competente tratándose de ré-
plicas en materia electoral.

El dictamen de la Cámara de Diputados tardaría 44 dí-
as, mientras que el del Senado tardaría 22. Y el prime-
ro no especifica un término para publicar la réplica.

Finalmente, en relación con las sanciones planteadas,
el dictamen de la Cámara de Diputados propone una
multa de 500 a 10 mil días de salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal, mientras que el del Se-
nado oscilan de entre mil y 12 mil días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal.

Cabe señalar que ninguno de los dos dictámenes reco-
ge las propuestas de medidas cautelares ni incluye la
posibilidad de suspensión del medio de comunicación
ante el incumplimiento de la publicación de la réplica
habiendo resolución o sentencia firme de la autoridad
competente.

II. Consideraciones

1. De la normatividad citada en los antecedentes 1, 2 y
3, se desprende que si bien el derecho de réplica ya se
encontraba establecido desde 1917 en la Ley de Im-
prenta, estaba limitado a los medios de comunicación
impresos y ha sido infuncional, como advierte Jorge
Islas:

“… la Ley de Imprenta carece de eficacia al esta-
blecer disposiciones que en la práctica no se llevan
a cabo, además se dificulta su cumplimiento debido
a que la norma a la que remite para sancionar el in-
cumplimiento de lo establecido por ella no está en
vigor, ya que menciona en su artículo 27 que en ca-
so de desobediencia, el infractor será sancionado
con la pena prevista en el artículo 904 del Código
Penal para el Distrito Federal, pero el Código Penal
vigente está compuesto de 431 artículos, por lo cual
el artículo 27 de la Ley de Imprenta se queda sin
norma penal aplicable como sanción.”

Otro problema grave: la Ley de Imprenta es una nor-
ma carente de utilidad y de eficacia, puesto que no
cuenta con un procedimiento contencioso sumario pa-
ra hacer efectivos los derechos que protege, lo que ha-
ce más lento y extenuante el proceso judicial.

Por eso, prácticamente hasta el año pasado se estable-
ce el derecho de réplica en nuestro país, con la refor-
ma al artículo 6o. de la Constitución federal.

No obstante, México ya se encontraba obligado a res-
petarlo como derecho de rectificación o respuesta, de-
recho humano establecido en la Convención America-
na de Derechos Humanos o Pacto de San José, en
1981. Desde entonces, nuestro Estado debió haberlo
incorporado en los términos suscritos (sin reservas) en
su normatividad interna.

2. Como se observa en el punto 4 de los antecedentes
de esta iniciativa, el llamado “derecho de réplica” es
un derecho antiguo en Europa, que se encuentra ma-
yoritariamente vigente en nuestro continente america-
no desde hace varias décadas. México se está incorpo-
rando muy tarde a su reglamentación.

3. En el punto 5 del capítulo anterior, se observa que
en diversos países se ha ido aceptando que los parti-
culares pueden cometer infracciones a la Constitución
en contra de otros particulares, lo que ha implicado
que los juicios de amparo –o como se denomine a la
tutela constitucional individual en cada país– también
puedan interponerse contra particulares tratándose de
violaciones a derechos fundamentales, como es el ca-
so del derecho de rectificación, de respuesta o de ré-
plica.

Así como las constituciones de Colombia, Costa Rica,
Ecuador y Perú, mencionadas en el apartado anterior,
en nuestro continente americano también las constitu-
ciones de Argentina, Bolivia (artículo 19), Chile (artí-
culo 20) y Paraguay (artículo 134) prevén explícita-
mente el amparo contra actos de particulares.

Por su parte, las constituciones de El Salvador (artícu-
lo 247), Guatemala (artículo 265), Honduras (artículo
183), Nicaragua (artículo 45), Uruguay (artículo 10) y
Venezuela (artículo 27) contienen conceptos de ampa-
ro amplios que han permitido la protección constitu-
cional contra actos de particulares.
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En cuanto a México, la Ley de Amparo vigente no es-
tablece el amparo contra particulares. No obstante, el
12 de febrero pasado, esta Cámara de Diputados apro-
bó un dictamen de reforma a la Ley de Amparo que
prevé la inclusión del amparo en contra de particula-
res.

Específicamente, el dictamen contiene como texto del
artículo 5o. de la nueva ley en discusión actualmente
en el Senado de la República:

Artículo 5o. Son parte en el juicio de amparo:

I. …

II. …

Para los efectos de  esta ley, los particulares tendrán la
calidad de autoridad responsable cuando realicen actos
equivalentes a los de autoridad, que afecten derechos
en los términos de esta fracción, y cuyas funciones es-
tén determinadas por una norma general.

Esta iniciativa está basada en la posibilidad de que se
extienda el amparo a los particulares. Por lo tanto, si
no fuera aprobada la minuta pendiente de discusión en
Senado de la República, tendríamos que asumir como
parte de la presente, a la 

4. Sobre el contenido de las iniciativas presentadas en
las Cámaras de Diputados y de Senadores, y los dictá-
menes señalados en los puntos 6 y 7 del capítulo ante-
rior, me permito hacer las siguientes observaciones
que motivaron la presentación de esta iniciativa:

a) Sobre el procedimiento ante el medio de comuni-
cación

Cabe advertir que si bien los dictámenes mencionados
corrigen varias de las deficiencias de procedimiento
que contienen algunas de las iniciativas presentadas, al
corresponder a una nueva legislatura formular un nue-
vo proyecto de dictamen de ley que regule el derecho
de réplica, y más aún considerando que los dictámenes
de las cámaras contienen diferencias, al formular el
nuevo procedimiento debe contemplarse:

• Término para solicitar la réplica ante el medio de co-
municación.

• Datos que debe contener la solicitud, documentos
de los que debe acompañarse y material que tiene
derecho el afectado a que le sea transmitido de
acuerdo con la naturaleza de la información sujeta a
rectificación o respuesta.

Lo anterior, para evitar pretextos para rechazar la soli-
citud.

• Responsable y domicilio para atender las solicitu-
des de réplica ¿a cargo de qué autoridad? Si es ante
la Secretaría de Gobernación, no representa ningún
problema si se trata de facilitar al medio el cumpli-
miento de la difusión de la réplica; sin embargo,
puede ser un obstáculo si se condiciona la recepción
de la solicitud a que el afectado se remita única-
mente a dicho responsable, en el lugar que señale el
registro de la Secretaría de Gobernación, de acuer-
do con un futuro reglamento.

En todo caso, la difusión de la réplica es una obliga-
ción de la persona moral, la que, en caso de incumpli-
miento, será sancionada como tal, por lo que debe es-
tar interesada en que su organización interna
determine una forma sencilla y eficaz para la recep-
ción de las solicitudes.

Además, a diferencia de la determinación de responsa-
ble para la recepción de las solicitudes de información
en los organismos públicos, en el caso de las corpora-
ciones privadas, el legislador no tiene competencia.

• La facultad del medio de comunicación de deter-
minar si es procedente o no la solicitud, lo cual,
además de equipararlo con una autoridad, cuando es
parte en un conflicto, incrementa los pasos dentro
del procedimiento, obligándolo a emitir una res-
puesta escrita que no tiene sentido, ya que en caso
de que el particular determine impugnar la no difu-
sión, el medio deberá explicar las razones de tal ne-
gativa, tácita o explícita.

En todo caso, al afectado, más que conocer las razones
por las cuales el medio se niega a difundir la rectifica-
ción o respuesta, se encuentra interesado en que se di-
funda. Y es dicho derecho el que la ley debe amparar.

b) Sobre el procedimiento administrativo ante la
Secretaría de Gobernación
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Aunque ninguno de los dos dictámenes propuestos
plantea un procedimiento administrativo, ni que sea la
Secretaría de Gobernación la autoridad competente
para conocer de éste, es importante que el nuevo dic-
tamen correspondiente no lo retome de las cinco ini-
ciativas que lo proponen.

Al respecto, es importante señalar que el Poder Ejecu-
tivo, al que pertenece la Secretaría de Gobernación, tie-
ne como actividad esencial la gestión sobre los bienes
del Estado para suministrarlos de forma inmediata y
permanente, a la satisfacción de las necesidades públi-
cas y lograr con ello el bien general. Dicha atribución
se realiza mediante los servicios públicos que se pro-
porcionan a la ciudadanía de acuerdo con el marco ju-
rídico especializado que norma su ejercicio y se con-
cretiza mediante la emisión y realización del contenido
de actos administrativos emitidos ex profeso.

En ese sentido, el acto administrativo se define como:
Declaración unilateral del conocimiento, juicio o vo-
luntad emanada de una entidad administrativa, actuan-
do en su faceta de órgano público, bien tendente a
constatar hechos, emitir opiniones, crear, modificar o
extinguir relaciones jurídicas entre los administrados o
con la administración, bien con simples efectos dentro
de la propia esfera administrativa.25

Fernández de Velasco define el acto administrativo de
una manera más sintética, como “toda declaración uni-
lateral y ejecutiva en virtud de la cual la administra-
ción tiende a crear, reconocer, modificar o extinguir
una situación jurídica subjetiva”.26

Los actos administrativos se desarrollan mediante los
procedimientos administrativos correspondientes. So-
bre el concepto de éstos, se puede comentar lo si-
guiente:

En la doctrina mexicana se ha impuesto el concepto de
Gabino Fraga, al considerar que el procedimiento ad-
ministrativo es un conjunto de formas y actuaciones
que preceden y preparan un acto administrativo. Al re-
pasarse el panorama doctrinario tenemos que, con ma-
tices, es seguida la doctrina de Fraga: Andrés Serra
Rojas habla de trámites y formalidades ordenados ju-
rídicamente exigidos para el perfeccionamiento del ac-
to administrativo y para el cumplimiento de una fina-
lidad: Jorge Olivera Toro estima el procedimiento
como Fraga sin reconocerle su crédito y lo considera

como un camino fijado legalmente; Miguel Acosta
Romero también les da una connotación normativa a
los actos procedimentales destinados a crear un acto
definitivo; o Rafael Martínez Perales se refiere a una
serie coordinada de medidas tendientes a producir y
ejecutar el acto administrativo.27

El procedimiento administrativo que la administración
pública sigue a modo de juicio tiene en su propia defi-
nición su naturaleza:

En la doctrina, un procedimiento se califica de “admi-
nistrativo” cuando se dan dos circunstancias específi-
cas: una de las partes en conflicto es la administración
pública o es la propia administración quien resuelve la
controversia a través de sus tribunales o de sus orga-
nismos paraprocesales, o es un acto que tiende a gene-
rar un acto administrativo.28

El procedimiento administrativo mediante el cual ac-
túa la administración pública, como dijimos, se dife-
rencia del proceso propio del desarrollo de la actividad
jurisdiccional:

… en la doctrina del derecho procesal se ha enten-
dido que, para que exista un proceso, se requiere un
litigio, puesto que el primero es el instrumento jurí-
dico de solución del segundo; así se afirma que el
proceso es sólo un medio de solución o de compo-
sición del litigio.

Niceto Alcalá-Zamora dice lo siguiente:

“El proceso aparecería así como un medio jurídico
para la dilucidación jurisdiccional de una preten-
sión litigiosa, fórmula ésta mediante la que se elude
la controvertida cuestión acerca de si sirve para la
realización del derecho objetivo o para la del dere-
cho subjetivo (…) constituye a su vez un estado de
antagonismo entre unas partes que piden y un juz-
gador que decide…”29

Con base en lo anterior, deducimos que la autoridad
administrativa no es la indicada para la defensa de los
derechos humanos de personas individuales específi-
cas, ya que su finalidad es ejecutar acciones dirigidas
al bienestar común de la población. Menos idóneo aún
es un organismo administrativo no paraprocesal, como
los tribunales militares, las Juntas de Conciliación y
Arbitraje o alguno otro a cargo del Poder Ejecutivo.
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Asimismo, tampoco es el procedimiento administrati-
vo el más indicado para resolver litigios en los que no
es parte la administración pública, ni constituyen pa-
sos para generar un acto administrativo, como el pro-
cedimiento administrativo.

Resguardar los derechos de los individuos es una fun-
ción eminentemente jurisdiccional porque implica la
impartición de justicia en casos concretos, entre partes
en las que en todo caso puede o no intervenir como de-
mandada pero también como demandante alguna ins-
titución del Estado, como es el caso del derecho de ré-
plica.

c) Sobre otros aspectos

• Entre otros aspectos por observar, también se en-
cuentra la responsabilidad que se pretende atribuir a
las agencias de noticias en vez de los medios de co-
municación que difunden una información específi-
ca, pretendiendo que el afectado solicite ante la
agencia correspondiente la réplica correspondiente.

De manera un tanto absurda, se pretende que el parti-
cular acuda ante la agencia para que ésta emita la rec-
tificación que el medio estará obligado a realizar.

Dada la naturaleza del procedimiento, si la agencia se
niega a difundir la réplica correspondiente, el particu-
lar tendría que acudir al medio de impugnación co-
rrespondiente, el cual a su vez se tardará el tiempo en
que puede perder oportunidad la rectificación o res-
puesta que se pretenda realizar.

El dictamen debe ser claro en determinar qué pasaría
si el medio no cumple su obligación de publicar la ré-
plica correspondiente.

En todo caso, la contratación de agencias de noticias
depende del medio de comunicación no del particular,
es el medio el que decide qué información de la agen-
cia difunde y el que hace pública la información que
afecta al solicitante. Por eso, la responsabilidad que
debe atender la agencia tendría que ser ante el medio
no ante el particular afectado, como se encuentra en
otras legislaciones como la brasileña.

• Señalan cinco de las iniciativas que las partes, en
cualquier etapa del procedimiento podrán solucio-
nar el conflicto surgido con motivo del ejercicio del

derecho de réplica de manera conciliatoria. Esta
disposición podría generar extorsión o sometimien-
to, en vez de propiciar el ejercicio de un derecho
fundamental, que es el objetivo de la ley, dado que
de cualquier forma se trata de un conflicto entre
partes totalmente desiguales.

• No en todos los proyectos de ley de se garantiza
finalmente el objetivo último de la propia ley, que
es que el medio difunda la réplica del afectado, ya
que al tratarse de una autoridad administrativa que
procede no para la defensa del interés social, sino
individual, en algunos casos, no tiene elemento co-
ercitivo de ejecución de sanción, y dicha ineficacia
provocaría que el particular acuda a una autoridad
jurisdiccional que defienda su derecho subjetivo,
por lo que los procedimientos ante el medio y ante
la Secretaría de Gobernación sólo ocuparán tiempo
y contratación de abogados sin lograr necesaria-
mente el objetivo de haber difundido una réplica
ante información inexacta o agraviante. Menos aún
en los casos en que se proponen procedimientos ju-
risdiccionales se justifica que no se obligue en un
término preciso al medio de comunicación a publi-
car la réplica ordenada y a señalar un mecanismo
coercitivo suficiente para hacer inevitable su ejecu-
ción.

III. La presente iniciativa

1. La presente iniciativa retoma básicamente el forma-
to que se ha propuesto en las iniciativas mencionadas
en los antecedentes 6 y 7.

Difiere apenas de algunos conceptos, como el de dere-
cho de réplica, eliminando la calificación de la subje-
tividad de contenido moral que alguien distinto del
propio interesado pudiera realizar para dificultar el
ejercicio de la réplica.

2. Dado que consideramos que debe acordarse un pro-
cedimiento que garantice el ejercicio del derecho de
réplica, proponemos, en primer lugar, que esté simpli-
ficado para promover directamente ante el medio de
comunicación la rectificación o respuesta sobre la in-
formación que se desea aclarar.

En contraparte, se propone como sanción para el me-
dio que haya negado el derecho al afectado, que en la
sentencia determinada por el juez otorgue hasta el do-
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ble del tiempo o espacio que corresponda a la réplica
solicitada.

Dichos mecanismos conforman, por un lado, un incen-
tivo para que el particular promueva directamente ante
el medio primero y, por otro, una sanción para éste si
no difunde una réplica que a simple vista sea proce-
dente. Ello, en virtud de que el medio podría preferir li-
tigar las réplicas, dado que probablemente los servicios
jurídicos le sean más económicos que la venta del es-
pacio o tiempo que tuviera que dedicar a los afectados.

3. En caso de que el medio de comunicación no atien-
da la solicitud o la niegue, se propone que el afectado
pueda interponer acción de amparo en contra de la per-
sona moral responsable, retomando la aprobación del
amparo contra particulares de acuerdo con en el dicta-
men aprobado el pasado 12 de febrero en la Cámara
de Diputados.

Con base en los anteriores antecedentes y considera-
ciones, someto ante esta asamblea la siguiente iniciati-
va con proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley que garantiza el
Derecho de Réplica

Artículo Único. Se expide la 

Ley que garantiza el Derecho de Réplica

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto reglamen-
tar el artículo 6o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos en materia de derecho de ré-
plica.

Sus disposiciones son de orden público y de aplicación
general en toda la república mexicana.

La interpretación de la presente ley se realizará con-
forme a los tratados internacionales en materia de de-
rechos humanos celebrados y ratificados por nuestro
país.

Artículo 2. Los medios de comunicación tienen la
obligación de respetar el derecho de réplica de las per-
sonas, en los términos previstos en esta ley.

Artículo 3. Para efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Agencia de noticias. Empresa o institución que
obtiene información, materiales editoriales o foto-
gráficos para venderlos o ponerlos a disposición a
los medios de comunicación.

II. Derecho de réplica. La prerrogativa de toda per-
sona afectada por informaciones inexactas o agra-
viantes emitidas en su perjuicio a través de medios
de comunicación y dirigidas al público en general,
a efectuar por el mismo medio su rectificación o
respuesta de acuerdo con las condiciones que esta-
blece la presente ley, a fin de proteger su honra, re-
putación o vida privada.

III. Medio de comunicación. La persona que presta
servicios de televisión o audio restringidos, de ra-
diodifusión, o que de manera impresa difunde ma-
sivamente ideas, pensamientos, opiniones, creen-
cias e informaciones de toda índole y que opera con
sujeción a las disposiciones legales aplicables.

Artículo 4. Podrá ejercer el derecho de réplica la per-
sona aludida o, en su nombre, su representante legal.
Si hubiere fallecido, podrá hacerlo, indistintamente, su
cónyuge, su concubina o concubinario, o sus parientes
en línea ascendente o descendente en el primer grado.
En este último caso, el primero en presentar la solici-
tud será el que ejercerá el derecho.

Artículo 5. La crítica periodística será sujeta al dere-
cho de réplica en los términos previstos en esta ley.

Artículo 6. Las rectificaciones o respuestas formula-
das en el ejercicio del derecho de réplica deberán ser
difundidas por los medios de comunicación de mane-
ra gratuita.

Artículo 7. Los medios de comunicación podrán de-
signar un responsable y señalar un domicilio para
atender las solicitudes de réplica, a fin de facilitar la
recepción de solicitudes.

Artículo 8. Se aplicarán de manera supletoria a la pre-
sente ley las disposiciones contenidas en el Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles.
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Capítulo II 
Del procedimiento para ejercer el derecho 
de réplica ante el medio de comunicación

Artículo 9. El derecho de réplica se ejercerá conforme
al procedimiento señalado en el presente capítulo.

Artículo 10. El afectado por información falsa o in-
exacta:

I. Tendrá un plazo de siete días, contados a partir
del siguiente en el que se difunda el mensaje consi-
derado inexacto o agraviante, para solicitar la recti-
ficación o respuesta correspondiente;

II. Deberá presentar dicha solicitud por escrito diri-
gido al nombre comercial o razón social del medio
de comunicación, en el que se exprese:

a) Nombre y domicilio del afectado;

b) Hechos o declaraciones que se rectifican o
responden, indicando la fecha de difusión;

c) La rectificación o respuesta, conforme al artí-
culo 12 de la presente ley, y

d) Firma autógrafa original del afectado o del re-
presentante legal.

III. El escrito debe ir acompañado de copia de iden-
tificación oficial y, en su caso, del documento que
acredite la personalidad jurídica del representante
legal o el parentesco del afectado fallecido.

Artículo 11. Una vez recibida la solicitud de rectifica-
ción o respuesta, el medio de comunicación:

I. Tendrá un plazo de 48 horas para difundir la rec-
tificación o respuesta. En caso de programas o pu-
blicaciones de emisión o impresión con intervalos
superiores a dos días deberá difundirse en la si-
guiente transmisión o edición;

II. La publicación correspondiente:

a) Deberá difundirse de manera íntegra y conti-
nua en la misma página o sección del programa
motivo de la rectificación o respuesta;

b) Cuando se trate de información transmitida a
través de una estación de radiodifusión o que
preste servicios de televisión y audio restringi-
dos, la aclaración tendrá que difundirse en el
mismo horario y con características similares a
la transmisión que la haya motivado.

Artículo 12. El contenido de la réplica:

I. Deberá limitarse a la información que desea rec-
tificar o responder. En ningún caso podrá compren-
der injurias ni contravenir disposiciones legales, y

II: Podrá tratarse de un texto cuya impresión o lec-
tura no ocupe más tiempo o extensión que los he-
chos o declaraciones que se rectifican o responden;
o de video o voz, si la información inexacta o agra-
viante fue difundida por alguno de esos medios.

Artículo 13. Cuando la información motivo de la ré-
plica difundida por el medio de comunicación proven-
ga de agencias de noticias, el medio de comunicación
podrá solicitar al juez correspondiente que la sanción
le sea aplicada a ésta, independientemente de que que-
da a salvo su facultad de promover acción civil o pe-
nal en su contra.

Artículo 14. El medio de comunicación podrá negar-
se a llevar a cabo la publicación o transmisión de la ré-
plica, en los siguientes casos:

I. Cuando rectificó por sí o difundió la respuesta
que espontáneamente y sin formalidad alguna le so-
licitó el afectado;

II. Cuando no se ejerza en los plazos y términos
previstos en esta ley;

III. Cuando se refiera a información no difundida o
la réplica no guarde relación con la que se alega;

IV. Cuando contenga injurias o sea notoriamente
contraria a alguna disposición legal, y

V. Cuando el solicitante no tenga interés jurídico en
el asunto.

Artículo 15. Transcurrido el plazo señalado en la frac-
ción I del artículo 11 sin que el medio de comunica-
ción haya publicado la rectificación o respuesta, el in-
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teresado podrá interponer el amparo contra particula-
res establecido en la ley de la materia.

Capítulo IV
De las infracciones y sanciones

Artículo 16. En la resolución correspondiente, además
de ordenar la difusión de la réplica, en su caso, el juez
aplicará las siguientes sanciones en los siguientes ca-
sos:

I. Cuando el medio fue directamente requerido por
el afectado para difundir la réplica y ésta es proce-
dente, le otorgará el doble del espacio que le co-
rresponde al afectado;

II. Por cada día que pase sin que se publique la ré-
plica, multa de doscientos a mil días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal, y

III. En caso de reincidencia, suspensión de la publi-
cación o programa radiofónico o televisivo, hasta
por tres ediciones consecutivas.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se deroga el artículo 27 de la Ley sobre De-
litos de Imprenta publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 12 de abril de 1917, así como todas
aquellas disposiciones legales y administrativas que se
opongan a la presente ley.

Tercero. El Ejecutivo federal expedirá el reglamento
de esta ley dentro de los seis meses siguientes a su en-
trada en vigor.
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